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I  N  T  R  O  D  U C  C  I  Ó  N

En atención a la convocatoria para participar en el Congreso Nacional de Juristas, donde se discutirá el proyecto de la nueva Ley de Amparo, redactado por la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, presento a consideración la siguiente ponencia.

T   E   M   A:

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

T  Í  T  U  L  O:

“PROPUESTA PARA MODIFICAR EL TEXTO DEL ARTÍCULO 260,

 DEL PROYECTO DE LEY DE AMPARO.”  

El precepto establece:

“…Artículo 260. La autoridad responsable que en los casos de suspensión admita fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, será sancionada en los términos previstos por el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia.”
1.-  Dada la ubicación del precepto en el capítulo relativo a Responsabilidades y Sanciones y en función del sujeto cualificado a quien se dirige (autoridad responsable), así como la sanción que se señala, es obvio que establece una conducta delictiva, que será impuesta a quien encuadre en el supuesto, al actuar dentro del capítulo de suspensión, privativo del juicio de amparo uniinstancial, puesto que es en éste, donde a la autoridad responsable, por imperativo de la fracción XI, del artículo 107 constitucional, compete resolver al respecto, en tanto que en los juicios de amparo indirecto corresponde a los jueces de Distrito, los todavía tribunales unitarios y excepcionalmente, órganos jurisdiccionales del fuero común.

Ahora, la acción delictiva que se pretende reprimir, de permanecer intocada, haría poco menos que imposible su aplicación, pues la conducta que reprocha es por “admitir” fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, cuando en realidad el proceder verdaderamente reprobable, es el del presupuesto para “admitir”, que viene a ser el de “fijar” aquéllas.

Las razones que apoyan esta proposición, se basan en que las referencias específicas que se hacen a la suspensión del acto reclamado en el amparo directo, se encuentran contenidas en los artículos 188 y 189 del proyecto de Ley de Amparo, y aunque en ninguno de ellos se alude a fijación o admisión, el primero remite para su aplicación  a lo dispuesto en los diversos numerales 123, 126, 127, 128, 130 y 131, que regulan la propia medida cautelar, pero en el juicio biinstancial; así los artículos 130 y 131, a la letra expresan:

“Artículo 130. En los casos en que sea procedente la suspensión pero sus efectos puedan ocasionar daño o perjuicio a tercero, se concederá si el quejoso otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere sentencia favorable en el juicio de amparo.- Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, el órgano jurisdiccional fijará discrecionalmente el importe de la garantía.”

“Artículo 131. La suspensión, en su caso, quedará sin efecto si el tercero otorga contragarantía para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación reclamada y pagar los daños y perjuicios que sobrevengan al quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo.- No se admitirá la contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio de amparo, o cuando la garantía se hubiere fijado discrecionalmente.”

Como se observa, las normas transcritas tienen aplicación en la suspensión dentro del amparo directo y estimo que es precisamente, la decisión de fijar discrecionalmente tanto la garantía como contragarantía, las decisiones que pretende tutelar penalmente el precepto al principio referido.

Así, pues, como esa determinación suspensional, llevada a cabo indebidamente, por quien tenga encomendada esa función, lo convierte en sujeto de represión punitiva, empero para no violar el principio esencial, establecido en el tercer párrafo, del artículo 14 constitucional, que impide imponer sanción alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata, es necesario precisar con exactitud la acción que habrá de reprimirse y, por ende, menester sustituir el verbo admitir, para inscribir el de fijar.

2.- Por otra parte, en relación a la sanción, la propia norma hace remisión expresa a la señalada “para los delitos cometidos contra la administración de la justicia.”

Tales ilícitos se encuentran dentro del libro segundo, título undécimo del Código Penal Federal, contenidos en dos capítulos, el primero de los cuales, se refiere a los cometidos por servidores públicos, en tanto que el diverso capítulo, atañe a quienes incurren en ejercicio indebido del propio derecho.

Bajo tales condiciones, estimo que la hipótesis a que debe remitir el artículo 260 del proyecto de Ley de Amparo, es la primera, porque precisamente el sujeto activo tiene calidad específica de servidor público, puesto que actúa como autoridad responsable, dentro de la relación procesal del juicio de garantías.

Ahora, al momento de señalar la sanción, se observa que el artículo 225 del Código punitivo federal, contempla 28 diversas fracciones que establecen otras tantas formas de comisión, con la salvedad que unas conductas típicas se sancionan con penas de prisión de tres a ocho años y de quinientos a mil quinientos días multa, mientras que las consideradas más graves, se castigan con cuatro a diez años de privativa de libertad y pecuniaria de mil a dos mil días multa.

En otro aspecto, de la lectura de todos los supuestos típicos, resulta evidente que ninguna guarda semejanza con el tipo penal específico que contiene el precepto que se analiza, amén de esa no sería razón válida para aplicar la sanción señalada, la correspondiente al delito con el que tuviera mayor similitud, porque se impondría una pena por analogía, lo cual riñe con el ya referido precepto constitucional.

Consecuentemente, como todo delito debe establecer expresamente la pena que le corresponde y en la especie, aparecen dos diversas, a saber, las previstas en los párrafos antepenúltimo y penúltimo del artículo 225 del Código Penal en mención, a más de, para cualquiera de ellas, también el último párrafo de tal artículo, lo más sano para una correcta aplicación de la Ley, es que se precise cual ha de ser la sanción concreta.
C  O  N  C  L  U  S  I  O  N  E  S

UNICA.- Para una correcta aplicación de las sanciones que contempla el artículo 260 del proyecto de Ley de Amparo, se propone que su texto se modifique y establezca lo siguiente:

“...ARTÍCULO 260.  La autoridad responsable que en los casos de suspensión fije fianza o contrafianza que resulte ilusoria o insuficiente, se le aplicarán las penas más (graves o leves) previstas por el Código Penal Federal para los delitos cometidos contra la administración de la justicia.”

Boca del Río, Veracruz, 20 de Octubre de 2000.

EL MAGISTRADO DEL TRIBUNAL

UNITARIO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

LIC. MIGUEL OLEA RODRÍGUEZ.

PONENCIA DE LOS COLEGIOS, BARRAS Y ASOCIACIONES

DE ABOGADOS DEL ESTADO DE HIDALGO SOBRE EL 

PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO

Es  loable que el Poder Judicial de la Federación haya tomando la iniciativa de plantear y consensuar ante la comunidad jurídica nacional una nueva ley de amparo, dejando atrás cualquier resabio de la tradición política de que fuera el Ejecutivo Federal con la conseja de unos cuantos, el que propusiese a título personal las reformas a las leyes que rigen la vida del órgano judicial y de nuestra institución de amparo.  Sería de vital importancia que igualmente se impulsara la adición al articulo 71 constitucional para que el poder judicial de la federación pueda presentar iniciativas de leyes en su ramo.

Esta ponencia pretende hacer solamente algunas modestas observaciones sobre el trabajo arduo y exhaustivo realizado por la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, reconociendo antes que nada el acierto en el fondo y en la forma de este proyecto, que en sus aspectos torales contiene un avance digno de elogio en el perfeccionamiento de nuestro juicio de amparo que esperamos redunde en un fácil acceso a la justicia federal para el gobernado.

Todos los que integramos el foro en el plano nacional y local, sabemos lo importante que es contar con un poder judicial fuerte que sea auténticamente un poder real como órgano de gobierno, que haga valer la división y el equilibrio de poderes.  Las bases ya están dadas en esta coyuntura, por lo que los profesionales del derecho debemos asumir nuestro papel como interlocutores de la sociedad en el debate de los temas que interesan a los mexicanos.

No obstante los pronunciamientos de la Comisión Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, en torno a la creación de cortes estatales de última instancia y de la legislación sobre el recurso de casación, ante la falta de independencia política, autonomía presupuestal y de una auténtica carrera judicial en los Estados de la República, los justiciables sólo tenemos al Poder Judicial Federal y al Juicio de Amparo como los únicos garantes en última instancia de la legalidad y, por supuesto, de la constitucionalidad. No admitirlo o sostener lo contrario es demagogia o deviene de no haber estado nunca en la trinchera de la postulancia.

 Nuestras observaciones son las siguientes:

TITULO PRIMERO

Capítulo I

Disposiciones Fundamentales

Artículo 1°: Consideramos que es innecesario que se citen los Tratados o Acuerdos en materia de derechos humanos, porque consideramos que las garantías individuales que consagra y reconoce nuestra carta magna comprenden a los derechos humanos universales, aunado a que en términos del artículo 133 de la Constitución Política Federal, tales instrumentos forman parte de nuestro derecho interno, pero si se quiere hacer énfasis en la tutela de los derechos humanos por el terreno perdido frente a las comisiones en esta materia, entonces el alcance no es del todo jurídico, sin que la propuesta de reposicionar al juicio de amparo deje de ser válida para que éste recupere su esencia ante el gobernado.

Capítulo II

Capacidad y Personería

Artículo 4° fracción I:  Consideramos que la redacción del texto por cuanto hace al interés legitimo, debe ser más sencilla y precisa, para que no deje lugar a dudas de lo que es el interés legítimo para la procedencia del amparo, a efecto de que en la práctica no sea discrecional o de libre interpretación por parte del juzgador este presupuesto procesal tan relevante, por ello y atentos a lo que la propia comisión plantea en la introducción o exposición de motivos, concretamente en la fracción V del proyecto en comento, pudiera quedar como sigue:  “El quejoso es la persona que resiente la afectación directa a un derecho reconocido por el orden jurídico, o cuando el acto de autoridad no afecte ese derecho pero sí la situación jurídica del agraviado derivada del propio orden jurídico”.

Artículo 4° fracción II:  Establece inadecuadamente el carácter de autoridad responsable, ya que si la jurisprudencia de la Suprema Corte ha sustentado que los organismos descentralizados como parte del sector paraestatal de la administración pública, sí pueden tener el carácter de autoridades responsables cuando realizan actos de manera unilateral y obligatoria, por lo que proponemos que el concepto que tiene la ley vigente en su artículo 11 y que sigue siendo apropiado se deje igual, y si acaso, se adicione un párrafo que comprenda particularmente a dichos organismos descentralizados.

Artículo 7°: Aterriza la jurisprudencia que establece que los gobiernos en sus diferentes niveles pueden promover el juicio de amparo cuando el acto reclamado le afecte en sus funciones de derecho privado, esto es, cuando el estado propiamente dicho actúa como un particular frente a los demás particulares y entonces se encuentra en un plano de igualdad, por lo que proponemos que quede como sigue:  “Artículo 7°. La federación, los estados, el Distrito Federal, los municipios o cualquier persona moral pública con carácter de autoridad, podrán solicitar amparo por conducto de los servidores públicos o representantes que designen las disposiciones que los rijan, cuando la norma general o el acto que reclamen afecten sus interese en el ejercicio de sus funciones de derecho privado”.

Artículo 8°, último párrafo: Por analogía y equidad debiera contener dentro de dicha excepción la misma regla para la suplencia de los titulares de las dependencias de las administraciones públicas estatales.

Capítulo III

Plazos

Artículo 16, fracción II: Establece el plazo de noventa días para la interposición de la demanda de amparo tratándose de sentencias condenatorias en materia penal, lo que aparentemente sería a favor de la seguridad jurídica pero si el espíritu de la ley vigente no establece tiempo alguno para dicho caso es por algo, pues en la práctica es frecuente que el procesado cambie de abogados por diferentes razones, siendo el amparo el último medio de defensa que tiene a su alcance, por lo que consideramos que la garantía de la defensa adecuada del inculpado es teleológicamente superior, por lo que proponemos que dicho dispositivo quede sin sujeción a plazo alguno.

Artículo 16, fracción III: Establece el plazo de noventa días para la interposición de la demanda de amparo tratándose de ejidatarios y comuneros, lo que ciertamente es demasiado estricto considerando la población rural que mayoritariamente tiene nuestro país, pues habrán pulverizado el ejido con la reforma al artículo 27 constitucional pero no han logrado desaparecer la pobreza y el atraso que subsiste en el campo mexicano, por lo que proponemos que el artículo 217 de la ley de amparo vigente permanezca igual.

Capítulo IV

Notificaciones

Artículo 25: Establece las clases de notificaciones en el juicio de amparo y en qué casos proceden, ampliando la cobertura de las notificaciones personales, lo que ciertamente resulta afortunado pues una de las ideas fundamentales de este proyecto de nueva ley de amparo es precisamente el acceso a la justicia y no su denegación, por lo que sería más importante que las sentencias en general fueran notificadas de manera personal para el debido conocimiento del sentido del fallo y la oportuna interposición de los recursos o medios de impugnación.

Capítulo VII

Improcedencia
Artículo 59, fracción II: No queda claro en qué casos puede ser procedente el amparo contra actos del Consejo de la Judicatura Federal que afecten derechos de personas ajenas al Poder Judicial de la Federación.

Capítulo X 

Sentencias

Artículo 75, último párrafo: Pareciera ser contra lo dicho por la comisión de análisis en su exposición de motivos, que sí podría continuar la práctica viciada de la cadena interminable de amparo directos cuando las ejecutorias son para efectos, debido a la imposibilidad del juzgador de amparo de substituirse a la autoridad responsable, por lo que consideramos que bien podría adoptarse la fórmula de las sentencias del juicio de nulidad fiscal que consigna el artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, esto es, que se otorgue el amparo liso y llano cuando se aborde el estudio del fondo del asunto atendiendo a las violaciones materiales contenidas en el acto reclamado, o bien, que se otorgue el amparo para efectos, tratándose de violaciones formales que afecten las defensas del quejoso y que trasciendan al sentido de la resolución impugnada, incluyendo la falta de fundamentación o motivación así como los vicios de procedimiento.

Capítulo XI

Medios de Impugnación

Sección Primera

Recurso de Revisión

Artículo 85: Debiera de precisarse atendiendo a los criterios jurisprudenciales actuales bajo qué premisas las autoridades responsables deben considerar como procedente la interposición del recurso de revisión en contra de las sentencias que afecten directamente al acto reclamado de cada una de ellas, esto es, que no sea un asunto entre meros particulares.

TITULO SEGUNDO

De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I

El Amparo Indirecto

Sección Primera

Procedencia y Demanda

Artículo 108, fracción II: Establece los requisitos que debe reunir la demanda de amparo en los casos que señala a su vez el artículo 14 del proyecto en comento, debiéndose expresar la autoridad que hubiere ordenado el acto reclamado que, verbigracia, pudiera ser la detención fuera de procedimiento judicial, dado que en la práctica es muy difícil precisar quién ordenó dicho ataque a la libertad del quejoso, debido a que en el caso de los Jefes policiacos, éstos no suelen dejar constancia por escrito de este tipo de órdenes arbitrarias, por lo que proponemos que sólo baste señalar a la autoridad ejecutora.

TITULO CUARTO

Jurisprudencia y Declaración General de

Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme

Capítulo IV

Declaración General de Inconstitucionalidad o

De Interpretación Conforme

Artículo 233: El presente capítulo en correlación con el artículo 76 del anteproyecto, sin duda marcarán una transformación trascendental en la institución del juicio amparo, pues el principio de relatividad sufrirá un redimensionamiento por cuanto hace a su alcance, esto es, los efectos generales o “erga omnes” que tendrán las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de una norma y que sienten jurisprudencia por reiteración de criterios sustentados en tres sentencias, pero en el caso que nos ocupa el artículo 233 del proyecto cita que antes de que se formule la declaratoria general de inconstitucionalidad, se podrá convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla, lo que ciertamente  se contrapone al espíritu de esta nueva figura en el amparo, pues en la práctica por distintas razones, inclusive políticas, pudiera detenerse o posponerse indefinidamente la formulación de la declaratoria, a efecto de que se publique y surta los efectos generales consabidos, por lo que se propone que se suprima dicha parte.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo primero: Establece un plazo de seis meses para que entre en vigor la pretendida nueva ley de amparo a partir de su publicación, lo que en nuestra consideración es mucho tiempo, entendemos la intención pero sugerimos se reduzca dicho lapso.

Artículo cuarto: Establece una derogación tácita de la jurisprudencia obligatoria a la entrada en vigor de la nueva ley, interpretación que proponemos se haga de manera uniforme y bajo los mismos criterios en la práctica por parte de jueces de distrito y magistrados de circuito, además de que el anteproyecto no señala si dicha jurisprudencia tendría o podría alcanzar en el caso de inconstitucionalidad de normas generales la equivalencia a la nueva jurisprudencia que por reiteración de criterios se sustente, para que se formule la declaratoria general correspondiente.

Atentamente

Lic. Enedino Olvera Hernández 

Representante de los Colegios, Barras y Asociaciones

De Abogados del Estado de Hidalgo.

Campeche, Octubre 20 de 2000.

At'n: Mntro. Genaro David Góngora Pimentel.

EL AMPARO CONTRA LEYES COMO CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD POR PARTE DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS.

PONENCIA PRESENTADA POR EL DIPUTADO FERNANDO ORTEGA BERNES, PRESIDENTE DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE CAMPECHE, EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS SOBRE EL ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Sumario. 1. Introducción. 2. La génesis del amparo. 3. El tránsito del amparo hasta la Constitución de 1957. 6. La Constitución de 1917 y la figura del amparo. 7. El conflicto de competencias entre los Juzgados de Distrito y los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados 8. Conclusiones.

1. INTRODUCCION.

Recientemente ha surgido en México una corriente de pensamiento que intenta recuperar el más profundo sentido federalista de nación y contagiarlo a todos los actores del escenario político; tal vez, como respuesta al marasmo que vivió México durante casi todo el siglo pasado, momento histórico que mucho le aportó pero que también mucho le costó sobre todo al sistema judicial, en especial al de los Estados; así que dentro de esta dinámica, que no puedo más que festejar, la reforma del Poder Judicial es, inexorablemente, la piedra angular del proyecto integral de Reforma del Estado, no por el hecho aparentemente simple de ser el garante de los derechos de los ciudadanos sino porque sobre este pilar del Estado mexicano se asientan y se reflejan, como en ninguna otra institución, los golpes que perfilaron la forma magnífica del México vigoroso de este siglo.

El presente trabajo está divido en siete partes que revisan la génesis del amparo; él transita del amparo hasta la Constitución de 1957; la Constitución de 1917 y la figura del amparo; el conflicto de competencias entre los Juzgados de Distrito y los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; y, finalmente, algunas conclusiones.

Bajo este diseño, pudiera pensarse que este es un trabajo sobre la figura del Amparo; sin embargo, no hay nada más alejado de la realidad, puesto que lo que en verdad se plantea este esfuerzo es, por una parte, probar que la aspiración del ascenso de los Tribunales Superiores de Justicia a Cortes Supremas en realidad no debiera entenderse como un ascenso sino como un retorno de facultades; y, por otra, es que este retorno no podrá hacerse sin antes trastocar el statu quo del sistema judicial mexicano que tiene en el amparo su eje fundamental más, sin embargo, este transitar se puede iniciar a través de la modificación de algunos artículos de la Constitución actual y en la nueva Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que plantearían la facultad a los Tribunales Superiores de Justicia de reconvertirse en Tribunales de Constitucionalidad como otrora lo fueron.

De esta manera, queda claro que lo que este trabajo cuestiona no es el amparo mismo sino la facultad de amparar de uno y de otros y cómo este conflicto de jurisdicciones ha retrasado la evolución de la justicia estatal y por ende de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados.

En este sentido, debo aclarar que este trabajo no ambiciona, de ninguna manera, ser un tratado de erudición ni de desatino sino un punto de referencia para quienes, como yo, compartimos la sana ambición de acercar el anhelo de justicia y ofrecer luces al futuro de una institución que dignifica, prestigia y enorgullece a los juristas mexicanos.

Claro, este trabajo se plantea muchos problemas, incluso metodológicos, pero el oriente es suficientemente valioso, tanto que la sola complejidad del mismo se convierte en un acicate y no en un escollo.

2. LA GÉNESIS DEL AMPARO.

La génesis del Amparo como sistema protector constitucional, lo sabemos todos, está en el proyecto de la Constitución Yucateca de 1841 que hiciera D. Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, no en vano recibe el nombre del "Padre del Amparo", que, sin lugar a dudas, es uno de los más grandes aportes en materia de Derecho Constitucional de toda la historia de la ciencia jurídica.

Rejón al establecer el Amparo en la Constitución Yucateca del 41 no pretendió crear un recurso, como ahora se concibe, sino un juicio que sirviera de mecanismo controlador o conservador del régimen Constitucional y que fuera ejercido por la Corte Suprema de Justicia del Estado de Yucatán. Dicha previsión estaba establecida en su artículo 62 párrafo 1° de la siguiente manera.

Artículo 62. Corresponde a este tribunal reunido:

1°. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarias al texto literal de la Constitución, o contra las providencias del gobernador, cuando en ellas se hubiese infringido el código fundamental en los términos expresados, limitándose en ambos casos, a reparar el agravio en la parte en que la Constitución hubiese sido violada. 

Claro está, el sistema propuesto por Rejón en la Constitución Yucateca pretendía el establecimiento de un mecanismo que sirviera a su vez de protección para los ciudadanos y de control del poder, este mecanismo se podía aplicar como un sistema de control:

· De la constitucionalidad ("...contra leyes y decretos..."); 

· De legalidad; y 

· De protección de las garantías individuales. 

Estos mecanismos no ambicionaban más que acercar el ideal de justicia pronta y expedita, esto queda de manifiesto en el artículo 63 del proyecto de Constitución Yucateca que redactara Rejón y que establecía en el artículo 63 lo siguiente:

"Artículo 63. ...los jueces de primera instancia ampararán en el goce los derechos garantizados por el artículo anterior, a los que le pidan su protección contra cualesquiera funcionarios que no correspondan al orden judicial decidiendo breve y sumariamente las cuestiones que se susciten sobre los asuntos indicados."

Sin embargo, lo que nos interesa evidenciar en este trabajo no es si el espíritu que inspiró a Rejón fue el de la inmediatez sino que en su conceptualización primigenia el Tribunal yucateco, posteriormente el campechano, se instituyó con la calidad de órgano de Constitucionalidad, calidad que después fue arrebatada a los Estados bajo diversos argumentos que nunca fueron cuestionados hasta ahora.

En principio, este hecho se me antoja un poco irónico, es decir, hace más de cien años el amparo se concibió como una facultad de los Estados, sobre la base de que éstos estarían en mejores condiciones de materializar con mayor certeza el principio de prontitud de la justicia, y, ahora, cuando el federalismo no es más un fantasma de la secesión o el divisionismo, la federación se niega a restituir la calidad de verdaderos tribunales de constitucionalidad a los poderes judiciales de las entidades federativas negando con ello, también, su mayoría de edad y estableciendo un dique que sólo devalúa la justicia de los Estados. Este, en definitiva, es un discurso inaceptable a estas alturas de la historia.

Al margen de lo anterior, es interesante destacar la adelantada visión y lo vigente del pensamiento rejoneano, máxime si te toma en cuenta la problemática que México enfrenta hoy con relación a la inseguridad, la delincuencia, el desempleo y la pobreza, problemática que tiene efecto directo en las patologías sociales de nuestro tiempo, por lo mismo, se requiere soluciones que se ajusten más al modelo cultural de regiones o de un auténtico federalismo, en donde los Tribunales Superiores de Justicia juegan un papel preeminente.

3. EL TRANSITO DEL AMPARO HASTA LA CONSTITUCIÓN DE 1957.

La capacidad de amparar contra leyes o el establecimiento de mecanismos de control de constitucionalidad tienen un registro constante en la historia jurídica mexicana, eso sí, con ligeros sobresaltos a lo largo del período comprendido entre 1824 y 1857; etapa durante la cual el amparo mexicano adquirió, en gran medida, su condición actual.

No obstante el amparo como tal tiene su génesis el 23 de diciembre de 1840 cuando Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, Pedro C. Pérez y Darío Escalante presentaron ante el Congreso de Yucatán un proyecto de constitución que fue aprobado sin grandes modificaciones. En dicha Constitución se establecieron dos sistemas para declarar la inconstitucionalidad de las leyes:

Por medio del "Amparo"; y

Por medio del "Control difuso".

Empero, el amparo tuvo antecedentes interesantes que fueron, indubitablemente, marcando pautas a seguir y que no podemos escusar de este repaso, especialmente porque algunos de ellos eran facultad expresa de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, tal es el caso del "Recuso de Nulidad" o de "Casación". 

Este recurso se aplicó bajo las reglas de la Constitución de Cádiz hasta 1824; no obstante, en algunos casos se siguió aplicando la Constitución de Cádiz supletoriamente. Posteriormente, las Siete Leyes de 1836 volvieron a establecerlo expresamente en el punto 37 y 38 de la Quinta Ley. Lo mismo se estableció en la "Ley Sobre Arreglo Provisional de la Administración de Justicia en los Tribunales y Juzgados del Fuero Común" de mayo de 1837 en su artículo 141.

Al restaurarse el régimen federal en 1846, el recurso de nulidad quedó en la esfera de competencia de los estados de la República y lo conocían los Tribunales Superiores. La Suprema Corte de Justicia fue competente para conocer en los casos habidos en el Distrito Federal y Territorios Federales.

A partir de la publicación de las Actas de Reformas de mayo de 1847 los ciudadanos mexicanos principiaron a promover juicios de amparo puesto que era indispensable contar con un instrumento protector de los derechos humanos ya que en aquella época estos derechos no eran tutelados o tutelados con cierta insuficiencia. Los primeros amparos promovidos no fueron sobre la libertad física, la mayoría fueron de carácter administrativo.

El Acta de Reformas estableció un sistema dual para revisar la constitucionalidad de las leyes denominada la "Fórmula Otero". Por una parte, se podía reclamar mediante el juicio de amparo ante el Poder Judicial la inconstitucionalidad de una ley, en cuyo caso la sentencia sólo se ocuparía del caso particular, sin hacer una declaratoria general; y, por otra parte, establecía también un sistema político de revisión de constitucionalidad a través del "Reclamo", con intervención del Poder Judicial pero a petición de funcionarios de los otros poderes.

Empero, lo trascendente de este mecanismo es el hecho de que en algún momento se consideró a los tribunales capaces de aplicar esta "fórmula", situación que provocó ríspidas discusiones entre el Fiscal de la Corte y la Corte porque permitía la participación de los Estados en asuntos tan delicados como los Tratados Internacionales. 

El artículo 5 del Acta de Reformas sometía a una ley constitucional la reglamentación del juicio de amparo, que no se expidió sino hasta 1861.

Sin embargo, durante esta etapa se presentaron tres proyectos: El primero, en enero de 1949 a cargo de los Senadores Robledo, Ibarra y Otero; el segundo, en febrero de 1849 del diputado Vicente Romero; y, el tercero, en febrero de 1852 de D. José Urbano Fonseca.

Referencio estos tres proyectos porque es aquí donde se inicia la discusión sobre la conveniencia de que los Tribunales de los Estados puedan tener la capacidad de otorgar el Amparo, incluso como instancias de control de constitucionalidad; puesto que a pesar de que sendos artículos de estos proyectos lo consideraban como, por ejemplo, el artículo 12 del proyecto de Fonseca que decía: 

"Artículo 12. El efecto de la protección impartida es que la ley, decreto o medida contra que se ha interpuesto el recurso se tenga como no existente respecto de la persona en cuyo favor haya pronunciado el Tribunal."

Esto provocó fuertes reacciones de los grupos conservadores encabezados por Otero a quien el diputado Romero contestó, al discutirse el voto particular de Otero, lo siguiente:

"Las constituciones a paso acelerado llevan el sello de la violencia y si se deja para después lo que es de hoy, no puedo decir el peso que esto deja a los legisladores. Todo se deja al provenir y esto no es construir a la nación."

Sobre este tema es interesante señalar que el proyecto presentado por Otero postreramente se convirtió en la base del catálogo de derechos del hombre consignado en el Estatuto Orgánico Provisional de la República Mexicana, promulgado por Comonfort en 1856, que a su vez fu el antecedente que apareciera en la Constitución de 1857.

Posteriormente aparecieron algunos esfuerzos que tuvieron significativos aportes a este transitar del amparo de su connotación eminentemente local a su exclusividad federal y de donde podemos destacar, principalmente, la Ley Juárez de 23 de noviembre de 1855.

Este documento establecía básicamente la estructura, conformación y competencias de la nueva Suprema Corte a la cual dividía en tres salas: La primera unitaria; la segunda, la Sala por tres ministros; y, la tercera por cinco ministros.

Sin embargo, lo que nos interesa es que en este momento todavía se otorgaba a los Estados cierta autonomía que con el tiempo fuimos perdiendo; por ello considero reproducir las palabras de Blas José Gutiérrez cuando se refiere a la relación que establece esta ley para la Suprema Corte y los Tribunales Superiores.

"La Suprema Corte dejaba de conocer de los negocios del Distrito y Territorios en calidad de audiencia, o sea, como tribunal de apelación, pues para atender esta labor se creó el Tribunal Superior del Distrito. Sin embargo, era competente en las causas de responsabilidad del gobernador del Distrito, de los magistrados del Tribunal Superior y de los jefes políticos de los territorios."

De acuerdo con la Ley Juárez los Tribunales Superiores de Distrito, antecedente los actuales Tribunales Superiores de Justicia, se integraban por cinco magistrados y dos fiscales divididos en tres salas: Dos unitarias y una de tres magistrados que conocían de la tercera instancia. La competencia de estos tribunales era la de resolver todos los asuntos civiles y criminales del Distrito y, los más importante, en los mismos grados que lo hacía la Suprema Corte.

Finalmente, la Constitución de 1957 después de haber considerado a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados como entes capaces de conocer en tercera instancia y como órganos del control de constitucionalidad elimina definitivamente esta capacidad y consolida la capacidad de la Suprema Corte de Justicia de la Nación básicamente en dos vías:

· Distinguir entre la jurisdicción ordinaria de los tribunales federales y la extraordinaria de amparo; y 

· Consolidar el amparo como sistema de control de la constitucionalidad en el artículo 102. 

Tal como lo expresa el artículo 102 que a continuación cito:

"Toda controversia que se suscite por leyes o catos de cualquier autoridad que violaren las garantías individuales, o de la federación que vulneren la soberanía de los estados, o de éstos cuando invadan la esfera de la autoridad federal, se resuelve, a petición de la parte agraviada, por medio de una sentencia y de procedimientos y formas del orden jurídico, ya por los tribunales de la federación exclusivamente, ya por éstos juntamente con los Estados, según los diferentes casos que establezca la ley orgánica; pero siempre de manera que la sentencia no se ocupe sino de individuos particulares y se limite a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que se verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acato que la motivare. En todos estos casos los tribunales de la federación procederán con la garantía de un jurado compuesto de vecinos del distrito respectivo, cuyo jurado calificará el hecho de la manera que disponga la Ley Orgánica. Exceptuándose solamente las diferencias propiamente contenciosas en que puede ser parte para litigar los derechos civiles un Estado contra otro de la federación, o ésta contra alguno de aquellos, en los que fallará la Suprema Corte según los procedimientos del orden común."

Dicho artículo que sentencia a los Tribunales Superiores de Justicia a estar incluso por debajo de los jueces de menor jerarquía de la Suprema Corte se fundamentó en el argumento del diputado Moreno que a continuación cito:

"Es necesario que los ciudadanos de los Estados, que lo son de la República, encuentren amparo en la autoridad federal contra las autoridades de los mismos Estados cuando atropellen las garantías individuales o violen la Constitución." 

No obstante lo anterior y lo que significó para los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, la fusión de las viejas prácticas, lógicas reminiscencias del sistema español que se extendieron a través de la Constitución de Cádiz, y la innovación que supuso el amparo era inevitable. Desde esta perspectiva es dable considerar que el juicio de Amparo, creado por los liberales mexicanos a mediados del siglo XIX, no podía plantearse como un ente ajeno a toda la movilización social e ideológica que significó el período que englobó la independencia mexicana y los años del centralismo. En estas condiciones el Amparo venía, pues, a llenar los vacíos del antiguo derecho europeo, especialmente en lo tocante al sistema de protección de los derechos de los ciudadanos y como instrumento de control de constitucionalidad local, competencia que fuera responsabilidad de los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados en sus inicios y que considero debe restituirse como primer paso para la reforma integral del Estado y con miras a establecer un verdadero federalismo.

6. LA CONSTITUCIÓN DE 1917 Y LA FIGURA DEL AMPARO.

La discusión sobre la conveniencia de que los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados tuvieran la capacidad de amparar a sus ciudadanos sobre la constitucionalidad de las leyes emitidas por los poderes legislativos de sus entidades fue, desde sus orígenes, un tema ríspido para los constituyentes de Querétaro de 1917.
Por lo mismo, es menester iniciar este apartado con la revisión del voto Particular del Diputado Heriberto Jara sobre el Artículo 107 del Proyecto de Reformas extraído del diario de debates de los artículos 103 y 107 en el Congreso Constituyente de 1917, en sesión celebrada en la tarde del 22 de enero de 1917 en la cual a la letra dice:

"Ciudadanos Diputados:

Una diferencia de apreciación sobre el papel de amparo garantizador de los derechos del hombre, ha ocasionado este voto particular sobre el artículo 107 del proyecto que reglamenta los casos de procedencia de aquel juicio.

A reserva de ampliar nuestros razonamientos en la discusión del artículo expondremos sucintamente nuestra manera de ver:

I. En las reglas del artículo 107 del proyecto se establece el amparo contra sentencias definitivas pronunciadas en juicios civiles y juicios penales. Esto nulifica completamente la administración de justicia de los tribunales común de los Estados, porque la sentencia pronunciada por éstos será atacada ante la Corte mediante el amparo; y sea que este alto tribunal confirme o revoque aquel fallo, tendrá el derecho de revisión sobre la justicia local, produciendo el desprestigio de ésta.

II. Los Estados, por sus tribunales, deben sentenciar definitivamente los litigios y las causas criminales de los habitantes a su soberanía y no dejar nunca su justicia en manos ajenas, porque resulta curioso que un Estado que se llama soberano pueda impartir justicia.

III. La Constitución de 1824 tenía un principio que parece estar de sobra en una república federal, pero hoy sirve para demostrar lo que debe ser la justicia en un Estado. Este artículo dice así: "Artículo 160 – El poder judicial de cada estado se ejercerá por los tribunales que establezca o designe la Constitución; y todas las causas civiles o criminales que pertenezcan al conocimiento de estos tribunales serán fenecidas en ellas hasta la última sentencia."

IV. No es un vano temor el de que con el sistema del artículo 107 del proyecto se nulifique la justicia local, es un hecho de experiencia que ningún litigante se conforme con la última sentencia del tribunal de un Estado y que acude siempre a la corte. De ahí ha venido la poca confianza que se tiene a la justicia local, el poco respeto que litigantes de mala fe tienen para ella y la falta bien sentida de tribunales regionales prestigiados. Y en efecto; en el más alto tribunal de un Estado nunca hay sentencias como definitivas, y así los juicios, en realidad tienen cuatro instancias: la primera, la segunda, la súplica y el amparo.

Estas consideraciones y el afán de establecer de una manera sólida la infranqueable local han obligado a los subscriptos miembros de la comisión a formular el presente voto, proponiendo a la aprobación de esta honorable asamblea el artículo 107 en los términos siguientes:

Artículo 107. Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirá a petición de la parte agraviada por medio de procedimientos y formas del orden jurídico que determinará una ley. La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto a la ley o acto que la motivare." 

Como podemos distinguir, el Diputado Jara hace una defensa extraordinaria sobre lo indispensable de que la justicia o el amparo de la justicia no se retire a los Estados pues este tipo de actos "...nulifica completamente la administración de justicia de los tribunales común de los Estados, por que la sentencia pronunciada por estos será atacada ante la Corte mediante el amparo; y sea que este alto tribunal confirme o revoque aquel fallo, tendrá el derecho de revisión sobre la justicia local, produciendo el desprestigio de ésta." Por la misma razón, consideramos que no es pertinente que se continúe aplicando el criterio desprestigiador de la justicia local.

No obstante lo anterior, es básico destaca el punto IV de este voto particular en el cual el Diputado Jara explica los efectos que tendría en los postulantes una disposición contraria a los Tribunales Superiores de Justicia en el proyecto que se presentó sobre el artículo 107.

En este sentido, el maestro Fix Zamudio expresa en apoyo a esta postura que el control de constitucionalidad en nuestro ordenamiento jurídico ha experimentado cambios sustanciales, por medio de los cuales se ha actualizado; sin embargo, es evidente que el retorno de la capacidad de revisar la constitucionalidad de las leyes locales a los Tribunales Superiores de Justicia sigue siendo una asignatura pendiente en la Constitución de 1917.

Recientemente, la discusión sobre este retorno de facultades ha sido reavivada por los propios Tribunales Superiores de Justicia, en donde el planteamiento se ha establecido en el sentido ya no de que se retornen determinadas facultades, como la que nos ocupa, sino a convertirlos en Supremas Cortes Estatales, tal es el caso de la opinión del Magistrado Jorge Romero Zazueta, Magistrado Presidente del Supremo Tribunal del Estado de Sinaloa.

Sobre el particular, Karl Loewenstein señala que "Las reformas constitucionales son absolutamente imprescindibles como adaptaciones a la dinámica constitucional a las condiciones sociales en constante cambio; pero cada una de ellas es una intervención, una operación, en un organismo viviente, y debe ser solamente efectuada con gran cuidado y reserva"; como podemos ver, es evidente que las reformas constitucionales deben tener un sentido de adaptación a las condiciones sociales, por ello la reforma a este contrasentido de negar a los Estados una capacidad arrebatada en la Constitución de 1917 es incomprensible en nuestro tiempo donde el discurso de reforma del Estado es inminente.

No obstante, hoy día los temores que dieron origen a esta postura constitucional se han disipado plenamente con el transcurrir de los años, independientemente de que, como dijera Bourdeau Georges, "...si el Estado es poder, no es el único poder que existe en la colectividad. Hay en ella una pluralidad de representaciones de orden deseable y, por consiguiente, una multiplicidad de poderes.".

7. EL CONFLICTO HISTORICO DE COMPETENCIAS ENTRE LOS JUZGADOS DE DISTRITO Y LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS.

El verdadero talón de Aquiles de esta postura, no somos ajenos a ello, está en el conflicto que se suscitaría entre los Juzgados de Distrito y los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; empero, es sintomático el hecho de que Rejón en el proyecto original estableció sobre el Amparo en la Constitución Yucateca del 41 no pretendió crear un recurso, como ahora se concibe, sino un juicio que sirviera de mecanismo controlador o conservador del régimen Constitucional y que fuera ejercido por la Corte Suprema de Justicia del Estado de Yucatán. Dicha previsión estaba establecida en su artículo 62 párrafo 1° de la siguiente manera.

Artículo 62.- Corresponde a este tribunal reunido:

1°. Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarias al texto literal de la Constitución, o contra las providencias del gobernador, cuando en ellas se hubiese infringido el código fundamental en los términos expresados, limitándose en ambos casos, a reparar el agravio en la parte en que la Constitución hubiese sido violada. 

Así mismo, resulta extraño que en la Ley Juárez se otorgaba a los Estados cierta autonomía que con el tiempo fuimos perdiendo; tal y como lo expresa Blas José Gutiérrez cuando se refiere a la relación que establece esta ley para la Suprema Corte y los Tribunales Superiores.

"La Suprema Corte dejaba de conocer de los negocios del Distrito y Territorios en calidad de audiencia, o sea, como tribunal de apelación, pues para atender esta labor se creó el Tribunal Superior del Distrito. Sin embargo, era competente en las causas de responsabilidad del gobernador del Distrito, de los magistrados del Tribunal Superior y de los jefes políticos de los territorios."

Ahora, en el proyecto que se nos presenta y motivo que nos reúne aquí, se repiten los contrasentidos de ese federalismo que nunca acaba de definirse y que sitúa a los Tribunales de los Estados en una condición de inferioridad que no debe de ser; tal es el caso del artículo 31 que considera a los Tribunales Superiores de Justicia cómo órganos competentes para conocer del juicio de amparo, cito textualmente:

Artículo 31. Son competentes para conocer del juicio de amparo: 

I. ... II. ...III. ... IV. ...; y 

V. Los órganos jurisdiccionales de los poderes judiciales de los estados y del Distrito Federal, en los casos previstos por esta ley.

No obstante, en todo el cuerpo de este proyecto normativo no se esclarece de qué manera serán competentes para conocer del juicio de amparo; ahora, si en realidad se está dejando entreabierta la puerta para en un futuro establecer esto como una facultad de los Estados, dejemos las simulaciones o los candados para otros instrumentos normativos y no para este que es el pilar fundamental del Estado de Derecho.

Así pues, busquemos la manera de armonizar nuestro sistema de impartición de justicia en beneficio de todos, puesto que es innegable que la distribución territorial del poder político, es decir, el establecimiento de un Estado compuesto o federal en el que medie un reconocimiento constitucional de poder político a los entes territoriales que integran el Estado, debe tener consecuencias no sólo en la consecuente configuración de los poderes Ejecutivo y Legislativo sino, también, en el poder judicial.

8. CONCLUSIONES.

Por ello, es de concluirse:

PRIMERO. Es preciso, en aras de un verdadero sistema de impartición de justicia, retornar a los Estados la capacidad de Revisar la Constitucionalidad de las leyes emitidas por los Congresos Locales.

SEGUNDO. Es indispensable revisar a fondo la arquitectura legislativa del proyecto de la nueva Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que esta establezca la posibilidad de que los Tribunales Superiores de Justicia de reconvertirse en Tribunales de Constitucionalidad como otrora lo fueron.

TERCERO. Para la Constitución de los Tribunales Estatales como órganos de constitucionalidad y de amparo directo en contra de actos de las autoridades locales que violen la garantía de legalidad en el cumplimiento y aplicación de las leyes de las Entidades federativas, se proponen las siguientes reformas:

I. La adición de un párrafo final al artículo 103 Constitucional con el siguiente contenido:

Los Tribunales de los Estados resolverán las controversias que se susciten por actos de las autoridades locales que violen la garantía de legalidad en el cumplimiento y aplicación de las Leyes de las propias Entidades Federativas.

II. La reforma al artículo 107 de la Constitución, a fin de que se transfiera a los Tribunales de Amparo Estatales la competencia que actualmente atribuye la Constitución a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los Juzgados de Distrito para conocer de los negocios en materia común.

Se propone la adición de la fracción XVIII al artículo 107 Constitucional en el siguiente sentido:

La competencia que este artículo atribuye a los Tribunales Colegiados de Circuito y a los Jueces de Distrito para conocer del amparo por violación a la garantía de legalidad por autoridades federales en la aplicación y cumplimiento de leyes de este fuero, será la misma que tengan los Tribunales Estatales para conocer en amparo directo de la violación de dicha garantía por las autoridades locales en la aplicación y cumplimiento de sus propias leyes.

Se exceptúa lo dispuesto en el inciso c) de la fracción III del artículo 107.

III. No se considera necesaria la reforma del artículo 116 de la Constitución Federal, porque el primer párrafo de su fracción III, permite que, mediante la reforma correspondiente a las Constituciones particulares de cada Estado, se establezcan los Tribunales de Amparo Locales.

FERNANDO ORTEGA BERNES
Barra de Licenciados en Derecho de Campeche, A.C.

Campeche, Cam, 18 de octubre de 2000.

PONENCIAS SOBRE: “PROPUESTAS DE MODIFICACIONES Y ADECUACIONES AL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN política DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.

Muy buenas tardes, Ministros, Magistrados;

Distinguida concurrencia:

Permítanme antes que nada, darles mi saludo sincero y respetuoso en nombre de “La Barra de Licenciados en Derecho de Campeche, A. C.” y agradecer en especial la atención que nos brinda el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal y al Magistrado Jorge Winter García, Coordinador General de Magistrados y Jueces del XIV Circuito del Poder Judicial de la Federación, al distinguirnos con esta invitación de participar en tan importante evento para los abogados campechanos.

Cumplida esta formalidad, la oportunidad que este Congreso Nacional de Juristas nos brinda a través del Poder Judicial de la Federación para analizar el proyecto de una nueva Ley de Amparo y en el entendido previo que no es el lugar para exponer tratados que sólo evidencien, erudición y desatino; reunidos aquí, hago mi mejor esfuerzo para exponer para su análisis algunos pormenores sobre la propuesta del proyecto que nos ocupa con el fin de que estas sencillas, pero no menos importantes reflexiones, sean tomadas en consideración al momento de presentar el Proyecto definitivo que refleje el destino de una institución digna y acorde con el México que hoy vivimos.

Expongo:

El Amparo Constitucional como medio de protección ciudadana, es una importante institución jurídica de protección de los derechos fundamentales considerados en nuestra Carta Magna, mismo que deben y tienen que ser respetados por el gobierno y como es bien sabido, a Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá es a quien debemos la introducción a la vida jurídica mexicana de esta institución de protección integral creada para la democracia.

Este primer paso fue el inicio de un sistema de control constitucional por un órgano jurisdiccional creado en México y en América Latina; Años más tarde es Don Mariano Otero quien federaliza el amparo en nuestro país y crea el Juicio de Amparo como un medio de control constitucional, órgano jurisdiccional y un medio de control de leyes por órgano político convirtiéndose así, esta institución como un medio de control mixto. Es así que desde 1917, se arraigó en la consciencia del pueblo mexicano como el instrumento más idóneo para garantizar la libertad y los derechos del hombre.

En consideración a los integrantes de la Comisión designada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que dio  como resultado el Proyecto de la Ley de Amparo, reconozco el gran esfuerzo desplegado por su participación y excelencia jurídica en la que impregnaron toda su sapiencia jurídica dando como resultado este trabajo, por lo que solo me resta hacer las siguientes observaciones:

1ª.- En el título primero, reglas generales, capítulo cuarto, del proyecto de la Ley de Amparo que se somete a consideración, se encuentra incluido el artículo 25 del cual se propone se le suprima el inciso d), que a la letra dice: las sentencias que no fueren pronunciadas en la fecha de celebración de la audiencia constitucional…

Esta opinión versa en el sentido de que los jueces de distrito hacen caso omiso a lo establecido en el párrafo primero del artículo 155 de la Ley de Amparo vigente, dictan sentencia en los juicios de amparo que se someten a su jurisdicción pasados 4 o 5 meses de la celebración de la audiencia constitucional, luego entonces el inciso d) del artículo que nos ocupa en este proyecto, contradice el numeral antes señalado (155) y con esta propuesta al parecer vislumbra legitimar los retrasos de los jueces de distrito, en el cumplimiento de su obligación en el dictado de las sentencias que corresponda en el juicio de amparo y que desde luego esta disposición que se contempla en el proyecto de ley es contrario al espíritu del artículo 17 constitucional.

2ª.- El título segundo del capítulo primero, el amparo indirecto, sección segunda, substanciación, se encuentra incluido el artículo 122 en el cual se propone que en forma específica se señale el plazo o término dentro del cual los jueces de distrito tienen que firma sentencia que corresponda (5, 10 ó 15 días) no podemos dejar de señalar que las cuestiones procesales son de orden público, por ende el Estado tiene la obligación de proveer lo necesario para su estricta  observancia, por ello si se sigue permitiendo que los jueces de distrito dicten las sentencias en el tiempo que a su voluntad convenga, es tanto como continuar desnaturalizando el juicio de amparo y en consecuencia se hacen nugatorios sus efectos en perjuicio de los gobernados, por lo que se propone la siguiente redacción:

Artículo 122.- Las partes…, acto seguido citará a las partes para pronunciar sentencia dentro del término de 10 días.

3ª.- Amparo indirecto –suspensión del acto reclamado- materia penal (título segundo –sección tercera-  segunda parte), ésta no establece un sistema equilibrado que permita que dicha mediada cautelar (suspensión) cumpla cabalmente con su finalidad protectora.

Sabido es que el efecto de la resolución que concede la suspensión del acto que se reclama, consiste en que se mantengan las cosas en el estado que guardan al notificarse a la responsable la suspensión decretada, en relación a la ejecución del acto y a los efectos que cause el mismo.

Y también, que el objeto de la misma resolución que concede la suspensión del acto que se reclama, consiste: a). Conservar la materia del juicio de amparo, y b). Evitar al quejoso los daños y perjuicios de imposible o difícil reparación que se le ocasionarían con la ejecución del acto reclamado o con los efectos que el mismo causase.

Ignacio Burgoa ha dicho, que la suspensión del acto reclamado es la institución que dentro de nuestro juicio de amparo reviste una importancia trascendental, a tal grado que, en muchas ocasiones, sin ella nuestro medio de control (el juicio de amparo) sería nugatorio e ineficaz.

Considero que el individuo que tiene necesidad de ocurrir ante los tribunales federales en materia de amparo, reclamando una orden de aprehensión y detención dictada en un procedimiento de orden penal, ya no pude gozar del efecto primordial que debe de producir una resolución en que se concede la suspensión de ese acto, o sea, de que no sea privado de su libertad, hasta en tanto no se resuelva sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de esa órden de captura; independientemente de que ya no puede pretender conservar la materia del juicio de amparo, ni evitar los daños y perjuicios que le causan al ponerse a disposición del juez que libró esa orden de aprehensión y detención, para la continuación del procedimiento judicial penal; dado que de acuerdo con la legislación de amparo actual, es requisito, para la procedencia de la suspensión del acto reclamado, que el quejoso se ponga a disposición de la autoridad judicial penal, para la continuación del procedimiento penal (artículos 123, 124 bis, 130, de la Ley de Amparo); provocándose de esta forma, que al cambiar la situación jurídica del quejoso, en el procedimiento penal, o sea, al sujetársele, en su caso, a formal prisión o formal procesamiento, por el delito o delitos imputados, debe decretarse el sobreseimiento del juicio de amparo promovido en contra de esa órden de aprehensión (artículos 73 Fracción X, 74 Fracciones III y IV de la Ley de Amparo).- Apreciándose así, que todo individuo que reclama una orden de aprehensión y detención dictada por autoridad judicial, no puede gozar de los efectos, ni del objeto, de la suspensión en el juicio de amparo, ya que por solicitar la misma, no se evita los daños y perjuicios que le causa un procedimiento penal, aunque sea en su fase inicial, ni puede conservar la materia del amparo.

De acuerdo con la Ley de Amparo vigente (artículo 73 fracción X), es caso de improcedencia, y, por ende, de sobreseimiento del juicio de amparo cuando por virtud de la nueva situación jurídica (del quejoso), se consideren consumadas en forma irreparable las violaciones reclamadas; pero cuando por vía de amparo indirecto, se reclamen violaciones a los artículos 19 o 20 de la Constitución General de la República, solamente la sentencia de primera instancia hará que se consideren irreparablemente consumadas las violaciones; o sea, de acuerdo con la legislación de amparo vigente, solamente la sentencia definitiva dictada en un procedimiento penal, haría que se considérese consumado el acto reclamado en un juicio de amparo directo en que se queja un individuo en contra de un auto de formal prisión o de que no se respeten sus garantías durante un proceso penal; ya que  esa sentencia definitiva provocaría el sobreseimiento, por improcedencia, de ese juicio de amparo.- Siendo que el artículo 73 Fracción X, de la Ley de Amparo vigente, permite que el individuo pueda gozar del derecho de conservar la materia del juicio de amparo indirecto que promueve en contra de un auto de formal prisión o en contra de una viuolación a sus garantías dentro del proceso penal, ya que en ese dispositivo se establece que la autoridad judicial que conoce del proceso penal, en esos casos, suspenderá el procedimiento, por lo que toca al quejoso, una vez, cerrada la instrucción.

Pero, con las propuestas de reformas, ya el individuo no tendrá derecho a gozar de los efectos y del objeto que se espera que debe producir la suspensión del acto reclamado, en el juicio de amparo indirecto que promueva en contra de un auto de formal prisión o de una violación a sus garantías dentro del proceso penal, como acontece en la actualidad con el amparo que se promueve en contra de una orden de aprehensión dictada en un procedimiento penal; puesto que, de acuerdo con esas reformas que se proponen (artículo 59 Fracción III) el juicio de amparo será improcedente, contra todos los actos emanados de un procedimiento judicial (ordenes de aprehensión, autos de formal prisión, violaciones a garantías procesales, etc.), cuando por virtud del cambio de situación jurídica, deban considerarse consumadas irreparablemente las violaciones reclamadas; dado que no se establecen excepciones a esa disposición legal.

De acuerdo con la vigente Ley de Amparo, (artículo 136), en caso de consistir el acto reclamado en “detención del quejoso efectuada por el Ministerio Público”, la suspensión se concederá, y desde luego, “se pondrá en inmediata libertad”, al quejoso, si el informe previo (que se rinde dentro del término de 24 horas)  no se acredita (con las constancias de la averiguación previa) la “flagrancia” o la “urgencia”, o si dicho informe no se rinde en el término de 24 horas.- Así también, de acuerdo con dicho precepto legal, en caso de existir “flagrancia” o “urgencia”, se “prevendrá” al Ministerio Público, para que el quejoso sea puesto en libertad o se le consigne dentro del término de 48 horas o 96 horas, según sea el caso, a partir de su detención.

De acuerdo con las modificaciones que se proponen, para reformar dicha ley de Amparo, artículo 163, cuando el acto reclamado afecte la libertad personal del quejoso y se encuentre a disposición del ministerio público por cumplimiento de “orden de detención”, “o retención” “o por cualquier causa”(o sea, cuando se reclame detención del quejoso efectuada por el Ministerio Público), la suspensión se concederá para que cese la detención del quejoso o sea consignado ante la autoridad judicial, dentro del término de 48 horas o 96 horas, según sea el caso, a partir de su detención.

Pudiéndose observa que, de acuerdo con dichas modificaciones que se proponen, aún en el caso de que la “detención”, “retención” (o el nombre que se le quiera dar) sea contraria al espíritu del artículo 16 de la Constitución General de la República, o sea, aún en el caso de que esa detención no cumpla con los más elementales requisitos constitucionales, la suspensión que se dicte en el juicio de amparo que se promueva reclamando la detención, solo tendrá el efecto de que cese la detención del quejoso o sea consignado ante la autoridad judicial, dentro del término de 48 horas o 96 horas, según sea el caso, a partir de su detención.- Ya no se contemplará en la Ley de Amparo, el derecho que tiene una persona de ser puesto en inmediata libertad, como efecto de la suspensión, cuando reclame una detención arbitraria y de las constancias de la averiguación previa que remita la autoridad responsable, no se pueda acreditar que haya sido detenido sin que existiera flagrancia o urgencia.

Por ende, estimo que con la modificación que se propone en ese sentido, en el Proyecto de la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el individuo que reclame una “detención” o “retención” ( o el nombre que se le quiera dar) por parte del Ministerio Público, con el pedimento de otorgamiento de la suspensión de ese acto dicho individuo, aún en el caso, de haber sido detenido fuera de los casos de flagarancia y urgencia, y aún y cuando, de que el Ministerio Público no pueda acreditar que existe algún indicio en su contra que acredite responsabilidad penal de su parte, no podrá obtener su libertad inmediata, no obstante habérsele otorgado la suspensión del acto, sino que deberá de esperar cuando menos 48 horas, a pesar de haber ocurrido ante el más alto Tribunal, quien de acuerdo con aquellos dispositivos constitucionales tiene la obligación de velar por el respeto de las garantías individuales, entre éstas el derecho que tenemos de no ser privados de la libertad, de acuerdo con el artículo 16 de la misma Constitución.

Las propuestas de modificaciones en el rubro de suspensión del acto reclamado, en el Proyecto de esta nueva Ley de Amparo, impedirán, de manera definitiva, que los individuos podamos gozar de los efectos y objeto que debe de producir esa suspensión en los juicios de amparo indirecto en materia penal.- Por lo que considero indispensable, que esas reformas no sean aceptadas, sino que se legisle en el sentido de que la suspensión en los juicios de amparo indirecto, debe de estar encaminada a conservar la materia del juicio de amparo y el respeto de las garantías individuales de los quejosos, en este caso, el respeto a su libertad personal; y, por ello, que se establezca lo siguiente:

a) Que los cambios de situación jurídica de los quejosos, en los procedimientos penales de donde emanan los actos reclamados, no serán causa de improcedencia del juicio de amparo que promuevan. 

b) Que los quejosos que reclamen una orden de aprehensión y detención dictada por autoridad judicial, no tendrán la obligación de ponerse a disposición del juez natural, para poder gozar de los efectos de la suspensión concedida en los juicios de amparo respectivos; 

c) Que es efecto de la suspensión que se concede en los juicios de amparo promovidos en contra de detenciones, retenciones, o como quiera llamárseles, por parte del Ministerio Público, que el quejoso obtenga su inmediata libertad, en el caso de haber sido detenido fuera de los extremos que señala el artículo 16 de la Constitución general de la República.

LIC. MANUEL ROMÁN OSORNO MAGAÑA

PONENCIA QUE PRESENTA LA ESCUELA DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD MARISTA DE MERIDA ANTE EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR EL PROYECTO DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO

Sin duda alguna el Proyecto de la nueva Ley de Amparo que se analiza en el marco de este Congreso Nacional de Juristas, logra en gran medida los objetivos de claridad y conexión que sin duda alguna la convertirán en un Ordenamiento de un más fácil manejo.

Es de resaltarse que en el Proyecto de una nueva Ley de Amparo, se estén pudiendo prever que en un solo proceso se puedan tramitar y resolver una serie de cuestiones que en otros órdenes jurídicos se enfrentan mediante procesos variados, pero conservando al mismo tiempo la estructura legal en vigor.

El hecho de haber logrado integrar  en la parte correspondiente a la materia agraria,  aquellos preceptos que continuarán siendo funcionales a pesar de las reformas agrarias de 1992, constituye un acierto en lo referente al Juicio de Amparo en materia Agraria.

De gran relevancia resultan las nuevas dimensiones de protección jurídica que se plantean en el Proyecto de Ley de Amparo, no solo en lo concerniente a la protección de los juicios constitucionales, sino en lo previsto en materia de Derechos Humanos, tema que merece  toda nuestra atención, cuidado y protección, máxime que nuestra Nación le ha reconocido plena vigencia a los diversos tratados que han sido ratificados por el Estado Mexicano, como es el caso de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y  Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

Hechos estos reconocimientos para el grupo de juristas que trabajó en la parte relativa a la formulación de este Proyecto de Ley de Amparo, abordemos el contenido de la Ley y  sus particularidades, haciendo la aclaración que nuestras contribuciones se presentan en el mismo orden de secuencia en que aparecen en el Proyecto de Ley de Amparo.

Después de un análisis efectuado por un grupo de docentes de esta Universidad Marista de Mérida, se plantean ante este Honorable Congreso Nacional de Juristas, algunas precisiones y propuestas que consideramos es necesario adicionar o modificar, tomando como base el documento denominado “Introducción al Proyecto de Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

TITULO PRIMERO.

Reglas generales.

Capitulo III

 Plazos

El artículo 20 del proyecto de Ley de Amparo señala lo siguiente: “La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse,  el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales ante la oficialía de partes común que habrá de funcionar hasta las doce de la noche”.

“Con independencia de lo anterior, los órganos jurisdiccionales de amparo podrán habilitar días y horas cuando lo estimen pertinente para el adecuado despacho de los asuntos”.

Entendemos que el espíritu del artículo en comento se refiere a la posibilidad de que  las demandas de amparo o las promociones de término puedan ser presentadas hasta las doce de la noche, siempre que se trate en este último caso, del último día del término.

En este orden de ideas, en el artículo 21 siguiente se establece que: “Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento”.

“Para la interposición de los recursos, correrán para cada parte desde el día siguiente a aquel en que para ella hubiese surtido sus efectos la notificación respectiva”.

“Los plazos podrán ampliarse por razón de la distancia, teniendo en cuenta la facilidad o dificultad de las comunicaciones. En ningún caso podrá exceder de un día por cada cuarenta kilómetros”.

Como claramente se aprecia en la primera parte de este artículo, la Ley establece la forma en que se contarán los plazos y que en los mismos se contará en ellos el día del vencimiento, pero sin aclarar en el cuerpo del propio artículo, que para el caso del último día, el plazo será hasta las doce de la noche,  tal y como se establece en el artículo 20 precedente, por lo que nos parece muy conveniente y para efectos de una mayor certeza y claridad en el disfrute del  beneficio a que se refiere el artículo 20, se modifique la redacción del artículo 21 y quede éste redactado en los siguientes términos:

Artículo 21. Los plazos se contarán por días hábiles, comenzarán a correr a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación y se incluirá en ellos el del vencimiento, en los términos del artículo anterior.
Para la interposición de los recursos, correrán para cada parte desde el día siguiente a aquel en que para ella hubiese surtido sus efectos la notificación respectiva.

Los plazos podrán ampliarse por razón de la distancia, teniendo en cuenta la facilidad o dificultad de las comunicaciones. En ningún caso podrá exceder de un día por cada cuarenta kilómetros.

TITULO PRIMERO.

Reglas generales.

Capitulo XI

 Medios de Impugnación

Sección Segunda

Recurso de queja.

El artículo 99 del proyecto de la Ley de Amparo establece: “El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda”.

El párrafo segundo del artículo en comento dice lo siguiente: “La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos”.

“Recibidas las constancias referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b.”

Como fácilmente se advierte de la redacción del primer párrafo del artículo 99, no se hace mención de ningún tipo de informes, sino que únicamente se refiere a “copias de la resolución, a constancias solicitadas y a lo que estime pertinente el órgano jurisdiccional que corresponda”, redacción que resulta inconsistente y que podría dar lugar a interpretaciones diversas, ya que al referirse el segundo párrafo a la falta o deficiencia de los “informes” referidos en el párrafo anterior y dado que el citado párrafo no habla de ningún tipo de informe, estimamos, que para una mayor claridad y precisión jurídica el citado artículo 99 debe quedar redactado de la siguiente forma:

Artículo 99: El órgano jurisdiccional de amparo notificará a las partes y de inmediato remitirá un informe al que se anexarán copia de la resolución, las constancias solicitadas y las que estime pertinentes al órgano jurisdiccional que corresponda.

La falta o deficiencia de los informes referidos en el párrafo anterior establecen la presunción de ser ciertos los hechos respectivos.

Recibidas las constancias referidas en el primer párrafo, el órgano jurisdiccional de amparo dictará resolución dentro  de los quince días siguientes, o dentro de las cuarenta y ocho horas en los casos del artículo 95, fracción I, inciso b).

TITULO SEGUNDO

De los procedimientos de Amparo.

Capitulo I

El amparo indirecto

Sección Segunda

Substanciación

El artículo 113  de la nueva Ley de Amparo, señala lo siguiente: “El órgano Jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, expresando en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones que deban llenarse en los casos siguientes:”

“I. Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda;” 

“II. Si se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 107;”

“III. Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o este resulte insuficiente;”

“IV. Si no se hubiere expresado con precisión el acto reclamado; y”

“V. Si no se hubieren exhibido las copias necesarias.”

“Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del plazo de cinco días, se tendrá por no presentada”. 

En este artículo se dispone que se lleve a cabo  un requerimiento al promovente para que aclare su demanda en relación con ciertas deficiencias, irregularidades u omisiones que el órgano jurisdiccional encuentre en la misma, relacionando en el cuerpo de dicho artículo, las  deficiencias que puedan ser objeto de aclaración y estableciendo en la parte final del mismo artículo que si el quejoso no las subsana dentro del plazo señalado, se tendrá por no presentada la demanda.

En los términos en que se encuentra redactado dicho artículo en el proyecto de Ley de Amparo, se pretende aplicar una sanción, es decir “tener por no presentada la demanda de amparo” sin cumplir previamente con el requisito indispensable de llevar a cabo una prevención o apercibimiento al respecto, lo que podría implicar  una violación al derecho de audiencia protegido por el artículo 14 Constitucional, toda vez que se está privando de un derecho a una persona, sin prevenirle  de las consecuencias de su omisión.

El Diccionario Jurídico Mexicano, elaborado por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y publicado por editorial Porrúa, define el apercibimiento como la “advertencia o conminación que la autoridad  hace a determinada persona de las consecuencias desfavorables que podrá acarrearle la realización de ciertas omisiones”, apercibimiento que no está contemplado en el cuerpo del artículo 113 de la nueva Ley de Amparo en comento.

En el propio texto del proyecto de la nueva Ley de Amparo, en su siguiente artículo, es decir el 114, confirma la idea planteada anteriormente ya que comienza diciendo, “de no existir prevención…”, es decir, se da por sentado en el cuerpo de la propia Ley la necesidad de la prevención como un acto previo a la privación de un derecho, pero sin que expresamente lo contenga el artículo 113 aludido, por lo que, para evitar el caer en el supuesto de una  violación a la garantía de Audiencia, ya que la práctica jurisdiccional propone la conveniencia de un apercibimiento previo; siguiendo el espíritu del texto del artículo 114 de la Nueva Ley de Amparo propuesta, y con base en lo antes expuesto,  sugerimos sea modificado el artículo 113 de la Ley, para quedar redactado de la siguiente manera:

Artículo 113.- El órgano jurisdiccional mandará requerir al promovente la aclaración de la demanda, apercibiéndolo de tener por no presentada la demanda en caso de incumplimiento, expresando en el auto relativo las deficiencias, irregularidades u omisiones que deban llenarse en los casos siguientes:

I.- Si hubiere alguna irregularidad en el escrito de demanda; 

II.- Si se hubiere omitido alguno de los requisitos que establece el artículo 107;

III.- Si, en su caso, no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente;

IV.- Si no se hubiere expresado con precisión el acto reclamado; y

V.- Si no se hubieren exhibido las copias necesarias.

Si el quejoso no subsana las deficiencias, irregularidades u omisiones de la demanda dentro del plazo de cinco días, se le hará efectivo el apercibimiento señalado en este artículo.

TITULO QUINTO

Medidas Disciplinarias y de apremio, Responsabilidades y Sanciones.

Capitulo II

Responsabilidades y sanciones.

Brevemente nos referiremos a la redacción del artículo 245 del Proyecto de la Ley de Amparo, a un concepto  que nos parece una omisión en cuanto a la redacción del citado precepto, ya que en su exposición actual, se establece lo siguiente:

Artículo 245: “En el caso del artículo 27, fracción II, si el encargado de la oficina de correos no envía el oficio de referencia se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días”.

El precepto comentado se refiere a que las notificaciones por oficio se harán conforme a ciertas reglas que se establecen en el artículo 27, entre ellas la fracción segunda que señala: “Si el domicilio de la autoridad se encuentra fuera del lugar del juicio, se enviará el oficio por correo en pieza certificada con acuse de recibo, el que se agregará en autos; ”

Sin embargo, en la parte final del citado artículo 27 se establece que “Las oficinas públicas de comunicaciones están obligadas a transmitir, sin costo alguno, los oficios a que se refieren las anteriores fracciones”, mandamiento que no es recogido en la redacción del artículo 245, por lo que para una mayor claridad y precisión del ordenamiento legal citado, proponemos, que a la redacción del artículo 245 se le agregue la parte relativa al párrafo final del artículo 27 a fin de que quede redactado de la siguiente manera:

Artículo 245: En el caso del artículo 27, fracción II y su párrafo final, si el encargado de la oficina de correos no envía el oficio de referencia se le impondrá multa de cincuenta a quinientos días.

TITULO QUINTO

Medidas Disciplinarias y de apremio, Responsabilidades y Sanciones.

Capitulo II

Responsabilidades y sanciones.

En otro orden de ideas y continuando ahora con el análisis del artículo 255 del proyecto de Ley de Amparo, las citas referidas en el proyecto de Ley analizado, apreciamos que son incorrectas, ya que se están refiriendo a dos artículos que no guardan relación con la parte que se pretende legislar y que dicen así:

Artículo 255: “En el caso de los artículos 235, fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días”.

Analizando el contenido de los artículos citados en el proyecto de Ley de Amparo, claramente se deduce que se trata de un error, por lo que sugerimos que el citado precepto de ley quede redactado de la siguiente manera:

Artículo 255: En el caso de los artículos 236, fracción I, y 237 fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días.

Señores congresistas,

Lo anteriormente comentado, es el resultado del análisis que hicimos al proyecto de Ley de Amparo que se está discutiendo en este Congreso Nacional de Juristas convocado por el Poder Judicial de la Federación y  esperamos, con nuestras modestas aportaciones, contribuir a la construcción de un mejor ordenamiento jurídico de nuestra nación.

LUIS ALFONSO PASOS NOVELO

TITULO

IMPROCEDENCIA LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL AMPARO EN MATERIA POLÍTICA.

TITULO PRIMERO.

CAPITULO VII

Artículo 59, Fracciones III y XI

A. La improcedencia del Amparo Político.

B. Fracción III del Artículo 59 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo.

C. Fracción XI del Artículo 59 del Proyecto de Nueva Ley de Amparo.

OBSERVACION DEL FENOMENO JURIDICO

Bajo la vigencia de la Constitución de 1917, la situación de la improcedencia del Juicio de Amparo en materia política continuó con la propensión de que los tribunales judiciales no intervinieran en la resolución de controversias de carácter político – electoral.  De esta forma, de 1918 a 1920 se presentaron diversos casos en que por distintos motivos  los quejosos  argumentaron la existencia de presuntivas violaciones a sus derechos político-electorales.  

Desde entonces, la Corte ha partido de la premisa que los derechos político-electorales no pueden asimilarse, ni identificarse con las garantías individuales, de tal suerte que, en la parte considerativa de los fallos que dieron lugar a la jurisprudencia firme respectiva, el más alto tribunal afirma que al haberse instituido el juicio de amparo en los términos de la fracción I del artículo 103 constitucional, el propósito fue proteger a los individuos particulares en contra de las violaciones que sufran exclusivamente en aquellos derechos inherentes a su naturaleza humana, por lo que cualquier otra infracción a otros derechos, como lo son los especiales del ciudadano de votar y ser votado, no puede ser reclamada por aquél medio, al no tratarse de garantías individuales.

Según lo reporta don Alfonso Noriega Cantú
, la improcedencia apareció en nuestro derecho positivo con posterioridad al sobreseimiento, aún cuando los tribunales federales, los jueces de distrito y la propia Suprema Corte de Justicia la aplicaron en forma desordenada y confusa.

En esa virtud el Código de Procedimientos Civiles Federales de 1897
, en su capítulo relativo al Juicio de Amparo, es el que por primera vez en leyes reglamentarias estableció la improcedencia.
  

Este Código de 1897, en sus artículos 779 y 812 consignó al regular la improcedencia, algunas causas específicas de ella: cuando se trata de actos de la Suprema Corte, funcionando en pleno o en Salas; contra actos consumados irreparablemente; contra resoluciones dictadas en los juicios de amparo; y contra actos consentidos, siempre que no importaran pena corporal.

En definitiva y con la estructura imperante en nuestros días, la improcedencia fue reglamentada en el Código Federal de Procedimientos Civiles de 1909, concretamente en el artículo 702 que agregaba a las causales previstas en el Código de 1897, las improcedencias  contra actos que hayan sido materia de una ejecutoria en otro amparo;  aunque se alegaren vicios de inconstitucionalidad que no se hicieron valer en el primer juicio, siempre que fuere la misma agraviada, contra sentencias que impongan penas donde se haya pedido la gracia del indulto; en los casos en que hubiesen cesado los efectos del acto reclamado, supuesto en el cuál,  el interesado podría intentar el juicio de amparo, únicamente contra la resolución que se decretare en el recurso pendiente, siempre que entablara su demanda de amparo en tiempo y forma; y,  en los demás casos en que lo previniere ese capítulo.

La Ley de 1919 señalaba, por su parte, un nuevo caso de improcedencia: cuando en los tribunales ordinarios un recurso estuviere pendiente y su objeto fuera el de confirmar, revocar o enmendar el acto reclamado.  De esta forma, dicho ordenamiento aplica el principio de definitividad del acto reclamado.

De lo anterior se colige que, en sus inicios, las disposiciones jurídicas que regulaban al amparo, no contemplaban la improcedencia del juicio constitucional en contra de actos de índole político.  Sin embargo, a partir de la Ley de Amparo de 10 de enero de 1936, se acopiaron las dos hipótesis de improcedencia que conocemos con la redacción anterior a la reforma de 1988.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Por regla general el amparo procede en la hipótesis prevista en el artículo 103 de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos, si se satisfacen los requisitos supuestos por dicho precepto, esto es cuando:

a) Existe un acto de autoridad

b) Dicho acto de autoridad es violatorio de las garantías individuales, vulneratorio o restrictivo de la soberanía de los estados o invasor de la esfera de la autoridad federal.

c) Por lo anterior causa un agravio personal y directo.

d) El agraviado o quejoso solicita el amparo y protección de la Justicia de la Unión, sujetándose para ello a las condiciones fijadas por la ley de la materia.

Don Eduardo Pallares
 instruye que la procedencia  “es una institución jurídico procesal en la que por existir los supuestos procesales del juicio de amparo, nace el derecho de una persona jurídica a promoverlo y continuarlo hasta su fin, y al mismo tiempo la obligación correlativa del órgano jurisdiccional de admitir la demanda de amparo y tramitar éste hasta su debida conclusión...”

Tal regla es susceptible de sufrir limitaciones o excepciones, en cuyos casos hablamos de “improcedencia”.

En este sentido apunta el mencionado autor que, “la improcedencia es la situación procesal en la cual, por no existir los presupuestos procesales del juicio constitucional, no debe admitirse la demanda de amparo ni tramitarse el juicio...”

El  Ignacio Burgoa Orihuela señala que “la improcedencia general de la acción de amparo se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional de control estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente de resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado...”
.  Merced a esto, la acción de amparo no logra su objeto, por ende, la pretensión del quejoso no se realiza, no porque ésta sea infundada, sino porque no debe analizarse la consabida cuestión fundamental.

Sobre el particular sostuvo don Ignacio Luis Vallarta
 , que si el juicio de amparo pretendía  cumplir los altos fines conferidos por la Constitución, preciso era que ni se diera entrada al recurso cuando versara sobre puntos en que de manera ostensible no cabía.

Apoyó el insigne jurista su afirmación de la forma siguiente: si fuera lícito para los litigantes promover juicios en que de manera notoria no cabe el amparo y obligatorio para los jueces admitirlos y sustanciarlos, se provocaría un justificado desprecio por la inútil tramitación y estéril resolución de dichos juicios, y más aún, se robaría tiempo a la administración de justicia, distraída en inútiles cuestiones como eran los “juicios de amparo baldíos”.  Así, de acuerdo con la doctrina Vallarta y la Jurisprudencia de la Corte por el presidida, era la improcedencia “una institución de fondo que consiste en la facultad que tienen los jueces federales para desechar de plano una demanda de amparo, sin que sea necesario darle entrada y, mucho menos sustanciar el procedimiento, en los casos en que de una forma  notoria el amparo planteado no sea admisible, por faltarle algún requisito esencial, de una manera especial, cuando la demanda misma infiere que no existe la violación constitucional alegada...”

Como se advierte, el entonces Presidente de la Corte, avista en su concepto el supuesto en que, la causal de improcedencia no se presenta al momento de promover la demanda de amparo, sino que sobreviene con posterioridad, en cuyo caso la consecuencia no es el desechamiento de plano de dicho escrito inicial, sino el sobreseimiento del juicio de amparo.

Por último, el Dr. Arturo Zaldivar explica la improcedencia apuntando que el fin del juicio de amparo es que el juez de amparo examine el fondo del asunto que se le plantea, que analice si el acto es inconstitucional o no y en caso afirmativo otorgue el amparo al quejoso, a efecto de restituirle en el goce de la garantía individual violada.  Es así como en ocasiones por falta de un presupuesto procesal u otra causa, se impide que el juez de amparo analice si el acto materia del amparo es inconstitucional o no,  esto es la improcedencia, merced a la cual el juez de amparo está impedido para analizar el fondo del asunto.

Según el Ministro Génaro Góngora y Pimentel
 la improcedencia del amparo puede tener diversos efectos dependiendo del momento procesal  en que se presente.

1. Aquella donde en el escrito de demanda, el juez de amparo encuentra un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, lo que conduce a desechar de plano esa demanda.

La consecuencia de que exista una causal de improcedencia en el momento de la presentación de la demanda de amparo es el DESECHAMIENTO de la misma.

2. Aquella que no da lugar al desechamiento de plano del escrito de la demanda, porque no es manifiesta e indudable en el momento en que el juez examina dicho escrito: sino que es admitida y tramitada, para que con mayores datos aportados por las partes y advertidos por el juzgador, pueda llegarse a una conclusión en su caso, de improcedencia del juicio plenamente demostrada.  En este supuesto, la improcedencia del amparo es materia de la sentencia que se dicte después de tramitado el juicio, y no debe confundirse con las causas de improcedencia de la demanda que dan lugar a su desechamiento.

Así es como en este caso, la causal de improcedencia, aparece o sobreviene con posterioridad a la presentación de la demanda de amparo, y, en su caso, dará lugar al SOBRESEIMIENTO del juicio de garantías.
Por su parte el Maestro  Juventino V. Castro
, señala que la importancia de la instancia puede consistir en la falta inicial de los requisitos procesales, y entonces se llama INADMISIBILIDAD (art. 73 de la Ley de Amparo que incorrectamente la denomina improcedencia del juicio), o bien las irregularidades procesales sobrevenidas en el curso del proceso, o a los hechos o actos materiales o jurídicos, que afectan la relación substancial, impidiendo un pronunciamiento sobre el fondo, y entonces se intitula IMPROCEDIBILIDAD ( art. 74 de la Ley de Amparo).

Según el Ministro Castro, las disposiciones de la Ley de Amparo (artículos 145 y 177) no ordenan el sobreseimiento en el juicio –conclusión obligada para los casos ciertos de improcedencia-, sino que ordenan el desechamiento, lo cual resulta una verdadera declaratoria no de improcedibilidad  sino de inadmisibilidad, misma que lógicamente se resuelve en el umbral del proceso de amparo, o sea como lo dice el Ministro “in limine litis”, lo que permite afirmar que el juicio no se inició, y que jamás se pasó de ese dintel que divide la inexistencia de la afirmación del proceso mismo.

Es también posible que correctamente se haya admitido una demanda, y exista por ello una conclusión primaria de que la acción es procedente, pero que aparezca con posterioridad una circunstancia que era desconocida, pero que existente al momento de la admisión, o bien que haya una circunstancia sobrevenida, de la cual se tome procesalmente conocimiento y transforme lo procedente en improcedente.

La jurisprudencia de la Corte afirma que cuando haya dudas sobre si debe aceptarse o desecharse una demanda de amparo, lo equitativo es admitirla, ya que dentro del procedimiento siempre se podrá afinar el concepto dudoso y hacerse la declaratoria que corresponda, puesto que jamás causa estado una resolución de procedencia de la instancia.

La jurisprudencia de la Corte afirma que cuando haya dudas sobre si debe aceptarse o desecharse una demanda de amparo, lo equitativo es admitirla, ya que dentro del procedimiento siempre se podrá afinar el concepto dudoso y hacerse la declaratoria que corresponda, puesto que jamás causa estado una resolución de procedencia de la instancia.

La doctrina tradicionalmente admitió el hecho de que las causales de improcedencia pueden tener tres orígenes distintos, situación que el Proyecto de Ley de Amparo atinadamente incorpora en su artículo 59:

1. IMPROCEDENCIAS CONSTITUCIONALES. Aquellas que tienen su origen en el texto de la Constitución; se refieren a valoraciones de índole político que ha tomado el Constituyente ya originario, ya revisor de la Constitución, merced a las cuales cierta gama de actos de autoridad quedan excluidos del control jurisdiccional de amparo.  Solamente en la Constitución General de la República se puede excluir del control jurisdiccional de amparo, una determinada rama, clase o núcleo de actos de autoridad.

2. IMPROCEDENCIAS LEGALES.  Se establecen en la Ley de Amparo, no en cualquier otra ley, y que exclusivamente pueden consistir en una repetición, aclaración o desarrollo, dentro de los límites permitidos, de las improcedencias constitucionales, o que se deriven de la técnica del amparo tal como lo establecen los artículos 103 y 107  constitucionales.  Sin embargo, es claro que la única ley que puede establecer causales de improcedencia es la Ley de Amparo.

3. IMPROCEDENCIAS JURISPRUDENCIALES. Las que derivan de la Jurisprudencia del Poder Judicial Federal; encuentran su sustento legal en el artículo 73 fracción XVIII de la Ley de Amparo, el cual establece que el amparo es improcedente en los demás casos en que así lo establezcan las leyes.  Alocución que la fracción XIX, del artículo 59 del Proyecto de Ley de Amparo ahora no considera. Siendo la jurisprudencia aquella fuente formal del derecho por la cual se interpretan las leyes, resulta válido concluir que dicha improcedencia encuentra su sustento legal en la fracción antes citada misma que ahora desaparece del texto del Proyecto de  la Ley de Amparo.

Como ejemplo de improcedencia jurisprudencial tenemos la relativa  a los actos consentidos, con lo que la Corte no amplía la causal de los actos consentidos, sino que únicamente le da su consecuencia lógica y natural.

HIPOTESIS
La improcedencia del amparo es una institución jurídico-procesal, merced a la cual el Juez de amparo se encuentra imposibilitado para analizar el fondo de la demanda de garantías que se plantea a su conocimiento, por no estar cumplidos los presupuestos procesales del juicio constitucional. En esa virtud la improcedencia se puede presentar en diversas fases, si es notoria y manifiesta al momento de la presentación de la demanda, el Juez debe desechar la misma, si sobreviene con posterioridad, da lugar al sobreseimiento del juicio de garantías.

Las cuestiones políticas carecen de una connotación precisa, razón para que el órgano jurisdiccional que deba resolver el caso concreto. El que en cada supuesto establecerá lo que debe entenderse por cuestión política, sin que deba sujetarse a patrones establecidos. Por esto debe intentarse una precisión de los aspectos jurídicos y, por lo tanto, justiciables de las cuestiones políticas, a través de un método que resista el riguroso análisis jurídico.  

El juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, constituye un primer paso hacia la tutela de las prerrogativas que tienen tal carácter, sin embargo es insuficiente para proteger todos aquellos derechos que, dentro de la esfera del ciudadano, pueden revestir el carácter de político-electorales.  En este orden de ideas, la determinación que resuelva el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, debe proceder el juicio de amparo, debido a que los Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, no por ese sólo hecho resolverán con apego a los preceptos legales conducentes.

LA CUESTION POLITICA Y EL AMPARO

Resulta común que en el ámbito de la cátedra y en el foro, se refiera que “el juicio de amparo es improcedente en materia política”, sin embargo, no es facil precisar el contenido de lo que debe entenderse por “materia política”.  En efecto, la llamada “CUESTIÓN POLÍTICA” tiene una connotación muy ambigua como para poder deslindar con nitidez su contenido y realizar afirmaciones tan categóricas.

De esta forma, Norberto Bobbio
 han comentado que: “ Derivado del adjetivo polis (politikós) que significa todo lo que se refiere a la ciudad, y en consecuencia ciudadano, civil, público, y también sociable y social, el término política ha sido transmitido por influjo de la gran obra de Aristóteles titulada “ La Política” que debe ser considerada como el primer tratado sobre la naturaleza, funciones, las divisiones del Estado y sobre las varias formas de gobierno, predominantemente en el significado de arte o ciencia del gobierno, es decir de reflexión, sin importar si con intenciones meramente descriptivas o incluso prescriptivas (pero los dos aspectos son de difícil distinción) sobre las cosas de la ciudad...”.

El concepto de política adolece como tantos referentes a las disciplinas humanas, de una precisa connotación.  Sin embargo la relación política implica de alguna forma autoridad, gobierno y poder.

La caracterización de las cuestiones políticas ha venido reduciéndose en forma paulatina en nuestra literatura constitucional al debate relativo a la intervención en ellas de la Suprema Corte en los procesos electorales: ya que en éstos, quienes han sido postulados por los partidos para cargos de elección, no están, en rigor ejerciendo ninguna forma de autoridad, gobierno o poder, sino únicamente aspiran a integrar alguno de los órganos públicos a los cuales la Constitución ha conferido funciones de poder.  En los procesos electorales, por consecuencia, el único que ejerce poder es el pueblo, en tanto que los partidos y sus candidatos son simples aspirantes al mismo.

La distinción antes referida, es trascendental porque, como se ha dicho existe cierta tendencia a identificar el concepto de cuestión política  y el de elecciones que, por su estrechez, no tiene razón de ser y que ha estorbado la distinción que hace falta para analizar con detenimiento, la distinción la conveniencia de la intervención o no del Poder Judicial y, más específicamente, de la Suprema Corte en Cuestiones Políticas.

Las posiciones se polarizan: el  Maestro Miguel González Avelar considera que existen, dentro del debate de las cuestiones políticas tres momentos claramente definidos, el de integración de los poderes Federal, estatales y municipales; el primero constituido por los actos que implican la búsqueda, persecución o conquista del poder, ubicándose por tanto el proceso electoral y sus consecuencias jurídicas; el ejercicio, relativo a la facultad de hacer en nombre del pueblo y en su beneficio lo que las leyes disponen, en donde surgen los casos previstos en las fracciones II y III del artículo 103 constitucional, cuando alguna autoridad viole las garantías de asociación, reunión, libre expresión de las ideas y petición, en cuyo caso es perfectamente procedente el juicio de amparo.

Para el Maestro Héctor Fix-Zamudio resulta sencillo alcanzar una idea de lo que debe entenderse por cuestión política y afirma que durante mucho tiempo se estimó que las “cuestiones políticas”, incluyendo los actos de gobierno, se encontraban totalmente excluidas de los organismos judiciales, es decir, se consideran como justificables e inclusive la Suprema Corte de Federal de los Estados Unidos lo calificó como “political questions” la cual a diferencia de nuestro sistema judicial si entra al estudio y resolución de éstas.

Entonces, la naturaleza de la interpretación constitucional, en virtud de lo expresado por  el  Maestro Zaldivar 
 cuando refiere que ésta mantiene vivo el texto de la Constitución a las cambiantes circunstancias sociales y políticas prevalecientes en un instante dado; dicha labor es pues, eminentemente creativa.

Cada uno de los análisis mencionados merecen un estudio particular.  Por ello, el Juez Constitucional está facultado para extraer los principios y valores contenidos en la Constitución, pero debe hacerlo a partir de un método que resista un riguroso examen jurídico que justifique la decisión  debiendo actuar en consecuencia, salvaguardando los derechos fundamentales del hombre consagrados en la Constitución, sobre tecnicismos inaplicables a nuestra realidad.

De todo lo hasta aquí expresado se infiere que los Tribunales Constitucionales al estudiar el contenido de lo que se ha denominado “cuestiones políticas”, no encuentren un referente básico en torno del cual fundar su análisis, debiendo proceder al desglose de los asuntos en cada caso concreto, contando siempre con el escrutinio y vigilancia de la opinión pública al efecto de que las resoluciones resistan un análisis estrictamente jurídico.

Se ha establecido en la doctrina la diferencia entre derechos civiles y derechos políticos, distinción  que ha trascendido al ámbito jurídico para fundamentar la improcedencia del amparo en materia político-electoral.

Los derechos políticos junto con los derechos civiles constituyen las dos clases de derechos existentes en la esfera individual jurídicamente protegidos, para el Maestro Ignacio Burgoa los derechos políticos y las garantías individuales son de naturaleza jurídica totalmente diversa, ya que mientras los primeros son de carácter ocasional, efímero, cuando menos en su ejercicio o actualización, la garantía individual es permanente, está siempre en ejercicio o actualización permanente, razón para que el autor considere que el ejercicio del derecho político esté siempre sujeto a una condición sine qua non; en cambio la garantía individual es, en cuanto a su goce y disfrute, incondicional porque basta que se viva dentro del territorio de la República, para que el gobernado, con independencia de su nacionalidad, estado, religión o sexo o cualquier otra circunstancia, sea titular de ella.
  Coincide con la opinión de don Ignacio Burgoa el Maestro Octavio Hernández que al tratar los derechos en análisis  diferencia a los públicos individuales de los políticos.

La postura de nuestros Tribunales ha distinguido a los derechos civiles de los políticos al señalar que las garantías son de carácter permanente  y  los derechos políticos de modo ocasional. 

Sin embargo, en la opinión de Javier Moctezuma Barragán los derechos políticos son permanentes y se ejercitan en forma periódica por lo que las apreciaciones  del  Maestro Burgoa “no son del todo verdaderas, ya que el derecho político en cuanto a su ejercicio no puede estimarse como ocasional o efímero, toda vez que no se actualiza accidentalmente o por contingencia, ni el ciudadano lo ejercita por una sola ocasión para nunca volverlo a ejercer”.

Rodrigo de Borja, por su parte estima que el individuo tiene dos personalidades: una privada y otra pública, es decir los derechos civiles pertenecen a la persona humana en si y se extienden a todos los individuos, nacionales o extranjeros que habitan el territorio de un estado, mientras que los derechos políticos pertenecen exclusivamente a la persona en cuanto a miembro activo del estado, es decir, como ciudadano.  Para este tratadista es la doble consideración del individuo, como persona y como miembro de activo del estado, es decir, como ciudadano.  En cuanto a persona humana, a él le corresponden todos los derechos civiles porque son inherentes a su calidad humana.  Como miembro activo del estado, corresponden al individuo los derechos políticos que le habilitan para tomar parte en la vida cívica de la comunidad, mediante los diversos medios reconocidos para hacer valer su voluntad en la resolución de las cuestiones de interés general.

En nuestra concepto,  la opinión anterior resulta inadmisible, ya que el individuo integrante del pueblo del estado es uno sólo, que sólo puede tener acceso a ciertos derechos políticos en su calidad de ciudadano, no implica que tenga una doble personalidad, sino que simplemente el ejercicio de algunos derechos de la especie analizada, se encuentra sujetos a condiciones específicas como la ciudadanía.

La tipología de los derechos humanos clásicos refiere la existencia de varios, el primero: que son todos aquellos derechos que exigen una conducta negativa (no hacer) de parte de la autoridad, vienen a ser los derechos de libertad.  En este rubro se ubican los derechos políticos que en un primer momento exigen también una abstención por parte del Estado:  el hecho de no obstaculizar la posibilidad de que los ciudadanos tomen parte en la voluntad del estado, sin embargo son diversos de los derechos de libertad, porque no sólo exigen una abstención del estado, sino que exigen las condiciones que garanticen el ejercicio de dichos derechos.

El segundo tipo son aquellos derechos de la segunda generación, normas programáticas, derechos vacíos y prestacionales entre otros, es decir se oponen a las normas operativas, ya que requieren un acto de autoridad (legislativo) posterior para tener plena efectividad, son ideales con contenido normativo.

El tercer tipo o de tercera generación son los derechos de toda la humanidad, mismos que se encuentran en proceso de evolución por lo que carecen de una configuración clara e instrumentos para hacerlos valer eficazmente.

Por lo apuntado podemos concluir que, entre los derechos civiles (lato sensu) y los derechos políticos no existe antinomia tan marcada, sino que los derechos político-electorales constituyen una especie de aquellos derechos, cuyo ejercicio en algunos casos limita a las personas que cuentan con ciertos atributos que determinan su capacidad de acción política, los cuales normalmente se establecen en la Constitución del país de que se trate y con mayor detalle la ley secundaria respectiva.

Después de un largo e importante proceso histórico rumbo al establecimiento y consolidación de un estado democrático, los derechos políticos han sido, finalmente promulgados a nivel internacional en la Declaración de Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948 y en otros pactos, protocolos y convenios posteriores de la ONU, así como en la Convención Americana de Derechos Humanos de 1969.  En este año, las Naciones Unidas promovieron las firmas de los Pactos Internacionales Sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales y sobre Derechos Civiles y Políticos
 , de los cuales México es suscriptor. De similar forma la Convención Americana Sobre Derechos Humanos de 1969 en su artículo 23 así lo señala.

Visto lo expuesto y para no profundizar aún más en el estudio, si bien es cierto que el Proyecto de Ley de Amparo establece en el numeral 59 en sus fracciones III y XI la improcedencia en cuando se trate de resoluciones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y contra las resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral.  Creemos que dadas la condiciones de apertura en que vive el país debería de reflexionarse sobre  la viabilidad de que la Corte permita en ciertos casos la posibilidad de la procedencia del amparo en ésta materia, para revisar las resoluciones de su inmediato inferior a través del amparo directo cuando se vulneren derechos fundamentales del hombre, en cuyo caso no exista una vía específica de tramitación para garantizar su ejercicio y acotar los excesos de la autoridad constituida para efectos electorales. 

ISIDRO PASTOR MEDRANO

PONENCIA QUE PRESENTA EL LICENCIADO RUBEN PEDRERO RODRIGUEZ, MAGISTRADO DE CIRCUITO, AL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, QUE SE EFECTUARA EN LA CIUDAD DE MERIDA, YUCATAN,  LOS DIAS 6 7 Y 8 DE NOVIEMBRE DE 2000.

Esta Ponencia versa sobre las disposiciones fundamentales incluidas en la propuesta de una nueva Ley de Amparo, que a juicio del Ponente amerita algún cambio de redacción, para adecuarla a una eficaz evolución  del juicio de amparo, de tal manera que éste responda con eficacia a los reclamos sociales de eficaz acceso a la justicia pronta y expedita.

A fin de sistematizar mi exposición, debo señalar que me ocuparé del Título Primero Reglas Generales en su capítulo I Disposiciones Fundamentales, artículo 1º.;  Capítulo II Capacidad y Personería, artículo 4º; Capítulo III, Plazos,  artículo 19; Capítulo IV, Notificaciones, artículo 26 y 29;  Capítulo VII, Improcedencia,  artículos 59 y 60;  Capítulo IX, Incidentes, artículos 64  y  66;  Capítulo X,  Sentencias, artículo 76; y,  Capítulo XI, Medios de Impugnación,  artículo 91.

Sentado lo anterior y entrando en materia considero que el proyecto de Ley de Amparo que nos ocupa representa una sólida propuesta para eficientar el juicio de garantías, de tal manera que resulte actualmente el medio más eficaz de defensa de los derechos de los gobernados; sin embargo considero que por razones de técnica legislativa, algunos de los numerales incluidos en la propuesta, a los que me refiero en esta Ponencia deben contener una redacción diferente, para evitar problemas en su interpretación.

Es por eso que me propongo identificar, razonadamente,  los puntos de redacción perfectibles y proponer a la mesa de trabajo correspondiente modificaciones en su redacción, para que si  estima asumirlas se comuniquen al Pleno del Congreso.

El artículo 1º.  del proyecto de Ley es de este tenor:

“Artículo l°. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos que protegen los tratados internacionales generales en la materia, a saber: la Declaración Universal de Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”

Como puede verse,  para definir los Derechos Humanos protegidos hace una enumeración limitativa de los Tratados Internaciones que los catalogan.

Sin embargo, por ser casuista dejaría fuera de la Protección del Amparo a Derechos Humanos que eventualmente pudieran catalogarse en otros pactos que pasen hacer Derecho Vigente; por lo tanto estoy proponiendo que se suprima esa enumeración casuista,  pudiendo quedar redactado de la siguiente manera:

En cuanto al artículo 4º., considero que al definir al quejoso, en su fracción I,  se esta imponiendo la necesidad de que éste sea el titular de un derecho o interés legítimo,  lo que pudiera determinar, eventualmente que los Jueces de Distrito se anticiparan calificando la existencia de ese Derecho, el que por regla general es sujeto de apreciación  en la sentencia, según pudiera probarse, para desechar las demandas por no acreditarse, con la propia demanda la titularidad.

Además al definir al Ministerio Público Federal como parte,  limita su intervención en los juicios de amparo contra normas generales;  sin embargo, como tradicionalmente el Ministerio Público ha sido y es un moderador del interés social en los procedimientos jurisdiccionales, y en los juicios de amparo  también existe interés de la sociedad en algunas ocasiones, como pudiera ser cuando estos son promovidos por menores o incapaces, convendría darle intervención  en estos casos, y en los demás, que a juicio de la autoridad jurisdiccional que conozca del amparo, amerite  esa  intervención como parte.

La redacción del proyecto en el artículo 4º., fracciones I y IV, es la siguientes:

Propongo modificar esa redacción  para que quede como sigue: 

“Artículo lo. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite por normas generales o actos de autoridad que violen las garantías que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los derechos humanos reconocidos por las normas jurídicas aplicables.” 

Por cuanto hace al artículo 4º.  del proyecto, que define a las partes en el juicio de amparo, considero, por un lado,  que resulta peligroso definir al quejoso como el titular de un derecho o de un interés legítimo, condicionando que el acto reclamado viole garantías o derechos humanos  y consecuentemente afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su situación frente al orden jurídico, y, tratándose de resoluciones provenientes de Tribunales, condiciona su calidad de quejoso a la titularidad de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa.

Por otro lado, el proyecto limita la intervención  del Ministerio Público Federal, como parte formal en los juicios de amparo contra normas generales, cuando estimo que debe dársele intervención  en otros casos como moderador del interés público subyacente en algunos litigios; verbigracia en los casos en que en el juicio de amparo figuren como partes menores e incapaces.

La redacción  actual de dicho numeral es la siguiente, en lo que interesa al caso:

“Articulo 4º. Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso, titular de un derecho o de un interés legítimo, siempre que el acto reclamado viole las garantías o los derechos previstos en el artículo primero y con ello se afecte su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico. Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el quejoso deberá ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y directa…

IV. El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales”.

Conforme lo apunto, me parece una redacción  más afortunada la que contiene la actual Ley de Amparo,  al señalar como parte del juicio de amparo al quejoso, sin definir que debe ser titular del Derecho que pretende se resguarde, pues esta definición lo único que propiciará es confusión en los Organos Jurisdiccionales de Amparo que quizá desechen las demandas prejuzgando la existencia de ese Derecho, lo que ciertamente atenta contra el principio de la acción de amparo que supone, solamente,  que quien insta pretenda ser titular de un Derecho Público subjetivo, garantía individual o en su caso derecho humano lesionado por la autoridad, pues precisamente esa lesión la que se definirá en la sentencia.

De tal manera propongo que la redacción de esas fracciones quede como sigue:

“Articulo 4º. Son partes en el juicio de amparo:

I. El quejoso. 

. . . 

IV. El ministerio público federal, en los juicios de amparo contra normas generales; cuando figuren como partes menores o incapaces; o cuando así lo estime el órgano jurisdiccional de amparo, en los casos en que conviene su intervención  como moderador del interés público”. 

Por cuanto hace al artículo 19, la redacción propuesta en el proyecto es la siguiente: 

“Artículo 19. El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el articulo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

…”.

Del primer párrafo transcrito  se advierte que su parte final puede tener una interpretación equívoca, si no se limita a los casos que expresamente señala, por ello propongo que su redacción  quede como sigue:

“Artículo 19. El juicio puede promoverse en cualquier día y hora, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o cualquiera de los prohibidos por el articulo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército, armada o fuerza aérea nacionales. Cualquier hora será hábil, en estos casos, para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

…”.

Siguiendo con el artículo 26, se tiene que su fracción III, inciso b) es como sigue:

“Artículo 26. Las notificaciones personales de acuerdo con las siguientes reglas:

…

III. Cuando no conste en autos domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:

…

b) Tratándose de fa primera notificación al tercero interesado, el órgano Jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y podrá requerirá la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento Judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el Juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y

…”.

Como la obligación  primordial del quejoso es señalar el nombre y domicilio del tercero interesado, sugiero se adicione esa fracción  a fin de conciliar esa obligación procesal con la necesidad de emplazar al tercero, pudiendo quedar de la siguiente manera:

“b) Tratándose de fa primera notificación al tercero interesado, el órgano Jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime pertinentes con el propósito de que el quejoso proporcione su domicilio correcto; si éste lo desconociera, podrá ordenar se investigue su domicilio e igualmente podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el que ante ella se hubiera señalado. Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento Judicial la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el Juicio de origen. Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles; y”.

El artículo 29 del proyecto pudiera mejorarse en su fracción II, que en lo que interesa señala: 

“Artículo 29.  Las notificaciones surtirán sus efectos:

…

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación  personal o al de la fijación de la lista en los órganos jurisdiccionales de amparo”.

En efecto, como ya explícitamente en el artículo 4º., inciso e), se contempla como tercero interesado al Ministerio Público  que hay intervenido en el procedimiento penal del que derive el acto reclamado y no sea autoridad responsable, estimo que explícitamente también debe señalarse en esa fracción II, siguiendo también los lineamientos del artículo 25, fracción II, inciso b), que el surtimiento de la notificación  a las autoridades que tengan carácter de tercero interesado, es el día siguiente de la notificación por oficio.

Dicho dispositivo podría quedar de esta manera:

“Artículo 29.  Las notificaciones surtirán sus efectos:

…

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación  personal, o de la notificación por oficio a la autoridad que tenga carácter de tercero interesado, o al de la fijación de la lista en los órganos jurisdiccionales de amparo”.

Pasando ahora al artículo 59 del proyecto cabe advertir que en su fracción X contempla la improcedencia del juicio, tratándose de normas generales o actos consentidos, y establece en el tercer párrafo de dicha fracción que no debe tenerse por consentida una norma general cuando en contra del primer acto de aplicación  el interesado intente en su contra el recurso ordinario o medio de defensa legal correspondiente.

Sin embargo estimo que dicha fracción X está incompleta, pues aunque acoge los criterios jurisprudenciales en cuanto a la oportunidad de impugnación de las leyes o normas generales, no contempla la necesidad de agotar el iter ordinario de las vías recursivas; es decir que si se opta por agotar los medios de defensa ordinarios y no reclamar la inconstitucionalidad desde luego, deben seguirse la totalidad  de las instancias respectivas en esos medios de defensa ordinarios, como pudieran ser, en materia fiscal, primero el recurso de revocación y después el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación.

El texto de esa fracción es el siguiente:

“Artículo 59. El juicio de amparo es improcedente

…

X. Contra normas generales o actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los plazos previsto.

…

No se entenderá consentida una norma general, a pesar de que siendo impugnable en amparo, desde el momento de la iniciación de su vigencia no se haya reclamado, sino sólo en el caso de que tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en perjuicio del quejoso.

Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquél a len que surta sus efectos la notificación de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, aun cuando para fundarlo se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad.

Si en contra de dicha resolución procede amparo directo, deberá estarse a lo dispuesto en el capítulo respectivo a ese procedimiento;

…”.

Propongo se adicione el tercer párrafo para quedar como sigue: 

“Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o nulificado, será optativo para el interesado hacerlo valer o impugnar desde luego la norma general en juicio de amparo. En el primer caso, sólo se entenderá consentida la norma general si no se promueve contra ella el amparo dentro del plazo legal contado a partir del día siguiente de aquél a len que surta sus efectos la notificación: de la resolución recaída al recurso o medio de defensa, si no existieran medios de defensa ordinarios contra dicha resolución; o de la última resolución recaída al medio de defensa ordinario previsto por las leyes contra la resolución del recurso; aun cuando para fundarlos se hayan aducido exclusivamente motivos de ilegalidad”.

Pasando ahora al artículo 60, debo señalar que ordena analizar de oficio las causas de improcedencia, lo que determina la necesidad de que los Juzgadores de Amparo en sus sentencias hagan un desglose pormenorizado de las causales de improcedencia a que se refiere la Ley desestimándolas una a una; creo que una redacción más afortunada sería dejar en libertad al órgano jurisdiccional para invocarlas de oficio, conforme es el sistema actual.

En efecto el texto actual del proyecto es este:  

“Artículo 60. Las causas de improcedencia son de aplicación estricta, deberán quedar probadas plenamente y se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo”.

Pudiera modificarse para quedar de esta manera:

“Artículo 60. Las causas de improcedencia son de aplicación estricta, deberán quedar probadas plenamente y  el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo puede analizarlas de oficio”.

Siguiendo con el artículo 64 del proyecto, no define la instancia que debe seguirse para el inicio del incidente, pues señala:

“Artículo 64. En los juicios de amparo se substanciarán en la vía incidental las cuestiones a que se refiere expresamente esta ley y las que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. El órgano jurisdiccional determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un especial pronunciamiento o sí se reserva para resolverlo en la sentencia”.

Creo que dada la naturaleza del juicio de garantías, al surgir cuestiones que ameritan trámite incidental, el propio órgano jurisdiccional puede determinarlo de oficio, y por ello ese artículo podría enriquecerse de la siguiente manera:

“Artículo 64. En los juicios de amparo se substanciarán en la vía incidental, aún de oficio,  las cuestiones a que se refiere expresamente esta ley y las que por su propia naturaleza ameriten ese tratamiento y surjan durante el procedimiento. El órgano jurisdiccional determinará, atendiendo a las circunstancias de cada caso, si se resuelve de plano, amerita un especial pronunciamiento o sí se reserva para resolverlo en la sentencia”.

Por su parte el artículo 66, relativo a nulidad de las notificaciones, que se incluye en el proyecto es como sigue:

“Artículo 66. Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el expediente que haya motivado aquella cuya nulidad se pide, en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquélla, en la siguiente actuación que comparezcan.

Este incidente se tramitará en términos del artículo anterior y no suspenderá el procedimiento.

Las promociones de nulidad notoriamente improcedentes se desecharán de plano”.

Como se ve de la redacción del primer párrafo existe cacofonía en las locuciones “podrán pedir la nulidad” y “cuya nulidad se pide”; en el segundo párrafo se considera no suspender el procedimiento durante el trámite del incidente de nulidad.

En cuanto esto último, aunque es saludable en algunos casos no suspender el procedimiento, evitando que la parte que invoca la nulidad obtenga un beneficio procesal indebido a través de esa ejecución, en detrimento del interés público que puede implicar la ejecución de los mandamientos de amparo; considero convendría establecer que el incidente de nulidad es de previo y especial pronunciamiento, lo que no impide a juicio del órgano jurisdiccional no suspender el procedimiento cuando así sea el caso.

Por ello, propongo la siguiente redacción para sus dos primeros párrafos:

“Artículo 66. Antes de la sentencia definitiva las partes podrán pedir la nulidad de notificaciones en el mismo expediente en que consten, en la siguiente actuación en que comparezcan. Dictada la sentencia definitiva, podrán pedir la nulidad de las notificaciones realizadas con posterioridad a aquélla, en la siguiente actuación que comparezcan.

Este incidente es de previo y especial pronunciamiento y se tramitará en términos del artículo anterior; el órgano jurisdiccional podrá determinar, si el caso lo amerita, que no se suspenda el procedimiento.

…”.

Siguiendo con esta ponencia, lo que se propone en el artículo 76 del proyecto es lo siguiente:

“Artículo 76. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional.

En el último supuesto se declarará la invalidez de la norma general impugnada y los efectos se extenderán a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada”.

Estoy convencido del beneficio que traería hacer extensiva la declaración de inconstitucionalidad de una Ley, invalidándola; pero estimo que quedaría mejor el primer párrafo suprimiéndole la locución “si es constitucional”, pues sobra; el numeral en su primer párrafo quedaría así:

“Artículo 76. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia deberá decidir si es constitucional; si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación, o si debe considerarse inconstitucional.

…”. 

Por último el artículo 91 del proyecto, en su fracción I, primer y segundo  párrafos,  señala:

“Artículo 91. Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I. Examinará, en primer término las causales de sobreseimiento aducidas en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará las causales que no hayan sido apreciadas por órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, o las que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

…”

La redacción  de ese párrafo alude a causales de sobreseimiento cuando técnicamente se les llama motivos, pues  causales se les llama a las de improcedencia, según puede verse también del artículo 61,fracción IV, del proyecto; además está corto, pues se omite señalar que el órgano jurisdiccional podrá invocar otras de oficio.

Sugiero se modifique la redacción  de ese numeral para quedar en los dos primeros párrafos de su fracción I, como sigue:

“Artículo 91. Al conocer de los asuntos en revisión el órgano jurisdiccional de amparo, observará las reglas siguientes:

I. Examinará, en primer término los motivos  de sobreseimiento aducidos en los agravios.

Si los agravios son infundados, examinará los motivos que no hayan sido apreciados por órgano jurisdiccional de amparo de primera instancia, que hayan sido invocados por las partes, o advierta de oficio, y  los que hayan surgido con posterioridad a la resolución impugnada.

…”

México, Distrito Federal, a 20 de octubre de 2000

MAGISTRADO RUBEN PEDRERO RODRIGUEZ.

COORDINADOR DE LA MATERIA ADMINISTRATIVA

ARTICULO 160,  DEL PROYECTO DE 

LEY DE AMPARO.

LA SUSPENSION CONTRA LA ORDEN

DE ARRAIGO EN MATERIA PENAL.

PONENTE: LIC. MARIA CARMEN PEREZ CERVANTES.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA.

El artículo 160, del proyecto de Ley de Amparo, regula la suspensión contra la orden de arraigo en materia penal, precisa los efectos de la medida suspensional, sin embargo, no hace distinción entre los delitos graves y no graves, por lo que, en ese aspecto se propone modificar el precepto en comento con apoyo en lo dispuesto por los párrafos primero y segundo del artículo 164 del mismo proyecto y la jurisprudencia 78/99, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

DESARROLLO DEL TEMA.

El proyecto de Ley de Amparo establece y regula el juicio de garantías el cual se sustenta en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y tiene como principal objetivo la defensa de nuestra Carta Magna y de los derechos fundamentales de los ciudadanos.

El numeral materia de la presente ponencia establece lo siguiente:

“Artículo 160.  Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo la suspensión tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso.  El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.  De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.”

El precepto transcrito con antelación regula la suspensión contra la orden de arraigo en materia penal y sobre este punto consideró, que no debe existir controversia alguna en virtud de que el artículo en comento recoge el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia 78/99, que resolvió la contradicción de tesis 3/99, entre las sustentadas por una parte, por los Tribunales Colegiados Cuarto en Materia Penal del Primer Circuito y Primero del Décimo Octavo Circuito, y por otra, por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, publicada en la página 307 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Jurisprudencia por Contradicción de Tesis, Novena Época, Tomo V, Segunda Parte, 1999, cuyo rubro y texto dicen lo siguiente:

“ARRAIGO DOMICILIARIO, ORDEN DE. AFECTA LA LIBERTAD PERSONAL.  La orden de arraigo domiciliario prevista por el artículo 133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, antes y después de su reforma mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha ocho de febrero de mil novecientos noventa y nueve, al obligar a la persona en contra de quien se prepare el ejercicio de la acción penal, siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a la acción de la justicia, a permanecer en un domicilio bajo la vigilancia de la autoridad investigadora y persecutora, trae como consecuencia la inmovilidad de su persona en un inmueble, por tanto, es un acto que afecta y restringe la libertad personal que puede ser susceptible de suspensión en términos de lo dispuesto por los artículos 130, 136 y demás relativos de la Ley de Amparo, si para ello se cumplen los requisitos exigidos por la misma Ley.”

El punto que amerita discusión es el relativo a los efectos de la suspensión contra la orden de arraigo que prevé el numeral en comento.

En efecto, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 160, del proyecto de Ley de Amparo, la suspensión que conceda el juez federal contra una orden de arraigo  “... tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso ...De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.”

De lo anterior se aprecia que el precepto que se analiza no hace referencia a los delitos considerados como graves y no graves, por lo que, en este aspecto, se propone modificar el citado numeral con apoyo en los siguientes motivos y fundamentos legales. 

De conformidad con la jurisprudencia 78/99, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, transcrita con anterioridad, se desprende que la orden de arraigo domiciliario es un acto que afecta y restringe la libertad personal que puede ser susceptible de suspensión en términos de lo dispuesto por los artículos 130, 136 y demás relativos de la actual Ley de Amparo, si para ello se cumplen los requisitos exigidos por la misma ley.

Ahora bien, el numeral 164, del proyecto de Ley de Amparo, establece lo siguiente:

“Artículo 164.  Cuando la privación de la libertad se lleve a cabo por virtud de orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, dictados por autoridad competente por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional y definitiva.

En los actos a que se refiere el párrafo anterior, si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional.  Excepcionalmente de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

En su caso, el efecto de la suspensión consistirá en que el quejoso sea puesto en libertad, bajo las medidas de aseguramiento que el órgano jurisdiccional de amparo estime necesarias a fin de que no evada la acción de la justicia, quede sujeto al proceso penal para los efectos de su continuación y pueda ser devuelto a la autoridad responsable para la continuación de la causa, en caso de que no obtenga la protección de la justicia federal.”

De la lectura de los párrafos primero y segundo del precepto transcrito, se aprecia que respecto a la suspensión provisional como definitiva hace distinción cuando el delito por el que se dictó el acto reclamado, orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, sean o no considerados como graves, pues, por una parte, precisa que procede tanto la suspensión provisional como definitiva cuando el delito no sea de los considerados como graves y, por otra, establece que si se trata de delito considerado como grave, no procede la suspensión provisional y, excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

Por lo tanto, si la orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión son actos que afectan la libertad personal y de conformidad con la invocada jurisprudencia 78/99, la orden de arraigo también es un acto que afecta la libertad personal, estimo que respecto a la suspensión provisional como definitiva, debe aplicarse el mismo criterio, es decir, las reglas que prevé el numeral 164, deben observarse en el diverso 160, a fin de que el juzgador cuente con los instrumentos suficientes al momento de proveer sobre la suspensión cuando el acto reclamado consista en una orden de arraigo, pues de lo contrario, en los términos en que regula los efectos de la suspensión contra la orden de arraigo el artículo 160, “que no se ejecute” o “cese inmediatamente”, probablemente daría origen a que tratándose de delito considerado como grave, el inculpado en contra de quien se está integrando una averiguación previa, se evada de la acción de la justicia, pasando por alto que el legislador calificó algunos delitos como graves por afectar de manera importante valores fundamentales de la sociedad.

CONCLUSIONES:

PRIMERA.  Se propone que la orden de arraigo sea incluida en el artículo 164, del proyecto de Ley de Amparo en virtud de que es un acto que afecta la libertad personal al igual que la orden de aprehensión, reaprehensión o auto de formal prisión, además, son actos dictados por una autoridad judicial, aún, cuando, desde luego, tienen diferencias específicas.

SEGUNDA.  De no aceptarse el criterio anterior, se propone modificar el artículo 160 del proyecto de Ley de Amparo, para quedar como sigue:

“Artículo 160.  Cuando el acto reclamado consista en la orden de arraigo por delito que no sea considerado como grave, procederá la suspensión provisional como definitiva y tendrá por efecto que no se ejecute o cese inmediatamente, según sea el caso.  El órgano jurisdiccional de amparo tomará las medidas que aseguren que el quejoso no evada la acción de la justicia, entre ellas, la obligación de presentarse ante la autoridad que solicitó el arraigo y ante quien concedió la suspensión cuantas veces le sea exigido.

De acuerdo con las circunstancias del caso, la suspensión podrá tener como efecto que el arraigo se ejecute en el domicilio del quejoso.

Cuando el delito por el que se dictó la orden de arraigo sea considerado como grave, no procede la suspensión provisional. Excepcionalmente, de acuerdo con las circunstancias del caso, podrá concederse la suspensión definitiva.

MARIA DEL CARMEN PEREZ CERVANTES

APORTACIONES A LA PROPUESTA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, QUE FORMULA EN COLEGIO DE ABOGADOS DE MICHOACAN, A. C., PARA PRESENTARSE EN EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS, CONVOCADO POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, A CELEBRARSE EN LA CIUDAD DE MERIDA, YUCATAN, LOS DIAS 6, 7 Y 8 DE NOVIEMBRE DE 2000; SIGUIENDO LAS RECOMENDACIONES QUE SEÑALA LA GUIA TECNICA PARA LA PRESENTACION DE PONENCIAS, DISEÑADA POR LA COORDINACION GENERAL DE LA COMISION DE ANALISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Considerando que el debate de la propuesta de una Nueva de Ley Amparo, se encuentra en su fase final, tomando en cuenta que este proceso dio inicio, desde el mes de noviembre de 1999 y culminó el 15 de enero pasado, con la recepción de aproximadamente doscientas cincuenta aportaciones al respecto y que sirvieron para que la Comisión de análisis correspondiente, emitiera el proyecto de la propuesta que es materia de discusión en este Congreso Nacional de Juristas, prácticamente se trata de un documento terminado; Sin embargo, todavía es oportuno formular algunas sugerencias para que se consideren en la definición de la nueva ley de Amparo que es materia del proyecto que se presenta.

Resulta pues muy oportuno que la Ciudad de Mérida, Estado de Yucatán, se haya distinguido como sede de este Congreso Nacional de Juristas, en merecido homenaje al jurista por excelencia  Don Manuel Crescencio Rejón, que nació en esta hermosa provincia mexicana, hace más de cien años y que en la constitución yucateca de 1840, trazó las líneas fundamentales de nuestro juicio de amparo, por lo que no es fortuíto que hoy impulsados por esa rica herencia histórica y jurídica local, se discuta en este importante foro, la preservación, actualización y la vigencia de la institución jurídica denominada el Juicio de Amparo Mexicano.

En este sentido, encontramos que el proyecto sugiere una Ley de Amparo sencilla y práctica, de fácil acceso a los procedimientos que regula, que conserva la forma estructural de la Ley vigente, solamente aumentando su articulado, lo que la haría más explícita y además, considerando la ampliación de los términos que propone resulta ser mucha más accesible que la vigente, permitiendo un mejor acceso a la justicia, a favor siempre del gobernado dando lugar a un régimen mas fortalecido y democrático que le da vigencia a un estado de derecho.

Cabe recalcar que hay quienes se encuentran aún reacios a la creación de una nueva ley de amparo, por miedo tal vez a los resultados de tal hecho, pero cae puntualizar las palabras del destacado jurista argentino Augusto Mario Morello que en su libro El Justo Proceso, expresa: Una mala influencia del “espíritu de la profesión “, impide quebrar ciertos tabúes, hábitos rutinas, de suerte que lo nuevo se ahoga en la inercia de lo viejo. De tal forma lo importante no es cambiar algo, por el solo hecho de hacerlo, sino, a raíz de una mejora real y necesaria de nuestro sistema judicial, en donde la Ley Reglamentaria vigente de los artículos 103 y 107 de la Constitución General, ha quedado rezagada y con una multitud  de imperfecciones y vaguedades, que afortunadamente se pueden corregir y perfeccionar, todo a favor de los justiciables a quienes va destinada.

La necesidad de una nueva Ley es innegable, la realidad practica así lo demanda, el primer paso ya se ha dado, ahora solo habrá que afianzarlo y perfeccionarlo, por tal motivo, es necesario hacer las siguientes consideraciones:

PRIMERA.- Desde su artículo primero, el proyecto de la Nueva Ley es claro en su sentido innovador al abrigar, no solo las garantías individuales estipuladas hasta ahora en nuestro máximo ordenamiento, pues también y con justa razón se toman en consideración los derechos humanos en general que tratan los cinco Tratados Internacionales mas importantes, hasta ahora firmados por nuestro país, lo que a nuestro parecer es impreciso es que se limite a estos cinco tratados en especifico, en razón, de que el derecho es cambiante y en materia de tratados surgirán otros mas con posterioridad; pero que podrán incorporarse a nuestro sistema jurídico, sin ningún  obstáculo de orden legal que permita su adaptación a nuestro sistema de control constitucional, rango al que corresponden esta categoría de tratados.

SEGUNA.-
De inicio se dispone que prevalecen las dos vías de tramitación del juicio de amparo, directa e indirecta, reafirmando su estructura fundamental que históricamente lo han caracterizado, en atención ha que mediante el mismo se resuelven una serie de cuestiones que en otros ordenamientos, se tramitan mediante varios proceso. Es evidente que estas dos formas de substanciación del procedimiento, determinan y agotan al amparo, empero también es innegable que en nuestro juicio de amparo se protegen todas las garantías que la constitución consagra, esto en la Ley de Amparo vigente, pero con la propuesta del artículo primero del proyecto en comento, se establecen no sólo estas prerrogativas, sino también los derechos humanos que consideran en los cinco Tratados Internacionales especificados, por tanto y en razón de los derechos a tutelar, es necesario incluir otras formas de protección de esos derechos eficaces y acordes con los mismos, por sus características particulares, tal es el caso del Amparo habeas corpus, mismo que no se tomo en cuenta en el actual proyecto, atendiendo a aspectos tradicionalistas e históricos, muy válidos, sin embargo, debemos reconocer que existen dos posturas al respecto, a saber, la que se arraiga al amparo puro de corte nacional, y el amparo evolucionado que contiene y engloba una serie de instituciones, que mientras contengan beneficios a favor de la persona humana y jurídica, deben en nuestro criterio acogerse en este ordenamiento, y así pues, no es del todo convincente el criterio  que sostiene la comisión redactora del proyecto, para no considerar esta institución y la del amparo casación, porque si se quiere, se puede conservar el nombre tradicional, pero lo importante es la eficaz protección de los derechos y no el nombre, ni la forma de protegerlos. En ese mismo sentido, sin necesidad de una denominación especifica que sea contraria a la denominación de amparo en nuestro sistema jurídico, existe la posibilidad de incluir estas instituciones en el actual proyecto.   

TERCERO.- Con respecto a la forma de constituir jurisprudencia, se expresa que deberá conformarse ya no con cinco tesis, sino solo con tres tesis, atendiendo a que se facilitaría establecer jurisprudencia de una forma más sencilla, estableciendo que los criterios deban ser fijados resolviendo en tres sesiones distintas, para un anális mas exhaustivo y evitar así la creación de tesis al vapor, pero habrá que considerar, que con la reducción del número de precedentes, crecerá el número de  jurisprudencias, y por tanto existe la necesidad de hacer un recuento de las existentes comparándolas con las de reciente creación  para evitar que existan contradicciones que desemboquen en un caos de relevancia en nuestro sistema jurídico, en concreto tanto la Suprema Corte como los Tribunales Colegiados de Circuito, no solo deben tomar en cuenta las tres tesis existentes en un mismo sentido, sino también las tesis anteriores que aunque contradictorias existan al respecto, para crear una jurisprudencia que sea basta, concreta pero lo suficientemente explícita, para su mejor comprensión y en llegados casos pueda ser interpretada en un mismo sentido, evitando contradicciones innecesarias e indeseadas.     

CUARTA.- En cuanto a la tendencia considerada en la propuesta consistente en que los actuales Tribunales Unitarios de Circuito se conviertan en colegiados de apelación, consideramos que ante la falta de justificación para modificar su actual estructura, esta debe quedar intacta, es decir, en Tribunales Unitarios, a fin de no incrementar mas la carga  económica del Estado en este sector, y atendiendo además a que las resoluciones emitidas por estos tribunales unitarios  son recurribles en vía de amparo, en las condiciones actuales de la ley correspondiente, circunstancia procesal que deberá  prevalecer de acuerdo a la propuesta en debate.  

QUINTA.- Por otro lado, la sencillez de la ley en proyecto es motivo de una manifiesta preocupación de los abogados postulantes, ante el riesgo de verse desplazados en la demanda de sus servicios profesionales, respecto a lo establecido en el Artículo 23 del proyecto, cuyo contenido en esencia coincide con el 27 de la Ley vigente, que se refiere a que el agraviado y el tercero interesado podrán autorizar para oír notificaciones a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, desistir de las mismas, alegar en las audiencias y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá  sustituir o delegar dichas facultades a un tercero. Este mismo precepto previene la excepción a esta regla  al señalar que en las materias civil, mercantil, laboral o administrativa, la persona autorizada, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y se proporcionaran los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización. Y por último en el párrafo final se establece que las partes también podrán autorizar sólo para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal.

Ciertamente se considera en este precepto que en tratándose de asuntos laborales el autorizado se encuentre autorizado para ejercer la profesión de abogado, circunstancia que en la Ley vigente no se considera en esta materia, sin embargo, en nuestro concepto los alcances de la propuesta resulta insuficiente, toda vez que debe establecerse como regla general que en todos los negocios que se ventilen en materia de amparo, las partes, deben asesorarse por personas legalmente autorizadas para ejercer la profesión del licenciado en derecho, sin que esta determinación contravenga a la norma constitucional por lo que ve a la excepción en materia penal, que data desde 1917, con el constituyente de Querétaro e incluso el texto actual de la fracción IX del artículo 20 constitucional, establece que el detenido tendrá derecho a una defensa adecuada, por sí, por abogado, o por persona de su confianza, es decir,  el propio texto de la Carta Magna, contempla el derecho del detenido a una defensa adecuada y desde luego, debemos interpretar que para que estos extremos puedan cumplirse, es fundamental que el defensor cuente con título de abogado, además considerando el espíritu originario del constituyente, al dejar abierta la posibilidad de que cualquier persona pudiera asumir la defensa de un detenido, obedeció a la carencia que en aquel entonces, existía de profesionales del derecho y que con el afán de que nadie quedara sin defensa así lo estableció en la norma constitucional, empero, en nuestros tiempos existe el número suficiente de abogados en toda la geografía nacional, por lo que debe adecuarse la ley atendiendo a la nueva realidad en materia de administración de justicia por lo que es imperativo, que atendiendo a la posibilidad dada por la propia Constitución General de la República, sea a través de las leyes reglamentarias que de ellas emanan, a través de las cuales se establezca esa prerrogativa, que seguramente vendría a redundar en beneficio de los justiciables y en una efectiva  administración e impartición de justicia y desde luego, con está medida se habrá de proteger el ejercicio libre de la profesión de abogado, frente al riesgo de que esta profesión, se vea invadida en su esfera profesional por personas extrañas al ámbito jurídico, que sin tener los conocimientos técnico-jurídicos suficientes, que exige el ejercicio de esta noble profesión, puedan participar en asuntos con los costos sociales y económicos  que ello implica, derivando además en el deterioro de la abogacía y de las propias instituciones oficiales principalmente del medio jurídico.

Así pues, los abogados michoacanos nos pronunciamos por la defensa de nuestra profesión para el efecto de que el artículo 23 del proyecto de Ley de amparo, establezca que las partes relacionadas con todos los procedimientos regulados por esta Ley, cuenten con la asesoría de personas legalmente autorizadas para ejercer la profesión de abogado, esto como regla general en dicha ley reglamentaria.

SEXTA.- Por último llama la atención el artículo primero transitorio, que dispone la entrada en vigencia de la nueva ley de Amparo, estableciendo un plazo de seis meses posteriores a su publicación, circunstancia que es acertada y al respecto, proponemos que este lapso se aplique, aprovechándose en la publicidad real y efectiva de su contenido y sus alcances, para lograr con ello que esta legislación tenga eficacia en su aplicación.

LIC. FABIAN PEREZ MALDONADO

PRESIDENTE DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE

 MICHOACAN, A.C.

ANÁLISIS DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

Lic. Pablo Enrique Reyes Reyes

El presente análisis se circunscribe al Título I, Reglas Generales, Capítulo V, Competencia, Sección I, Reglas de Competencia, artículo 38, que a la letra establece:

El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento:

I. Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

II. Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad;  y

III. Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes.

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.

De la simple lectura del artículo transcrito se colige que la atracción de un juicio de amparo directo o en revisión depende del ejercicio discrecional que el Pleno de la Corte realice, en atención al interés y a la trascendencia del caso concreto.  Y siendo más específicos, depende de que un ministro haga ese planteamiento al Pleno.  Es decir, son dos momentos:  uno en el que el ministro considera si un asunto es relevante y lo plantea a la Corte; y otro en el que la Corte resuelve si requieren al tribunal colegiado los autos, a efecto de estudiar el expediente y, una vez realizado el estudio, resolverán si se ejerce la facultad de atracción y si actualizan los extremos de interés y trascendencia a que alude al artículo que se comenta.

Asimismo, se observa que sólo los ministros pueden solicitar al Pleno de la Corte que se ejerza dicha facultad.

Por otra parte, debemos tomar en cuenta los acuerdos 6/99 y 10/00 emitidos por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consistentes, básicamente, en que los juicios de amparo directo o en revisión en los que se alegue la constitucionalidad de una ley local o reglamentos federales y locales, serán resueltos por los tribunales colegiados de circuito correspondientes a la demarcación territorial donde se hubiere dictado la resolución impugnada.

Así las cosas, tenemos como primera conclusión que el análisis de la constitucionalidad de leyes locales y de reglamentos –federales y locales, lo realizarán los tribunales colegiados competentes; y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, excepcionalmente, podrá ejercer su facultad de atracción, a instancia de algunos de sus ministros.

Ahora bien, y buscando ser sintéticos en la presente exposición, consideramos que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe ser un tribunal al cual puedan acceder todos los justiciables.  No cabe duda que el prestigio de los ministros hace que los ciudadanos quieran y demanden ser atendidos por el máximo tribunal del país.  El artículo 17 constitucional debe ser traducido como aquella garantía a la jurisdicción del Estado a favor de los gobernados;  y, por ende, deben existir mecanismos jurídicos que el gobernado pueda incoar o utilizar para acceder al máximo tribunal.

La redacción que se proyecta del artículo 38, impide que un ciudadano común y corriente, que para él el asunto que se trata es de la máxima importancia, donde tal vez esté en juego su patrimonio, su vida, su familia, la posibilidad de vivir con sus hijos, de que el erario público se maneje adecuadamente o evitar excesos y abusos por parte de los funcionarios públicos; y además se ataque la constitucionalidad de una ley o reglamento, sea atendido por el máximo tribunal.

Hacemos la aclaración que no buscamos que la Corte resuelva todos los juicios de amparo, porque materialmente sería imposible.  Lo que pretendemos es:

1) que la naturaleza de Tribunal Constitucional que se ha otorgado a la Corte Suprema sea plena, es decir, que sea la Corte, en exclusiva, el órgano que resuelva problemas de constitucionalidad de leyes y reglamentos, ya locales, ya federales.  Sabemos que la función esencial de todo tribunal constitucional es dictar sentencias o pronunciamientos respecto de la constitucionalidad de las leyes, ya sean federales, estatales, autonómicas o municipales, dependiendo la forma de Estado de que se trate.  Al renunciar la Corte a esa función, no sólo se refleja como un órgano selectivo, sino que en términos prácticos permitirá que los ejecutivos estatales ejerzan presión sobre los miembros de la judicatura federal para proteger sus intereses, como más adelante se detalla;

2) que cualquier gobernado tenga el derecho a ser oído por el máximo tribunal, cuando su asunto lo amerite y se controvierta, además, la constitucionalidad de una ley o reglamento, federales o estatales.

En términos concretos lo que proponemos es que los órganos legitimados para solicitar al Pleno ejerza la facultad de atracción se amplíen (el proyecto únicamente faculta a los ministros);  de esa manera, debe preverse la posibilidad de que en ciertos casos –habría que establecer lineamientos generales de qué casos- se permita al quejoso solicitar a un ministro que determine si es de proponerse al Pleno el ejercicio de la facultad de atracción.  Y que tal ministro instructor, con plenitud de jurisdicción, determine si es procedente la solicitud planteada, siendo inatacable la resolución que al efecto emita.  Y que en el caso que resulte fundada y procedente, el ministro instructor continúe con el trámite que ya se tiene establecido en el proyecto que se comenta.

De esa manera se estaría dando cumplimiento al artículo 17 constitucional, en concordancia con el 94 de la propia Ley Fundamental.  Asimismo, se evitaría el elitismo que en un momento dado podría adquirir la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la selección de asuntos para su conocimiento.

Además, debe tomarse en cuenta nuestra realidad política y los vicios de “regionalismos” o “caciquismos” locales que todavía vivimos en esta democracia inacabada;  es probable que el Ejecutivo de la entidad de donde se expidió la ley reclamada –porque reiteramos que en la modificación que se propone debe estar controvertida la constitucionalidad de una norma general-, moverá la maquinaria estatal y utilizará los recursos políticos y de otra índole para influir, presionar, cooptar o coaccionar a los magistrados del tribunal colegiado de circuito competente, que de hecho viven en la propia entidad, para que resuelvan a favor de los intereses del gobierno.

Esta situación será real y provocará la “convalidación” de violaciones a la Constitución Federal realizadas por las legislaturas locales o por los ejecutivos estatales.

Por otra parte, si bien es cierto que el artículo 94 constitucional faculta a la Corte a expedir acuerdos generales como los referidos con anterioridad y que la nueva ley de amparo permitiría esa facultad de atracción discrecional que se comenta, también es cierto que esa facultad no puede convertirse en un subterfugio legal para remitir asuntos de constitucionalidad a diversos órganos que no tengan la naturaleza de tribunales constitucionales.

No desconocemos que el sistema que propone el proyecto de Ley de Amparo en cuestión ha sido adoptado, ciertamente con éxito, en otras latitudes;  pero también comprendemos el reclamo de justicia de la sociedad mexicana.  Ya Enrique Krauze, en ese libro titulado Una democracia sin adjetivos, sostenía que lo que necesita nuestro país son actos de justicia claros, firmes y constantes.  La sociedad debe sentir suyos los tribunales del país;  debe sentir suya la Suprema Corte;  debe saberse con derecho a acudir a los órganos jurisdiccionales y que, en ciertos casos, sea escuchado por el máximo tribunal.

Por otra parte, debe advertirse que en ocasiones el quejoso prefiere esperar más tiempo a que se resuelva su asunto, pero sabiendo que los juzgadores tienen las capacidades (objetivas y subjetivas) suficientes y necesarias para dictar una resolución no sólo legal, sino justa.

En ese contexto también se destaca la necesidad de contar con uniformidad en los criterios jurisdiccionales, máxime con las modificaciones a la conformación de jurisprudencia que se proponen en el proyecto de Ley que estamos comentando.

Así, en el esquema que proponemos, al solicitar –el quejoso- a un ministro (instructor) considere su caso para que a su vez, éste plantee a la Corte ejerza la facultad de atracción, en su promoción deberá manifestar su conformidad con el tiempo que en exceso se deba tomar el ministro para emitir su resolución y, en su momento, el tiempo que tome la Corte para emitir la suya.

Por lo anterior, se propone como redacción del artículo 38 que se comenta la siguiente:

El pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá ejercer la facultad de atracción para conocer de un amparo directo o en revisión, que corresponda resolver a los tribunales colegiados de circuito, cuando por su interés y trascendencia lo ameriten, de conformidad con el siguiente procedimiento:

I. Recibida la petición hecha por el promovente del amparo directo o de la revisión, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación turnará la solicitud al ministro instructor, quien resolverá dentro de los cinco días siguientes lo que haya lugar.  La resolución que declare improcedente o infundada la petición será definitiva e inatacable;  la resolución que la declare procedente tendrá como efectos que el ministro plantee el caso al Pleno de la Corte de conformidad con las siguientes fracciones;

II.- Planteado el caso por cualquiera de los ministros, el pleno acordará si procede solicitar los autos al tribunal colegiado de circuito de amparo, en cuyo caso, previa suspensión del procedimiento, éste los remitirá dentro del plazo de tres días siguientes a la recepción de la solicitud;

III.- Recibidos los autos se turnará el asunto al ministro que corresponda, para que dentro del plazo de quince días formule dictamen a efecto de resolver si se ejerce o no dicha facultad;  y

IV.- Transcurrido el plazo anterior el dictamen será discutido por el tribunal pleno dentro de los tres días siguientes.

Si el pleno decide ejercer la facultad de atracción se avocará al conocimiento, en caso contrario, devolverá los autos al tribunal de origen.

PABLO ENRIQUE REYES REYES

SR. MINISTRO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS,

COORDINADOR DE LA COMISIÓN PARA LA ELABORACIÓN DE PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

PINO SUÁREZ No. 2, TERCER PISO, PUERTA 4063,

COLONIA CENTRO, DELEGACIÓN CUAUHTÉMOC,

MÉXICO, DISTRITO FEDERAL.

C.P. 06065

T E M A :

EL CUMPLIMIENTO DE LAS EJECUTORIAS DE AMPARO.

VOY A INTENTAR ABORDAR UN TEMA QUE TIENE  MUCHA VIGENCIA EN EL ÁMBITO JURÍDICO, TANTO A  NIVEL DE LEY DE AMPARO, COMO  A NIVEL DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO.

PUES BIEN,  ANTES DE ABORDAR CON PROFUNDIDAD  EL TEMA SELECCIONADO POR EL SUSCRITO, CONSIDERO PERTINENTE TENER EN CUENTA LAS SIGUIENTES  CONSIDERACIONES Y ANTECEDENTES.  TODO SER HUMANO, POR EL SOLO HECHO DE SERLO, ASPIRA A LA FELICIDAD Y EN SU DETERMINACIÓN DE ALCANZARLA SE FIJA METAS CUYO LOGRO CONSIDERA QUE LA HARÁ EFECTIVA. LA FINALIDAD QUE CADA UNO SE PLANTEE SERÁ DIFERENTE, LÓGICAMENTE, PUES LA ELECCIÓN DEPENDE DE SU VOCACIÓN O NATURAL MANERA DE SER, PERO EL INCENTIVO DE TODOS ES ESA BÚSQUEDA, CONSCIENTE O INCONSCIENTE DE LA FELICIDAD, YA QUE SÓLO UN SER ANORMAL ACTÚA SIN FINALIDAD ALGUNA, SÓLO DEAMBULA.

DECÍA ARISTÓTELES QUE EN EL MUNDO FLOTAN, COMO SI FUERAN NUBES, LOS VALORES; LA BELLEZA, LA JUSTICIA, LA BONDAD, LA SANTIDAD. CADA UNO DE NOSOTROS, SEGÚN SU DESEO, ES IMPULSADO POR EL AFÁN DE ATRAPAR LA FELICIDAD, CAMINA SUS PASOS HACIA LA REALIZACIÓN DE ALGUNO DE ELLOS Y ASÍ IMPENSADAMENTE ESTRUCTURA SU PERSONALIDAD.

EL HOMBRE ES ALGO REAL, PARTICIPANTE DE LAS LEYES DE LA REALIDAD Y POR ELLO TIENE MUCHO EN COMÚN CON LOS DEMÁS HOMBRES, PERO AL MISMO TIEMPO ES DIFERENTE A ELLOS PORQUE TIENE UNA CONEXIÓN METAFÍSICA CON EL MUNDO DE LOS VALORES, PORQUE ESTÁ EN COMUNICACIÓN DIRECTA CON SU IDEALIDAD. CADA UNO DE LOS SERES HUMANOS TENEMOS UN IDEAL, Y EN LA BUSCA DE ESE IDEAL VA DEFINIENDO SU PERSONALIDAD, MARCANDO ASÍ LA DIFERENCIA CON LOS DEMÁS SERES HUMANOS. 

PERO ESA PERSONALIDAD QUE SE ESTRUCTURA EN LA VIDA, NO SE DESENVUELVE SIN QUE HAYA LIBERTAD, LIBERTAD DE PENSAR Y LIBERTAD DE ACTUAR, LUEGO SE HACE NECESARIO PARA SUJETAR A CADA UNO Y EVITAR INTROMISIONES, QUE HAYA UNA SERIE DE NORMAS,  DE REGLAS QUE ENCAUCEN NUESTRA VIDA, QUE LIMITEN NUESTRA LIBERTAD EN BENEFICIO DE LA LIBERTAD DE LOS DEMÁS Y ES  ÉSTA PRECISAMENTE LA JUSTIFICACIÓN DEL DERECHO.

SIN EMBARGO, NO DEBE SER UNA CREACIÓN CAPRICHOSA DEL ESTADO, PUES POR EL CONTRARIO DEBE SER SIEMPRE EL RESULTADO DE LAS NECESIDADES DE LA COLECTIVIDAD  PARA LO CUAL SE LEGISLA, Y LOS DERECHOS QUE DEBE RESPETAR TODA AUTORIDAD CONSTITUYEN LAS GARANTIAS INDIVIDUALES.

AHORA BIEN,  ES NECESARIO UN MEDIO DE DEFENSA QUE PERMITA AL GOBERNADO ENFRENTARSE A LOS DESMANES DEL PODER PÚBLICO, Y OBLIGARLO A QUE ÉL TAMBIEN RESPETE LOS MANDATOS CONSTITUCIONALES, Y ES ASÍ COMO SURGE EL JUICIO DE AMPARO, COMO MEDIO DE DEFENSA DEL GOBERNADO FRENTE A LAS ARBITRARIEDADES DEL GOBERNANTE. EL AMPARO VIENE A CONSTITUIR EL GUARDIÁN DEL DERECHO Y DE LA CONSTITUCION.

AHORA BIEN,  TOMANDO EN CONSIDERACION QUE LAS SENTENCIAS  QUE OTORGAN EL AMPARO Y LA PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL, TIENEN POR OBJETO RESTITUIR AL AGRAVIADO EN EL PLENO GOCE DE LA GARANTÍA VIOLADA, O EN EL DISFRUTE DEL DERECHO QUE PARA ÉL SE DERIVA DEL SISTEMA FEDERAL, QUE DELIMITA LAS ESFERAS DE COMPETENCIA ENTRE LA FEDERACION Y LOS ESTADOS, QUE HAYA SIDO INFRINGIDO POR UN ACTO DE AUTORIDAD, RESTABLECIENDO LAS COSAS AL ESTADO EN QUE SE ENCONTRABAN ANTES DE LA VIOLACION, SI EL ACTO RECLAMADO ES DE CARÁCTER POSITIVO; U OBLIGAR A LA AUTORIDAD A ACTUAR EN EL SENTIDO DE RESPETAR LA GARANTÍA DE QUE SE TRATE Y A CUMPLIR LO QUE ÉSTA EXIJA, SI EL ACTO RECLAMADO ES DE CARÁCTER NEGATIVO. ES DECIR, LA SENTENCIA QUE CONCEDA EL AMPARO DEBE PRODUCIR COMO EFECTO, YA QUE ÉSTE ES SU OBJETIVO, LA DESTRUCCION DEL ACTO AUTORITARIO RESPECTO DEL CUAL FUE CONCEDIDO, SI DICHO ACTO CONSTITUYÓ UNA ACTUACIÓN, UNA CONDUCTA ACTIVA, O EL FORZAR A LA AUTORIDAD RESPONSABLE A ACTUAR, SI LO QUE DE ELLA SE COMBATIÓ ES UNA OMISIÓN, Ó UNA ABSTENCIÓN DE REALIZAR DETERMINADA CONDUCTA.

ASÍ PUES, DEBEMOS  ANALIZAR EL EFECTO Y LA INTENCIÓN QUE SE PRETENDE CON LA SENTENCIA QUE SE DICTA. SI ESTAMOS HABLANDO DE UNA SENTENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO, DEBE DE CUMPLIR CON SU OBJETIVO, ESTO ES, PRODUCIR EL EFECTO DESEADO DE COMBATIR Y DESTRUIR EL ACTO DE AUTORIDAD QUE ESTÁ VIOLANDO UNA GARANTÍA CONSAGRADA EN LA CONSTITUCIÓN.

LA ACCIÓN  DE LA JUSTICIA FEDERAL SE VERÁ REALMENTE PLASMADA EN EL EFECTO QUE SE LE PALPE A LA SENTENCIA EN COMENTO, SEGÚN SEA EL CASO, DEBERÁ SER EN LA CONDUCTA ACTIVA DE LA AUTORIDAD, O EL DE OBLIGAR A LA AUTORIDAD A QUE SE ACTÚE, SI LO QUE SE COMBATIÓ FUE UNA OMISIÓN, O UNA ABSTENCIÓN DE REALIZAR TAL O CUAL CONDUCTA.

SI ESTIMAMOS QUE EL FIN QUE SE PERSIGUE CON EL PRONUNCIAMIENTO DE UNA SENTENCIA, ES QUE EL QUEJOSO SE VEA PROTEGIDO POR LOS BENEFICIOS QUE LE CONCEDE LA LEY DE AMPARO Y CATEGÓRICAMENTE EL ARTÍCULO 104, ESTABLECE, QUE TAN PRONTO COMO LA SENTENCIA CAUSE EJECUTORIA EL JUEZ DE DISTRITO, LA AUTORIDAD QUE HAYA CONOCIDO DEL JUICIO EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 37, O EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, EN SU CASO, LA COMUNICARÁ… POR OFICIO Y SIN DEMORA ALGUNA… SIN PERJUICIO DE COMUNICARLA ÍNTEGRAMENTE… A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES PARA SU CUMPLIMIENTO, EN LA INTELIGENCIA DE QUE EN EL PROPIO OFICIO EN QUE SE HAGA LA NOTIFICACION… SE LE PREVENDRÁ DE QUE INFORMEN SOBRE EL CUMPLIMIENTO QUE SE DÉ AL FALLO DE REFERENCIA.

DEBEMOS ANALIZAR LA INTENCIÓN DEL LEGISLADOR DE PROTEGER LA OBLIGATORIEDAD DE QUE LA SENTENCIA SEA OBEDECIDA, Y QUE PREVIENE: “QUE SI DENTRO DE LAS VEINTICUATRO HORAS SIGUIENTES A SU NOTIFICACIÓN, A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, NO QUEDA CUMPLIDA DE INMEDIATO, CUANDO LA NATURALEZA DEL ACTO LO PERMITA SU CUMPLIMIENTO INMEDIATO, O EN VÍAS DE EJECUCIÓN, SI SU CUMPLIMIENTO NO FUERE POSIBLE, QUE LOS ÓRGANOS DE CONTROL REQUERIRÁN, DE OFICIO O A PETICIÓN DE LAS PARTES AL SUPERIOR INMEDIATO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, Y SI NO TUVIERE SUPERIOR SE LE HARÁ DIRECTAMENTE”.

ESTABLECE TAMBIÉN, QUE EN EL SUPUESTO DE QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO CUMPLIERA CON LA OBEDIENCIA QUE DEBE A LA SENTENCIA PRONUNCIADA, REMITIRÁN EL EXPEDIENTE A LA SUPREMA CORTE  DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA LOS EFECTOS DEL ARTÍCULO 107, FRACCION XVI, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, PARA QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE SEA SEPARADA INMEDIATAMENTE DE SU CARGO Y CONSIGNADA AL JUEZ DE DISTRITO QUE CORRESPONDA.

DE LO ANTERIOR, DEBEMOS ENTENDER LA OBLIGATORIEDAD Y NECESIDAD DE QUE LA SENTENCIA SEA ESTRICTAMENTE CUMPLIMENTADA EN SUS TÉRMINOS, SIN EXCUSAS Y SIN DEMORA POR QUIENES DEBAN O TENGAN LA ESTRICTA OBLIGACIÓN DE CUMPLIRLA.

EL PROPIO JUZGADOR, SEA JUEZ DE DISTRITO O MAGISTRADO, DEBERÁ TENER LA PREOCUPACIÓN CONSTANTE DE HACER QUE SE DÉ CUMPLIMIENTO CABAL A SU RESOLUCION, POR LOS MADIOS QUE LE CONCEDE LA LEY PARA ELLO, INCLUYENDO EL USO DE LA FUERZA PÚBLICA, CON LAS EXCEPCIONES QUE LA MISMA LEY SEÑALA, EN EL CASO DE QUE SE DEBA DAR CUMPLIMIENTO A LA EJECUTORIA Y AQUÉLLOS EN QUE LA EJECUCIÓN CONSISTA EN DICTAR NUEVA RESOLUCIÓN EN EL EXPEDIENTE O ASUNTO QUE HAYA MOTIVADO EL ACTO RECLAMADO, MEDIANTE EL PROCEDIMIENTO QUE ESTABLEZCA LA LEY.

TAN ES DE CONSIDERARSE LA NECESIDAD DE QUE SE CUMPLA LA SENTENCIA, QUE INCLUSIVE LA LEY PREVÉ QUE SE DEBE DE EJECUTAR AÚN EN CONTRA DE TERCEROS DE BUENA FE, SEGÚN LO HA ESTABLECIDO LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, EN TESIS JURISPRUDENCIALES DONDE SE ESTABLECE QUE TRATÁNDOSE DEL CUMPLIMIENTO DE UN FALLO QUE CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, NI AÚN LOS TERCEROS QUE HAYAN ADQUIRIDO DE BUENA FE DERECHOS QUE SE LESIONEN CON LA EJECUCIÓN DEL MISMO; QUE NO ES OBSTÁCULO PARA EL CUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA DE AMPARO, EL QUE LA EJECUCIÓN DE LA MISMA PUEDA AFECTAR INTERESES DE TERCEROS EXTRAÑOS, DERIVADOS DEL DERECHO DE ALGUNA DE LAS PARTES QUE CONTENDIERON EN EL AMPARO, ETC.

LO ANTERIOR NOS MUESTRA LA IMPOSTERGABLE OBLIGACIÓN  DE CUMPLIMENTAR LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA, NO OBSTANTE LO DESAGRADABLE Y PENOSO QUE RESULTA AFECTAR A UN TERCERO DE BUENA FE, QUIEN TIENE QUE SUFRIR LAS CONSECUENCIAS DE UNA SENTENCIA PRONUNCIADA EN UN JUICIO AL QUE FUE AJENO Y EN EL QUE RESULTÓ PERJUDICADO; SIN EMBARGO ASÍ TIENE QUE ACEPTARSE, EN LA NECESIDAD DE QUE CUMPLA CON EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

AUNQUE TAMBIÉN ES MENESTER ACEPTAR QUE EN ALGUNOS CASOS RESULTA EXTREMADAMENTE DIFÍCIL O HASTA IMPOSIBLE LOGRAR LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO, COMO LO CONSAGRA YA NUESTRA LEY, ESTANDO EN EL CASO DE UNA EJECUCIÓN SUBSTITUTA, SOBRE TODO EN MATERIA AGRARIA, QUE ES TAL VEZ EN DONDE CON MAS FRECUENCIA, SUCEDE LA DIFICULTAD, PARTICULARMENTE CUANDO SE TRATA DE DESALOJO DE CAMPESINOS DE ALGUNA PORCIÓN DE TIERRA. 

DE IGUAL MANERA DEBE DIFERENCIARSE Y ATENDERSE EN EL CASO EN QUE SE DA LA RESTITUCIÓN DEL ACTO RECLAMADO, POR PARTE DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, O SI SE ESTÁ EN EL SUPUESTO DEL INCUMPLIMIENTO; SUPUESTO ESTE EN EL QUE ESTARÍAMOS ANTE UN DESACATO A LA SENTENCIA, NO A UNA RESTITUCIÓN DEL ACTO.

POR LO ANTERIOR, DEBEMOS DE CONSIDERAR QUE DE NO LOGRARSE  UNA FÓRMULA QUE DEMUESTRE QUE REALMENTE NOS LLEVA A UNA EJECUCIÓN RÁPIDA Y EXPEDITA DE LA EJECUTORIA DE AMPARO NO SE ESTÁ CUMPLIENDO CON EL COMETIDO QUE SE HA PROPUESTO, PROPICIANDO UN ESTADO DE INDEFENSION Y, LO  MÁS GRAVE, PARA EL ESTADO DERECHO  ES LA IMPUNIDAD, QUE DE ESTA MANERA QUEDA MÁS QUE MANIFIESTA. POR ELLO SE HACE NECESARIO QUE SE ESTABLEZCA UNA FÓRMULA QUE PERMITA QUE LOS EFECTOS  DE LA SENTENCIA SE CUMPLAN, TOMANDO EN CUENTA LOS ASPECTOS A LOS QUE SE HA HECHO MENCIÓN, EL SUSCRITO SE PERMITE ELABORAR LA PRESENTE PONENCIA CON LAS SIGUIENTES PROPUESTAS, TODAS ELLAS RELACIONADAS CON EL TÍTULO TERCERO DEL PROYECTO DE LA LEY DE AMPARO:

EN CUANTO AL ARTÍCULO 191, DEL CAPÍTULO I, SE PROPONE: SE AGREGUE UN PÁRRAFO EN EL QUE SE PRECISE LA CUANTÍA DE LA MULTA QUE DEBERÁ IMPONERSE A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, MISMA QUE EN MI CONCEPTO DEBE SER DE CINCUENTA A DOSCIENTOS CINCUENTA DÍAS MULTA.

EN CUANTO AL ARTÍCULO 192, SE PROPONE CON EL SIGUIENTE TEXTO:

SI A PESAR DE LOS REQUERIMIENTOS ANTERIORES, NO SE OBEDECIERE LA EJECUTORIA, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO IMPONDRÁ UNA MULTA AL SUPERIOR DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE  Y HARÁ LA DECLARATORIA EN EL SENTIDO DE QUE EXISTE INCUMPLIMIENTO, Y PROCEDERÁ EN LOS TÉRMINOS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XVI, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. ESTA DETERMINACIÓN PODRÁ IMPUGNARLA LA AUTORIDAD RESPONSABLE DENTRO DEL TÉRMINO DE CINCO DÍAS POSTERIORES A SU NOTIFICACIÓN, Y LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL REMITIRÁ LOS AUTOS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA SU REVISIÓN, QUIEN PODRÁ CONFIRMARLA O REVOCARLA.

EN CUANTO AL ARTÍCULO 193 DEL MISMO CAPÍTULO, SE PROPONE: SE CAMBIE LA PARTE FINAL, Y EN SU DEFECTO DIGA:

SI LA TIENE POR INCUMPLIDA, PROCEDERÁ EL ÓRGANO JURISDICCIONAL EN LOS TÉRMINOS QUE ESTABLECE LA FRACCIÓN XVI, DEL ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN, PUDIENDO SER IMPUGNADA DICHA DETERMINACIÓN EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO QUE ANTECEDE.

SE PROPONE LA SUPRESIÓN DEL TEXTO DEL ARTÍCULO 196, PARA QUE EN SU DEFECTO DIGA:

RECIBIDOS LOS AUTOS EN LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, ÉSTA DICTARÁ LA RESOLUCIÓN QUE CORRESPONDA, CONFIRMANDO O REVOCANDO LA RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL.

EN CUANTO AL CAPÍTULO II, DEL ARTÍCULO 197, PÁRRAFO SEGUNDO, SE PROPONE QUE ESTE ÚLTIMO SE SUPRIMA, PARA QUEDAR DE LA SIGUIENTE MANERA:

HECHO LO ANTERIOR, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DICTARÁ RESOLUCIÓN DENTRO DE LOS TRES DÍAS SIGUIENTES. SI FUERE EN EL SENTIDO DE QUE EXISTIERE REPETIDO EL ACTO RECLAMADO, PROCEDERÁ EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 192.

SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJA SIN EFECTO EL ACTO QUE SE ESTIME REPETITIVO, ELLO NO LA EXIME DE RESPONSABILIDAD.

EN CUANTO AL ARTÍCULO 198, EN SU PÁRRAFO PRIMERO, SE PROPONE EL SIGUIENTE TEXTO:

RECIBIDOS LOS AUTOS, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EMITIRÁ RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME O REVOQUE LA DETERMINACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL.

SE PROPONE SE SUPRIMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 198 Y SUBSISTA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL CITADO NUMERAL.

EN CUANTO AL CAPÍTULO IV, SE PROPONE:

QUE SEA EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL EL QUE DECLARE CUMPLIDA LA EJECUTORIA MEDIANTE EL PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS AL QUEJOSO, PREVIA DETERMINACIÓN QUE EL MISMO HAGA RESPECTO DE LA FORMA Y CUANTÍA DE LA RESTITUCIÓN. 

DEBIENDO QUEDAR EL ARTICULADO DEL CAPÍTULO IV, DE LA SIGUIENTE MANERA:

ARTÍCULO 202. INTOCADO.

ARTÍCULO 203. CUANDO LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA AFECTE GRAVEMENTE A LA SOCIEDAD EN MAYOR PROPORCIÓN A LOS BENEFICIOS QUE PUDIERE OBTENER EL QUEJOSO, ÉSTE PODRÁ SOLICITAR AL ÓRGANO JURISDICCIONAL DISPONER DE OFICIO SU CUMPLIMIENTO OPORTUNO.

LOS PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO QUEDARÁN INTOCADOS.

SE ANEXARÁ UN CUARTO PÁRRAFO CON EL SIGUIENTE TEXTO:

DETERMINADA LA FORMA Y CUANTÍA DE LA RESTITUCIÓN, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL REQUERIRÁ A LA RESPONSABLE PARA QUE EN UN TÉRMINO DE DIEZ DÍAS DÉ CUMPLIMIENTO DE MANERA VOLUNTARIA, Y DE NO HACERLO, TRANSCURRIDO DICHO TÉRMINO SE PROCEDA A EMBARGARLE BIENES QUE GARANTICEN TRES TANTOS DE LA CUANTÍA DE LA RESTITUCIÓN DETERMINADA.

EN CUANTO AL CAPÍTULO V, ARTÍCULO 207, SE PROPONE QUE SEA DEL TEXTO SIGUIENTE:

SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITE CUMPLIR CABALMENTE LA SENTENCIA QUE ESTABLECE LA EXISTENCIA DEL EXCESO O DEFECTO, DENTRO DE LAS VEINTICUATRO HORAS SIGUIENTES, EN EL CASO DE LA FRACCIÓN I, DEL ARTÍCULO 205 O EN LOS DEMÁS CASOS DENTRO DE LOS TRES DIAS A QUE HAYA CAUSADO ESTADO LA RESOLUCIÓN, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL PROCEDERÁ EN LOS TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DETERMINACIÓN QUE PUEDE SER IMPUGNADA POR LA RESPONSABLE DENTRO DEL TÉRMINO DE CINCO DÍAS, PARA QUE CONOZCA LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, LA CUAL PODRÁ CONFIRMAR O REVOCAR DICHA DETERMINACIÓN.

EN ESPERA DE QUE MI MODESTA APORTACIÓN SEA DE UTILIDAD, ME ES GRATO TRANSMITIR UN RECONOCIMIENTO A LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE LA ELABORACIÓN DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO; ASÍ COMO A AQUELLOS JURISTAS QUE DE ALGUNA U OTRA MANERA HAN APORTADO SUS CONOCIMIENTOS PARA TAL FIN.

A T E N T A M E N T E .

MAGISTRADO EDUARDO RODRÍGUEZ ALVAREZ

5º. TRIBUNAL UNITARIO DEL XV CIRCUITO

TIJUANA, BAJA CALIFORNIA.

PONENCIA DE LA LICENCIADA MYRIAM DEL PERPETUO SOCORRO RODRIGUEZ JARA, JUEZ TERCERO DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES EN EL DISTRITO FEDERAL PARA EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS SOBRE EL ANALISIS DEL PROYECTO DE LA NUEVA LEY DE AMPARO. REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Esta ponencia versa sobre la modificación que se pretende hacer al Título Primero, “Reglas Generales”, Capítulo III, de los “Plazos”, Artículo 16, el cual dice:

ARTICULO 16. El plazo para presentar la demanda de amparo es de treinta días, salvo:

I. Cuando se reclame una norma general autoaplicativa, en que será de cuarenta y cinco días;

II. Cuando se reclame la sentencia condenatoria de un proceso penal, en que será de noventa días; 

III. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de posesión sujeto al régimen ejidal o comunal, en que será de noventa días; 

IV. Cuando el acto reclamado implique peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la incorporación forzosa al ejército armada o fuerza aérea nacionales, en que podrá presentarse en cualquier tiempo.

De la anterior transcripción, se advierte que los plazos para la presentación de la demanda de garantías se amplían, esto con la finalidad de hacer más accesible el juicio de amparo, incluso para aquellos gobernados que por escasez de recursos, carecen de una buena asesoría jurídica, en la mayoría de los casos sus promociones resultan extemporáneas.

Así vemos, que la regla general del término que fija la Ley de Amparo, que es de quince días, se duplica a treinta días; plazo que comienza a correr a partir del día siguiente al en que surta sus efectos, conforme la ley que rija el acto reclamado, la notificación del acto o resolución que se reclame, o bien, al en que haya tenido conocimiento de éste o se ostente sabedor del  mismo o de su ejecución.

Por otro lado, se aprecia que este proyecto contempla un plazo de cuarenta y cinco días para promover el juicio de amparo, cuando se trate de leyes autoaplicativas, el cual debe comenzar a contarse a partir del mismo día en que entre en vigor dicha ley. 

Luego, se observa que la proposición incluye un nuevo término para los gobernados que promueven el juicio de amparo contra una sentencia de carácter penal, que en su caso es condenatoria, fijándole como plazo para la presentación de la demanda, el de noventa días.

En el siguiente apartado, se le otorga un plazo igual al anterior para aquellos quejosos que reclamen actos de una autoridad, que pueden tener por efecto la privación parcial o total de los derechos de propiedad, posesión o disfrute de los derechos agrarios.

Y, finalmente se establece que, en tratándose de actos que impliquen privación de la vida, de la libertad fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 constitucional, así como la incorporación forzosa a cualquiera de las instituciones militares del país, la demanda de garantías puede presentarse en cualquier tiempo.

A juicio de la ponente, es acertado que los plazos antes referidos sean más amplios, pero es preciso atender, además de la naturaleza del acto, los valores que tutelan las garantías individuales. 

Lo anterior se sostiene así, porque si bien la vida es uno de los valores más importantes que tiene el ser humano, la libertad es otro de igual importancia, puesto que estar privado de ella equivale tanto como no estar vivo.

Por ello, se considera que el plazo que se ha fijado para las sentencias condenatorias provenientes de un proceso penal, debería ser para aquellas en que el reo no esté privado de su libertad, sea porque la pena que se le impuso consiste en una multa o que se le haya otorgado un beneficio, como lo es la sustitución de la pena privativa de libertad por una multa, o bien, la condena condicional, ya que están en una mejor posición para solicitar la protección de la Justicia Federal. 

En cambio, el quejoso privado de su libertad, a causa de una sentencia condenatoria, se encuentra en desventaja, pues a más de esa circunstancia, se debe agregar, que la sentencia que reclama el impetrante viola sus garantías individuales porque durante el procedimiento se cometieron violaciones a las formalidades esenciales del proceso penal del cual deriva la sentencia condenatoria, que trascendieron al resultado del fallo, dejándolo en total estado de indefensión; Por lo que, se considera que no debería señalarse un plazo fatal para estos casos, sino que la presentación de la demanda debería ser en cualquier tiempo.

Por otro lado, en concepto de la ponente, el plazo de noventa días que señala este precepto legal para los casos en que el acto reclamado tenga como objeto la privación total o parcial d la propiedad, posesión o de los derechos agrarios, en comparación con las personas que se encuentran privadas de su libertad, debería haber una situación de preferencia para éstas últimas, en el sentido de no sujetarles a plazo alguno para que se examine la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto que reclamen, que es precisamente la sentencia condenatoria que los tiene recluidos en un Cetro de Readaptación Social.

Para ilustrar el anterior comentario, la ponente se permite invocar las siguientes jurisprudencias, que en lo conducente son aplicables:

Tesis: I.4o.P. J/5, visible en la página 55, del Tomo: 85, correspondiente a Enero de 1995, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca, que dice;

“AMPARO EN MATERIA PENAL. EXTEMPORANEIDAD DE LA “DEMANDA.  Cuando el acto reclamado consiste en una "sentencia en la que se condena al quejoso únicamente al pago "de una sanción pecuniaria, el término para impugnarla mediante "el juicio de garantías es el de quince días fijado en el artículo 21 "de la Ley de Amparo, puesto que dicho acto no constituye "ninguno de los casos de excepción a que alude el artículo 22 "fracción II de la misma ley; en tal virtud, si la demanda de "amparo relativa se presenta después de dicho término, el acto "reclamado debe tenerse como consentido tácitamente y por tal "motivo sobreseer el juicio”.

Tesis: V.1o. J/22, consultable en la página37, del Tomo: 69, Septiembre de 1993, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Epoca que es del tenor siguiente:

“DEMANDA DE GARANTIAS EN MATERIA PENAL, "EXTEMPORANEA, CUANDO EL ACTO RECLAMADO NO "AFECTA LA LIBERTAD PERSONAL DEL QUEJOSO NI "ENCUADRA EN NINGUNO DE LOS SUPUESTOS DE "EXCEPCION ESTABLECIDOS POR EL ARTICULO 22, "FRACCION II, DE LA LEY DE AMPARO.  Cuando con motivo "de una sentencia definitiva dictada en materia penal, se "promueva un juicio de amparo, la presentación de la demanda "debe llevarse a cabo dentro del término de quince días, si "únicamente se reclama, la parte de ésta, en la que se condenó al "quejoso a pagar la reparación del daño, pues aun cuando tal "acto, importe una condena en materia penal; empero, al no "afectarse con la misma, la libertad personal del quejoso, ni "encuadrar en ninguno de los supuestos de excepción "establecidos por el artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo, "la presentación de la demanda fuera del término de quince días, "que para tal fin establece el artículo 21 de la misma, obliga al "sobreseimiento del juicio, por actualizarse la causal de "improcedencia prevista por la fracción XII, del artículo 73, de la "ley en cita”.

Expuesto lo anterior, solo queda poner a consideración de este Congreso Nacional esta proposición, con el fin de obtener una mejor aplicación del derecho en la impartición de Justicia con óptimos resultados para los gobernados.

ATENTAMENTE.

LIC. MYRIAM DEL PERPETUO SOCORRO RODRIGUEZ JARA.

JUEZ TERCERO DE DISTRITO DE PROCESOS PENALES FEDERALES EN EL DISTRITO FEDERAL.

Poder Judicial de la Federación

Congreso Nacional de Juristas para analizar

el proyecto de una nueva Ley de Amparo

6, 7 y 8 de noviembre del año 2000

Mérida, Yucatán

Ponencia de José Luis Rodríguez Santillán

Magistrado del Segundo Tribunal Colegiado

del Vigésimo Tercer Circuito
Introducción:

Antes de proceder al análisis detallado del anteproyecto puesto a nuestra consideración, expongo mi opinión acerca de la naturaleza del mismo. Dicho documento se nos presenta como una Ley de Amparo, pero hay quienes dicen que no se trata de una nueva ley, sino solo de reformas a la ya existente. Considero que ambas opiniones son aceptables, porque efectivamente desde el punto de vista material se trata de reformas, pero formalmente tenemos el proyecto de una nueva ley.

Materialmente son reformas a la ley vigente, toda vez que si bien es cierto que en nueve puntos fundamentales se propone la ampliación del ámbito de protección al gobernado, y también se eliminan figuras que operan en su contra, como el sobreseimiento por inactividad procesal, también nos percatamos de que en el anteproyecto se conserva la esencia del juicio constitucional. Pero también es aceptable hablar de una nueva ley, ya que el mencionado documento se reordena todos los temas, cambiando con ello la distribución de títulos, capítulos y artículos; se mejora la redacción, se dividen los artículos que en la ley vigente están formados de varios párrafos y actualizan las expresiones en congruencia con el moderno sentido de las palabras; pero de mayor importancia son las precisiones de carácter jurídico que se hacen a la mayoría de los artículos para evitar en lo posible la indebida interpretación de los mismos.

Algunas figuras jurídicas suprimidas

Antes de referirme específicamente a diversos artículos del proyecto, creo necesario señalar que advertí en el mismo la supresión de tres figuras jurídicas, a saber, la procedencia del amparo por invasión de esferas de competencia, el sobreseimiento por inactividad procesal y la acumulación de juicios.

La supresión de la primera figura, me parece correcta, toda vez que la invasión de la esfera de atribuciones de la Federación a los estados miembros, y viceversa, puede ser reclamada por el gobernado como violación a la garantía de legalidad que establece el artículo 16 constitucional, conforme al cual todo acto de autoridad debe ser emitido por autoridad competente.

Aplaudo la supresión del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia, porque se trata de figuras que tuvieron justificación hasta hace algunos años, para evitar el estudio de asuntos en los que el quejoso o recurrente habían dejado de tener interés por haber transcurrido el tiempo sin que llegara la resolución que esperaban, en la actualidad no puede justificarse dicha medida, porque se cuenta con los recursos humanos y técnicos idóneos para cumplir cabalmente con el principio constitucional de justicia pronta, y no debe seguirse castigando al interesado por una falta cometida por el juzgador, consistente en no resolver oportunamente los asuntos puestos a su consideración.

En cambio, respecto a la supresión de la acumulación de autos, considero que continúa vigente la motivación de dicha medida, consistente en evitar que se dicten resoluciones contradictorias en juicios de amparo que tengan conexidad o identidad. Creo conveniente conservar esta figura.

Observaciones y propuestas sobre diversos artículos y nuevas figuras.


Título Primero: Reglas Generales


Capítulo I. Disposiciones Fundamentales


Artículo 1º.

Se propone que en lugar de hablar de actos de autoridad que violen “las garantías que consagra la Constitución”, se diga “los derechos subjetivos fundamentales reconocidos por la Constitución”.   - - -Y que además de los tratados internacionales que se mencionan, se agregue: “así como los demás tratados internacionales que en materia de derechos humanos sean ratificados por el estado mexicano”.

Razones: Las palabras garantías o garantías individuales han sido superadas por la jurisprudencia que permite la procedencia del juicio de amparo contra la violación de diversos derechos constitucionales subjetivos, que se encuentran fuera del capítulo de garantías individuales; además la auténtica garantía del respeto a esos derechos fundamentales es el juicio de amparo. - - - Si se acepta la adición propuesta, no habrá necesidad de reformar la Constitución y la ley en caso de aprobación de un nuevo tratado. Con esta propuesta se pretende que ante mayor precisión de las normas sea más cerrada la posibilidad de interpretación errónea y se eviten reformas que ahora pueden prevenirse.


Capítulo II.  Capacidad y Personaría


Artículo 4º, fracción I.

Considero necesario que la ley diga lo que debe entenderse por “interés legítimo”, para los efectos del juicio de amparo.- - - Me parece oscuro el precepto cuando habla de afectación de la esfera jurídica de manera directa  “o en virtud de su propia situación frente al orden jurídico”. Debe aclararse el concepto de “propia situación”.

Razones: La redacción del precepto me parece imprecisa y mi propuesta pretende mayor claridad, a fin de que el margen de interpretación errónea se reduzca.

Artículo 4º, fracción II

Propongo que al precepto se agregue lo que enseguida se señala entre comillas: La autoridad responsable, teniendo tal carácter “el titular del órgano del estado perteneciente a cualquiera de los poderes de la unión y niveles de gobierno, aún tratándose de organismos centralizados, descentralizados, desconcentrados, o autónomos, o cualquiera que preste un servicio público, siempre que” dicte, ordene, ejecute....

Razones: Si la pretensión es ampliar el concepto de autoridad responsable, creo conveniente señalar con mayor amplitud y precisión quienes pueden tener dicho carácter. Con esto se protegerá al gobernado de todo acto unilateral y obligatorio.

Artículo 4º, fracción III, inciso d)

Propongo que se modifique de la siguiente manera: El indiciado o procesado cuando el acto reclamado sea “la determinación de no ejercicio de la acción penal o el acuerdo o resolución que recaiga al desistimiento de la acción penal”.

Razones: Creo incorrecto señalar como acto reclamado “el desistimiento” de la acción penal, porque éste no es un acto de autoridad, sino una promoción de una de las partes en el procedimiento penal. Por eso creo que la procedencia del amparo debe ser contra “la resolución” que recaiga a tal petición procesal.

Artículo 4º, fracción IV

Propongo que no se dé participación al ministerio público federal en juicios de amparo contra normas generales, pues en la práctica se observa que es casi nula su aportación a este tipo de juicios y que los intereses de la sociedad pueden ser mejor protegidos por el propio juzgador. Además, no debe ser un aliado de la autoridad responsable, la cual no necesita de su defensa, menos cuando tal institución no participa directamente en el proceso de creación de la norma.


Artículo 14, segundo párrafo:

El párrafo dice: “Si a pesar de las medidas tomadas no se hubiere podido lograr la comparencia del quejoso, el órgano jurisdiccional que conozca del juicio pondrá los hechos en conocimiento del ministerio público federal”. Me parece indispensable decirle al representante social para qué efectos se hará de su conocimiento esta circunstancia, a fin de que tenga una obligación específica; de no hacerse así, la disposición no tendrá razón de ser.


Capítulo III.  Plazos

Artículo 21, segundo párrafo

Propongo adicionar una párrafo más entre el segundo y el tercero, que diga lo siguiente: “En el cómputo de los plazos para la presentación de la demanda de amparo indirecto y los recursos que deban resolver los tribunales colegiados de circuito de amparo, no se descontarán los días inhábiles para dichos tribunales, salvo que también sean inhábiles para la autoridad responsable o el juzgado de distrito que emitió la resolución recurrida”

Razones: Si se precisa esta circunstancia se acabará con la contradicción de criterios que existe en la actualidad. Lo propongo de esta manera porque me parece correcto que no se amplíe de hecho el plazo para presentar las demandas o los recursos por el hecho de, por ejemplo, incluirse en el descuento los días de vacaciones del tribunal colegiado, cuando nada impidió al quejoso consultar los autos ante la autoridad responsable.


Capítulo IV.  Notificaciones

Artículo 30

Dice: “Serán nulas las notificaciones que no se hicieren en la forma que establecen las disposiciones precedentes”.- - - Propongo que diga: “Si las notificaciones que no se hicieren con las formalidades establecidas en el presente capítulo, podrá pedirse por la vía incidental la declaración de su nulidad, en términos de los artículos 66 y 67 de esta ley”.

Razones: Es necesario que se aclare que la nulidad no opera de pleno derecho, ni se declara en forma oficiosa y de plano, sino que debe remitirse a las normas que regulan el incidente de nulidad de notificaciones.

Capítulo V.  Competencia

       
Sección Primera. Reglas de Competencia.
Artículo 31.

Se habla de los “tribunales colegiados de circuito de apelación”. Considero que esta reforma puede tener algunos inconvenientes.

Razones: En varias zonas de la república se daría un problema de reordenación de los circuitos; es decir, no podrían corresponder los circuitos de amparo a los circuitos de apelación, como se demuestra con el siguiente ejemplo: El vigésimo tercer circuito, conformado por los estados de Zacatecas y Aguascalientes cuenta solo con un tribunal unitario de apelación, y el mismo tiene una carga de trabajo que no puede considerarse excesiva; entonces, para formar un tribunal colegiado de apelación habría que juntar, en el caso, a Zacatecas, Aguascalientes, San Luis Potosí y Querétaro, con el consiguiente problema (al que no se quiere retroceder) de que los apelantes en el procesos penales o procedimientos civiles tendrán que desplazarse a lugares distantes del juzgado de primera instancia.  (De aceptarse esta propuesta, tendrían que ser corregidos los demás preceptos que hablen de tribunales colegiados de circuito de apelación).

Artículo 38, fracción I

Establece la facultad de atracción del Pleno de la Suprema Corte de Justicia. Interrogantes: a) ¿Por qué no se establece facultad de atracción para las Salas?  b) ¿Por qué no se dan lineamientos para medir el interés y trascendencia del asunto que deba ser atraído?. c) Solo puede ser planteada la atracción por los ministros de la existencia de ese asunto? ¿por qué no se da la facultad a los tribunales colegiados para que planteen la atracción?. 

Sección Segunda.  Conflictos competenciales

Artículo 43, primer párrafo

Dice: Cuando se reciba en la Suprema Corte de Justicia de la Nación una demanda de amparo la remitirá con sus anexos al órgano jurisdiccional de amparo que corresponda. El designado conocerá del juicio sin que pueda objetarse su competencia, salvo el caso de vía, territorio o especialidad.
Propuesta: Que se suprima la frase “salvo el caso de vía, territorio o especialidad”, toda vez que la Suprema Corte será muy cuidadosa en designar al órgano competente, tomando en consideración precisamente la vía, el territorio y la especialidad. Además, como máximo tribunal, sus determinaciones deben ser  inatacables. 

Artículo 43,  segundo párrafo:

Dice: Cuando se reciba en un tribunal colegiado de circuito de amparo una demanda que deba tramitarse en vía indirecta, declarará de plano carecer de competencia y la remitirá con sus anexos al órgano que estime competente.- - - Propongo que se adicione con un párrafo similar al del párrafo anterior del mismo artículo, en estos términos:  “Dicho órgano conocerá del juicio sin que pueda objetarse su competencia”.

Razón: No debe olvidarse la regla de que un tribunal de primera instancia no puede plantear incompetencia a un tribunal de segunda instancia, pues si a aquél se permitiera objetar su competencia, negándose a asumir la que le determinó el tribunal colegiado de circuito de amparo, habría que plantear un conflicto ante la Suprema Corte, lo cual va en contra del principio de expeditez. Debe confiarse en que el tribunal de segunda instancia será bien cuidadoso al declararse incompetente.

Capítulo VII.  Improcedencia.

Artículo 59, fracción I

Sugiero adicionar esta fracción para establecer la improcedencia del juicio de amparo contra actos de los tribunales colegiados de circuito de amparo.

Razones: Por regla general, los actos de los tribunales colegiados de circuito de amparo son inatacables, salvo en caso de pronunciamiento de inconstitucionalidad de leyes en amparo directo, o los relativos al cumplimiento de las sentencias, o bien, los actos de la presidencia, que se combaten, respectivamente mediante el recurso de revisión o el de reclamación.  Consecuentemente, es necesario establecer esta causal de improcedencia para que pueda ser desechada una demanda que se presente contra estos actos.

Artículo 59, fracción XVI, segundo párrafo

Dice: “No existe obligación de agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación o cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución”. – Sugiero que se diga “...cuando sólo se aleguen otras violaciones directas a la Constitución”.

Razones: Mayor claridad, aceptando tácitamente que la falta de fundamentación en un acto de autoridad es también una violación directa a la Constitución.

Capítulo X.  Sentencias

Artículo 71, segundo párrafo

Propongo que se adicione con lo marcado con negritas:

“Cuando proceda hacer la declaración general de inconstitucionalidad de una norma general, por haberse establecido jurisprudencia al respecto, se aplicarán las disposiciones del Título Cuarto de esta ley.”

Razones: mayor claridad en la redacción

Artículo 76

Me parece oscuro cuando dice: “...si puede considerarse conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al aplicarse según una determinada interpretación...”

Razones: Creo que es necesaria mayor claridad. No tengo sugerencia de redacción al respecto porque no comprendo cabalmente el contenido.

Artículo 77, fracción I, inciso a)

Se habla de “leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia...”. Propongo que se diga “normas generales declaradas...”

Razones: Congruencia con la nueva forma de llamar a las leyes.

Artículo 77, último párrafo:

Dice que en los casos de las fracciones... la suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios. Propongo revisar este precepto.

Se refiere a los casos de menores e incapaces, a la materia laboral y los casos de violación relevante de la ley, pero no incluye a la fracción II, relativa a la materia penal. Me parece que es un error mecanográfico.

Capítulo XI.  Medios de Impugnación

Sección Primera.  Recurso de Revisión

Artículo 79

Incluye la procedencia del recurso de revisión contra las resoluciones de diversos incidentes (de reposición de constancias, de exceso o defecto en el cumplimiento de suspensión provisional y definitiva, de exceso o defecto en el cumplimiento de las sentencias de amparo), pero no contempla la procedencia de dicho recurso, ni de otro, contra las resoluciones recaídas al incidente de nulidad de notificaciones.

Razones: No se si intencionalmente se excluye a dicha resolución de la procedencia del recurso, o se trata de algún error.

Artículo 83

A este precepto es aplicable la propuesta que hice respecto del artículo 38.

Sección Segunda.  Recurso de Queja

Artículo 99, tercer párrafo

Se refiere a los plazos para dictar resolución al recurso de queja. Señala el plazo de 48 horas, para el caso en que se impugna la resolución sobre suspensión de oficio o la provisional. Sin embargo, no se dice si en el cómputo se descontarán los días inhábiles. Creo conveniente precisar esta disposición.

Razones: Fijar un criterio seguro de cómo hacer el cómputo respectivo.

Sección Tercera.  Recurso de Reclamación

Artículo 102

Trata de la procedencia del recurso. Propongo que al primer párrafo se adicione lo siguiente: “Este recurso no podrá ser desechado por auto de presidencia”.

Razones: Evitar una cadena de desechamientos del recurso de reclamación.

Artículo 103

Señala que en el recurso de reclamación sólo podrán ofrecerse las pruebas documental y pericial. Sin embargo, no señala de que manera se va a llevar a cabo el desahogo de pericial, si es solo en los términos del artículo 117, o conforme al Código Federal de Procedimientos Civiles.

TITULO SEGUNDO.  De los Procedimientos de Amparo

Capítulo I.  El Amparo Indirecto

Sección Primera.  Procedencia y demanda

Artículo 106, fracción I

Me parece de gran importancia la precisión de la procedencia del juicio de amparo en contra de los vicios de procedimiento en las reformas a la Constitución Federal, así como la posibilidad de plantearse el juicio de amparo en contra de las constituciones de los estados y el estatuto orgánico del Distrito Federal.

Por otra parte, observo que se suprimió, en la categoría de normas generales, a los acuerdos generales, a los decretos y toda disposición de carácter general. Creo que es conveniente adicionarlo con estos conceptos.

Razones: Puede darse el caso, como se da con frecuencia, que se reclama una disposición de carácter general que formalmente no es ley o reglamento.

Artículo 106, fracción VII

Señala que el amparo directo procede contra resoluciones de no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma dictadas por el ministerio público.- -  Me parece adecuado modificar este texto para que no proceda el amparo contra el desistimiento de la acción penal, sino contra la resolución definitiva en que se tenga al ministerio público por desistido de la acción penal.

Razones: en el momento de desistimiento el ministerio público no es autoridad, sino parte en el juicio penal, y el desistimiento es una promoción en juicio, no un acto de autoridad.

Artículo 107, fracción II

Entre los requisitos de la demanda establece el nombre y domicilio del tercero interesado “y si no lo conoce, manifestarlo así bajo protesta de decir verdad”.   Propongo que se agregue: “y si no lo conoce, o no existe en el caso, manifestarlo así bajo protesta de decir verdad”.

Razones: obvias

Sección Segunda.  Substanciación

Artículo 117, párrafos primero y segundo

Propongo esta redacción: “Artículo 117. Serán admisibles toda  clase de pruebas excepto la confesional por posiciones. Las documentales podrán ofrecerse con la demanda de amparo o en cualquier tiempo y aún en la audiencia constitucional; las pruebas testimonial, pericial o inspección ocular podrán ofrecerse con la demanda o a mas tardar cinco días hábiles antes de la fecha de la audiencia, sin contar el día del ofrecimiento ni el día de la audiencia. 

En dicha audiencia el juzgador hará relación de las documentales y las tendrá por ofrecidas en ese acto, aun sin gestión expresa del interesado.

Estas pruebas solo deberán tomarse en cuenta en el expediente principal.

Para el desahogo de las pruebas testimonial, pericial o inspección ocular el oferente exhibirá original y copias, para cada una de las partes, de los interrogatorios...” (Lo demás permanecería igual).

Razones: La forma en que está redactado el precepto es contradictoria porque primero dice que las pruebas (así, en general) deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia, pero luego dice que la testimonial, la pericial y la inspección ocular deberán ofrecerse “cinco días hábiles antes”...  Como la intención es que se rindan en cualquier momento, pero con el límite de cinco días antes de la audiencia, creo que la propuesta que aquí se hace puede ayudar a que sea más claro este precepto tan importante en la práctica.

Sección Tercera.  Suspensión del Acto Reclamado

Segunda Parte.  En Materia Penal

Artículo 162, segundo párrafo

Trata de la suspensión contra la detención del quejoso efectuada por autoridades administrativas, distintas del ministerio público. Y el segundo párrafo dice: “Cuando en los supuestos del párrafo anterior la detención del quejoso no tenga relación con la investigación de un delito, la suspensión tendrá por efecto que sea puesto en libertad, mediante las medidas de aseguramiento que en su caso procedan”. - - - Propongo que lo destacado con cursivas sea eliminado.

Razones: Si el detenido no está relacionado con la investigación de un delito, ¿para qué se tomarán medidas de aseguramiento?.  En su caso, en que consistirían éstas?

Capítulo II.  El Amparo Directo

Sección Tercera.  Substanciación

Artículo 177. 

Se refiere al primer acuerdo del presidente del tribunal ante una demanda de amparo directo. Su redacción contiene errores. Propongo que se corrija de la siguiente forma: “El presidente del tribunal colegiado de circuito de amparo deberá proveer sobre la demanda de amparo en el plazo de veinticuatro horas, ya sea admitiendo la demanda, previniendo al quejoso para que la aclare o desechándola por advertir un motivo manifiesto e indudable de improcedencia”

Razones: claridad en la redacción, lo que evitará interpretaciones ilógicas.

Artículo 181

Comienza diciendo “Transcurridos los plazos a que se refiere el artículo 180...”   Debe corregirse esta disposición.

Razones: El artículo 180 no hace referencia a plazo alguno.

Artículo 182, tercer párrafo

Trata del aplazamiento y retiro de los proyectos de sentencia. Dice: “De no ser aprobados, los asuntos sólo podrán ser aplazados o ser retirados. En estos supuestos se asentará a moción de quién y la causa y se volverán a listar dentro de un plazo que no excederá de treinta días naturales”.  Considero que debe aclararse la redacción en el sentido de que sólo se volverán a listar los asuntos una vez que fueren retirados, porque su aplazamiento solo significa que se retiran, sino que se discutirán en fecha próxima, es decir, se conservan en lista, sin retirarse.

Por otra parte, me parece que sería mejor hablar, por ejemplo de veinte días hábiles, en lugar de treinta días naturales.

Razones: En cuanto a la primera parte, lo que se pretende es solo aclaración. En cuanto a la segunda, no caer en confusión, pues generalmente se habla de días hábiles.

TITULO CUARTO.  

JURISPRUDENCIA Y DECLARACIÓN GENERAL... 

Capítulo I.  Disposiciones Generales

Artículo 215, segundo párrafo

Señala que la jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  El párrafo anterior incluye a los tribunales colegiados de circuito de amparo. Propongo modificarlo, aclarando el punto.

Razones: Como se encuentra redactado el segundo párraforo y en relación con el primero, se deduce que la jurisprudencia de los tribunales colegiados de circuito de amparo es obligatoria para ellos mismos, lo cual no puede ser cierto, pues de aceptar como válida aquella afirmación, los mencionados tribunales no podrían interrumpir y menos sustituir su propia jurisprudencia.

Capítulo IV.  Declaración General de Inconstitucionalidad o de Interpretación Conforme.

Artículos 232, 233 y 234

Se establece la atribución de la Suprema Corte de Justicia de hacer la declaratoria general de inconstitucionalidad de una norma general, o de interpretación conforme, con la facultad, que no obligación, de convocar a quien estime conveniente para oír sus puntos de vista sobre los alcances de aquélla.

Aplaudo esta reforma tan trascendente, que permitirá la nulidad de una norma general calificada de inconstitucional por uno de los poderes de la unión, el facultado expresamente para velar porque se preserve el orden constitucional, y dejarán de aplicarse normas inconstitucionales, no solo a quienes pudieron demandar el amparo, sino a todos los que se encuentren en la misma situación.

Sin embargo, propongo modestamente, que sea obligación de la Suprema Corte emplazar al órgano legislativo que expidió la norma general, a que dé cumplimiento a la declaración general de inconstitucionalidad, presentando a la consideración del máximo tribunal un proyecto de reforma de la norma relativa, haciendo con ello una especie de “cumplimiento de la declaración general”, haciéndolo en uso de sus facultades legislativas, pero sin contravenir las consideraciones de la jurisprudencia correspondiente.  

ARTICULOS TRANSITORIOS

No se observa en el proyecto un artículo que abrogue la ley anterior. Se propone incluirlo.   Razones: obvias

Errores mecanográficos en el proyecto:

Artículo 25, I, e): Dice constituciona. Debe decir constitucional.
Artículo 108, primer párrafo: Dice promueve. Debe decir promueva.

Artículo 127, renglón cinco: Dice lenocinio. Debe decir lenocinios.
JOSE LUIS RODRIGUEZ SANTILLAN.
PONENCIA DEL JUEZ TERCERO DE DISTRITO DEL SÉPTIMO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN BOCA DEL RÍO VERACRUZ PARA EL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS

I.- INTRODUCCIÓN.

La presente propuesta se fundamenta esencialmente en razones de carácter práctico a partir de los problemas más importantes que se viven en la tramitación de los juicios de amparo indirectos en los Juzgados de Distrito. De manera constructiva se asume el proyecto de Ley de Amparo elaborado por la Comisión designada y se hacen las precisiones que se estimaron pertinentes al articulado sugerido. Se pretende superar con las observaciones que se emiten algunas lagunas que subsisten en la Ley actual y que desafortunadamente no han sido cabalmente colmadas por la jurisprudencia, ya que se estima que tal aspecto resulta de suma importancia en el ejercicio cotidiano de la impartición de justicia, no sólo en aras de una mayor eficiencia y, por tanto expedites, sino también como presupuesto lógico de la misma justicia que, como se sabe, en mucho se basa en la correcta formalidad y la precisión y celeridad de los procedimientos. Sin embargo, como se advertirá, no está exenta de consideraciones técnicas y de naturaleza jurídica que se estiman igualmente importantes.


II.- PROPUESTAS.

Título Primero : Reglas Generales

Capítulo II : Capacidad y Personería

“…Artículo 6.- El menor  de edad podrá pedir amparo sin la “intervención de su legítimo representante cuando éste se halle “ausente, se ignore quien sea, esté impedido o se negare a “promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de “dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un “representante especial para que intervenga en el juicio…”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos: Se propone que se incorpore en el precepto en estudio, la precisión acerca de quién será la persona en quien recaiga la designación como representante especial del menor, de manera que no se de margen a que cada órgano jurisdiccional de amparo resuelva según su criterio, promoviéndose con ello una mayor uniformidad dentro del proceso de amparo. Concretamente se sugiere que esas personas en quien recaiga la designación sean el Defensor Público Federal adscrito al órgano jurisdiccional de que se trate, o el Asesor Público Federal que designe el Instituto Federal de la Defensoría Pública, ya que se estima que los funcionarios públicos señalados, dada la naturaleza de sus funciones, son las personas idóneas para el desempeño de tan delicada tarea, amén de que no se explicaría por qué, existiendo una Institución perfectamente organizada para la realización de labores que coinciden, entre otras, con las de representación de los intereses de los gobernados, tal como lo es el citado Instituto, debe dejarse abierta la posibilidad, de que se confiera esa responsabilidad a personas diferentes.

Texto Propuesto:

“…Artículo 6.- El menor  de edad podrá pedir amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente, se ignore quien sea, esté impedido o se negare a promoverlo. El órgano jurisdiccional de amparo, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes, le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio, recayendo ese nombramiento, invariablemente, en el Defensor Público Federal adscrito a dicho órgano o en el Asesor Público Federal que designe, a petición del propio órgano jurisdiccional, el Instituto Federal de la Defensoría Pública…”
Título Primero : Reglas Generales

Capítulo IV : Notificaciones

“…Artículo 26.- Las notificaciones personales se harán de acuerdo “con las siguientes reglas: … III.- Cuando no conste en autos el “domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:…b) “Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el “órgano jurisdiccional de amparo dictará las medidas que estime “pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio y "podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el “que ante ella se hubiera señalado.  Siempre que el acto reclamado “emane de un procedimiento judicial la notificación se hará en el “último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de “origen.  Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la “notificación, se hará por edictos a costa del quejoso en términos del “Código Federal de Procedimientos Civiles; y…”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos:  En este precepto se propone que se establezca con claridad cuáles son las medidas que deberá tomar el órgano jurisdiccional para investigar el domicilio del tercero, así como la precisión de que si el quejoso, no habiéndose logrado conocer dicho domicilio, no concurre en un término preciso por los extractos con los cuales se realizará la publicación de los edictos correspondientes o no comprueba haber realizado dichos edictos dentro de un término también prefijado por el órgano jurisdiccional, se sobreseerá en el juicio correspondiente ante la falta de interés jurídico del mismo.

Por cuanto hace a la primera de las dos sugerencias a que se contrae el presente apartado, debe decirse que en el texto del proyecto de ley en comento, se reproduce una omisión semejante  a la que ya se encontraba en el de la ley actualmente en vigor, por cuanto hace a la indefinición acerca de cuáles son las medidas que el órgano jurisdiccional de amparo puede tomar a fin de tratar de ubicar el domicilio correcto del tercero perjudicado (“interesado” en el proyecto).  En esa virtud se estima de gran importancia práctica el que se precise con claridad el procedimiento a que deberán contraerse esas medidas, de tal manera que se coadyuve a la celeridad  del trámite del amparo y de nueva cuenta se promueva la uniformidad dentro del mismo; la propuesta concretamente se refiere al señalamiento de las instancias a que podrá acudir el titular del órgano jurisdiccional correspondiente para investigar el domicilio del tercero interesado, sugiriéndose que éstas se reduzcan concretamente a dos entidades, que dada la naturaleza de sus funciones y las bases de datos que suelen estar bajo su administración, es muy probable que puedan auxiliar al órgano jurisdiccional de amparo en la función señalada.  Esas autoridades son: el Instituto Federal Electoral y la Policía Judicial de la entidad en la que se tiene conocimiento de que pueda estar ubicado el domicilio del tercero.  

Respecto a la segunda, se estima que la misma cobra especial relevancia, ya que el proyecto de ley en estudio propone la eliminación del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia, lo cual hace apetecible, para los efectos de la agilización del procedimiento, que ante la falta de interés por parte del quejoso para la activación del mismo y la integración del expediente correspondiente, se concluya el trámite del mismo a partir del apercibimiento previo correspondiente de sobreseerse en las hipótesis señaladas, lo cual colaborará al mismo tiempo con el abuso del amparo y, sobre todo, de la suspensión del acto reclamado. Cabe precisar que la propuesta anterior fue aprobada por el Congreso Nacional de Jueces de Distrito celebrado en el año de 1999.

Texto Propuesto:

“…Artículo 26.- Las notificaciones personales se harán de acuerdo con las siguientes reglas: … III.- Cuando no conste en autos el domicilio para oír notificaciones, o el señalado resulte inexacto:…b) Tratándose de la primera notificación al tercero interesado, el órgano jurisdiccional de amparo investigará el mismo, solicitándolo a la Junta Local Ejecutiva del Instituto Federal Electoral y a la Delegación o Subdelegación de la Policía Judicial, residentes en el lugar en que se crea pueda estar domiciliado el tercero, lo que se proveerá en un mismo auto del que se remitirán los oficios correspondientes, que deberán ser contestados en el término perentorio que fije el órgano jurisdiccional .

Para los mismos efectos señalados en el párrafo anterior, el órgano jurisdiccional respectivo podrá requerir a la autoridad responsable para que proporcione el domicilio  del tercero interesado que ante ella se hubiera señalado.  Siempre que el acto reclamado emane de un procedimiento judicial, la notificación se hará en el último domicilio señalado para oír notificaciones en el juicio de origen.  

Si a pesar de lo anterior no pudiere efectuarse la notificación, se hará por edictos a costa del quejoso mediante tres publicaciones consecutivas en un diario de circulación nacional y en otro de la entidad, a cuyo efecto éste será requerido por el órgano jurisdiccional correspondiente para que dentro del término de tres días, concurra ante su secretaría donde se dejará a su disposición el extracto del auto de radicación con el que se publicarán los edictos; publicación que deberá hacerse dentro del diverso término de quince días. Si el quejoso no cumple con las prevenciones apuntadas en los términos concedidos, se sobreseerá en el juicio correspondiente con motivo de su falta de interés en la prosecución del juicio…”

Título Primero : Reglas Generales

Capítulo X : Sentencias

“…Artículo 77.- La autoridad que conozca del juicio de amparo “deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o “agravios en los casos siguientes… I.-…a)…b)…II.-…III…IV…V… “En los casos de las fracciones I, inciso “b), IV y V la suplencia se “dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios…”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos: En la parte señalada del precepto en comento se advierte una omisión que debe ser subsanada, en virtud de que se sustrajo de los beneficios de la suplencia obligatoria aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios, los casos en materia penal en los que se favorezca al reo; lo anterior, teniéndose en consideración que es una constante tanto en nuestra norma fundamental como en la Ley de la Materia, el espíritu tutelar de los derechos de los inculpados por la probable comisión de delitos, ante la gravedad de la situación que enfrentan, en la que está de por medio la privación de uno de los derechos fundamentales más preciados, como es el de la libertad. En adición a lo anterior, debe considerarse también la precaria situación económica en la que muchos de esos individuos se encuentran al tiempo de ser juzgados, lo cual hace nugatorio para ellos la posibilidad de una representación legal tan eficaz como se desearía, incidiendo de manera directa en la determinación de su situación jurídica. Por todo lo anterior, es inobjetable que de la misma forma en que el órgano jurisdiccional de amparo, garante del Estado de Derecho, debe salvaguardar el respeto a las garantías y derechos fundamentales de los gobernados que se encuentran en las hipótesis a que aluden las fracciones I, inciso b), IV y V, aún cuando éstos no promuevan correctamente para los fines de esa defensa, de la misma forma debe hacerlo por cuanto toca a aquéllos que encuadran en la hipótesis que recoge la fracción II del mencionado precepto.

 Texto Propuesto:

“…Artículo 77.- La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir “la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes… I.-“…a)…b)…II…III…IV…V… En los casos de las fracciones I, inciso b), II, IV y V la “suplencia se dará aún ante la ausencia de conceptos de violación o agravios…”

Titulo Segundo: Procedimientos de Amparo

Capítulo Primero: El Amparo Indirecto

Sección Tercera: Suspensión del Acto Reclamado

“…Artículo 155.- Para la ejecución y cumplimiento del auto de suspensión “se observarán las disposiciones conducentes relativas  a la ejecución de las “sentencias de amparo…”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos:

Por cuanto mira a este precepto, se propone la incorporación de un nuevo párrafo que sirva para regular a detalle la institución de la Denuncia de la Violación a la Suspensión ya sea provisional o definitiva, que habiendo sido concedida por el órgano jurisdiccional correspondiente, sea contrariada por el proceder de la responsable al no ajustarse a su sentido y efectos o al ajustarse sólo parcialmente. Esta propuesta, de nueva cuenta, se basa en aspectos prácticos que toman en consideración la proliferación de los supuestos apuntados; pero sobre todo, se cifra en la evidente omisión de la que adolece la Ley de la Materia sobre el particular. Cobra especial importancia a partir del interés explícito en la reforma, por promover a los órganos de justicia federal como los verdaderos garantes del Estado de Derecho en nuestro país y por asegurar el respeto a la noble institución del Amparo, como valladar de la Justicia que haga infranqueable la barrera de los derechos fundamentales de los gobernados, los cuales no pueden dejarse en manos de las autoridades renuentes al cumplimiento de los mandatos de éstos órganos y, menos aún cuando con ello se haga ineficaz (aunque sólo sea materialmente) la sentencia amparadora. Por último, y más allá de coadyuvar al respeto de la suspensión del acto reclamado como forma de preservar la materia del amparo, la regulación específica del procedimiento cuya incorporación se sugiere, tiende a la determinación de responsabilidades en que incurran las citadas responsables y, en un estadio posterior de ese proceso, a la aplicación de las sanciones pertinentes que verdaderamente garanticen que en nuestro Estado nadie puede estar por encima de la Ley.

Texto Propuesto:

“Artículo 155.- … (TEXTO ORIGINAL DEL PROYECTO. Se agrega un segundo párrafo que dice:)

Los quejosos a quienes se haya concedido la suspensión de los actos reclamados en términos de las normas aplicables de la presente Ley, podrán denunciar la violación a dicha suspensión, cometida por acciones u omisiones de las responsables a quienes se ordenó dejar en suspenso los actos reclamados. Dicha denuncia se sustanciará en un procedimiento sumario que dará inicio precisamente con la denuncia formal por escrito ante la autoridad jurisdiccional que conozca de la suspensión relativa, quien dentro del término de veinticuatro horas siguientes a la recepción de la misma, ordenará la apertura del trámite de ésta, en el propio cuaderno incidental, dando vista con la misma a la responsable denunciada  y requiriéndola para que dentro del mismo término rinda su informe acerca de la materia de la denuncia. La falta injustificada en la rendición del mismo, dará lugar a la presunción de certeza de lo que se aduzca en la denuncia. Transcurrido el término de la vista a la responsable, con informe o sin él, dentro de los tres días siguientes, el Juez de amparo correspondiente resolverá acerca de la violación, determinando con toda precisión y con vista en las constancias justificativas que exhiban las partes, si existe o no la violación denunciada. En caso de que la determinación sea afirmativa, una vez que la resolución correspondiente cause ejecutoria, deberá remitirse testimonio autorizado de la misma y las demás constancias que se estimen pertinentes a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para la aplicación de las medidas a que se contrae la fracción XVI del artículo 107 constitucional, en los términos del artículo 192 de esta Ley.” (del proyecto)
Titulo Tercero: Cumplimiento y ejecución

Capítulo Tercero: Inconformidad

“…Artículo 199.- El incidente de inconformidad procede contra las “siguientes resoluciones…”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos:

La propuesta estriba concretamente en suprimir la palabra “incidente” al principio del artículo en estudio, no sólo para hacerlo coincidente con el numeral siguiente (el artículo 200), que se refiere solamente a “la inconformidad”, como un medio de oposición; sino como una manera de proveer de congruencia integral al proyecto, ya que no se explica por qué, existiendo en el propio título un par de capítulos destinados a la reglamentación de incidentes nominados (V y VI, que comprenden los artículos del 204 al 208); y en el título primero, otro capítulo que prevé similares instituciones procesales (IX, artículos del 64 al 70), habría de existir, otro incidente más, ubicado fuera de los apartados legislativos creados ex profeso al efecto. Además, resulta evidente que la inconformidad no es una incidencia propiamente dicha dentro del juicio, pues tanto su objeto como su tramitación no permiten considerarla más que como un medio de impugnación que puede hacerse valer en relación con resoluciones que atañen al cumplimiento de la ejecutoria de amparo.

Texto Propuesto:

“…Artículo 199.- La inconformidad procede contra las siguientes “resoluciones…”

Titulo Tercero: Cumplimiento y ejecución

Capítulo Séptimo: Disposiciones Complementarias

“…Artículo 209.- Lo dispuesto en este título debe entenderse sin “perjuicio de que el órgano jurisdiccional de amparo haga cumplir “la sentencia de que se trate dictando las órdenes necesarias; si “éstas no fueren obedecidas, comisionará al secretario o actuario “para que le dé cumplimiento cuando la naturaleza del acto lo “permita y, en su caso, el mismo juez o servidor público se “constituirá en el lugar en que debe dársele cumplimiento para “ejecutarla.- Para los efectos de esta disposición, el juez o “servidor público designado podrá salir de su lugar de jurisdicción, “dando aviso al Consejo de la judicatura Federal. En todo tiempo “podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para hacer cumplir la “sentencia de amparo.”
Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos:

La propuesta por cuanto mira a los dos primeros párrafos de éste artículo es concretamente relativa a su supresión, por estimarse que aún cuando resulta loable por cuanto a su objetivo, evidentemente contraría las más elementales normas de la técnica del amparo, recogidas tanto por la doctrina, como por la jurisprudencia de manera uniforme.

Tales discursos lógico – jurídicos, coinciden en reconocer en el amparo a una institución que pese a demandar el cumplimiento de sus resoluciones a todo trance, resulta igualmente respetuosa de las competencias legales reconocidas para cada una de las autoridades en nuestro Estado, sobre todo tomando en consideración una de las características esenciales de nuestro sistema de gobierno: La división de poderes. 

En esa virtud, la máxima instancia del poder judicial, se ha guardado convenientemente de suplantar o sustituir a las demás autoridades en el cumplimiento de las tareas que se reservan como propias de su competencia por mandato de la propia ley; advirtiendo que el amparo, si bien instrumento fundamental del control constitucional y garante de esa división de poderes, no debe ser tomado como pretexto para el desequilibrio entre ellos, que de sobra se sabe, redunda en males considerables para la buena marcha del gobierno y para el desarrollo de la auténtica democracia.

Ni siquiera tratándose de los miembros inferiores (por rango, que no por merecimientos y aptitudes) del propio poder, puede pretenderse que el Juez Federal se sustituya a los mismos, sobre todo teniendo en consideración que el juicio de garantías se caracteriza por ser de reenvío y que acaso a la Justicia Federal sólo le compete la aplicación de la Ley para asegurar que sus determinaciones firmes se cumplan, pero precisamente por aquéllos jueces o demás autoridades a quienes se les demanda la observancia de los derechos fundamentales de los gobernados.

Por todo lo anterior, se estima seguramente de graves consecuencias el que se mantengan los párrafos transcritos del precepto en comento, dentro del texto definitivo de la nueva Ley de Amparo y de ahí que se sugiera firmemente su exclusión.

Titulo Cuarto: Jurisprudencia y Declaración General de                Inconstitucionalidad o de interpretación conforme

Capítulo Tercero: Jurisprudencia por Contradicción de tesis

“ …Artículo 229.- Estarán legitimados para denunciar la “contradicción de tesis los ministros, los órganos que sustentaron “los criterios, sus integrantes y las partes en los asuntos que los “motivaron.”

Sentido de la aportación y sus consideraciones y motivos:

En este precepto se propone adicionar como otra autoridad legitimada para realizar la denuncia de la contradicción, a los Jueces de Distrito que hayan conocido en primera instancia, de los asuntos que generaron la resolución del Tribunal Colegiado de Circuito o de las Salas de la Suprema Corte que resulten parte de la contradicción. Lo anterior porque se estima (fuera de pretensiones sustentadas en la vanidad) que la propuesta se justifica por estar cifrada en la consideración práctica de que, entre mayor sea el “campo” del cual provenga el conocimiento de los casos de contradicción, mayor será la certeza de que se resuelvan los mismos, que como se sabe, se traducen en situaciones de inseguridad jurídica generados por  criterios encontrados, lo cual sin duda será en provecho tanto de la impartición de justicia (como fin principal), como para la uniformidad de criterios dentro de la judicatura. Cabe precisar que esta propuesta también fue aprobada por el Congreso Nacional de Jueces de Distrito celebrado en 1999.

Texto Propuesto:

…Artículo 229.- Estarán legitimados para denunciar la contradicción de tesis los ministros, los órganos que sustentaron los criterios, sus integrantes, los jueces de distrito que hayan conocido en primera instancia de los asuntos que generaron los criterios contradictorios y las partes en los asuntos que los motivaron.

NOTA.- Por las mismas razones debe adicionarse la fracción XIII del artículo 107 constitucional propuesto.

Titulo Quinto: Medidas Disciplinarias y de Apremio,        Responsabilidades y Sanciones. 

Capítulo Segundo: Responsabilidades y Sanciones.

Texto Propuesto:

Artículo 269.- Se impondrá de seis meses a tres años de prisión y multa de cincuenta a cien días de salario:

I.- Al quejoso o a su abogado, que en un juicio de amparo al formular la demanda afirme hechos falsos u omitan los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen los actos a que se contrae el artículo 14 de esta Ley;

II.- Al quejoso o tercero perjudicado o sus abogados, que un juicio de amparo presente testigos y documentos falsos; y 

III.- Al quejoso o su abogado que en un juicio de amparo, para darle competencia a un Juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen alguno de los actos a que se refiere el artículo 14.

Sentido de la Aportación y sus consideraciones y motivos:

Como ya se advierte, en la especie la propuesta consiste en la adición, dentro del título y capítulo señalados al rubro, de un precepto que se estima por demás necesario, por las razones siguientes:

1.- La falsedad de declaraciones es de suya reprochable, pero mucho más cuando ella se comete ante una autoridad y estando el declarante bajo los efectos de una protesta de decir verdad, como sucede en los casos a que atañen las fracciones primera y tercera del artículo propuesto;

2.- Se estima además necesario que se mantenga en la Nueva Ley el precepto sugerido, pues amén de tender a la justificada sanción de aquéllos que con su comportamiento se hagan acreedores a las mismas, se contribuirá con ello al desaliento del abuso del amparo, como un medio para retardar la ejecución de actos y resoluciones legítimas;

3.- Finalmente, debe decirse que se realizaron los ajustes pertinentes respecto del precepto original contenido en el artículo  211 de la Ley en vigor, a fin de hacer coincidir al artículo propuesto con el resto del proyecto en estudio. 

Titulo Quinto: Medidas Disciplinarias y de Apremio,    Responsabilidades y Sanciones. 

Capítulo Segundo: Responsabilidades y Sanciones.

Por último, más que en calidad de propuesta, como una observación de congruencia que se manifiesta a título de errata y para la adecuación pertinente, se sugiere tener en cuenta que en el artículo 255 del proyecto, se señaló a cuánto debe ascender la multa aplicable a los actos que previenen la primera fracción de los artículos 235 y 236, cuando lo correcto es decir, “…artículos 236, fracción I y 237, fracción I…”.

Texto Propuesto :

“… Artículo 255.- En el caso de los artículos 236, fracción I, y 237, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días…”

A T E N T A M E N T E.

EL JUEZ TERCERO DE DISTRITO EN EL ESTADO

DE VERACRUZ

CON RESIDENCIA EN BOCA DEL RIO

M. EN D. ARIEL ALBERTO ROJAS CABALLERO

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS Y SANCIONES.

Es indiscutible que las normas jurídicas, deben ser adecuadas a los cambios que sufran las sociedades, con el propósito de que su aplicación sea constante y dinámica, por ende, ninguna ley debe, y así se ha pretendido, permanecer sin el estudio y reformas necesarias, sean parciales o totales; consecuentemente la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a requerido una inmediata revisión y transformación, sobre todo tomando en cuenta la reforma constitucional y legal de 1994-1995.

Es pertinente señalar que reformar, entre otras cosas significa modificar, cambiar, perfeccionar, rectificar, enmendar, suprimir y no solamente restaurar (que al parecer es la única acepción que le pretenden dar) entendida como sinónimo de parchar (lamentablemente sin cuidado); es decir, la actividad de reformar no está limitada a suprimir algunos preceptos y crear numerales “bis”, sino también a cambiar algo en su totalidad con el propósito de perfeccionarlo, en el caso concreto la Ley de Amparo.

A través de los años, hemos visto y nos hemos acostumbrado, como si fuera algo natural, que en términos generales, las normas que constantemente se ven modificadas son: cada año las fiscales, cuando menos cada seis años la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y las relativas a los Gobiernos de los Estados y por ende la Constitución Federal y las estatales; aunado a ellas los reglamentos, acuerdos y circulares de las Secretarías de Estado, organismos descentralizados, desconcentrados, etc..

También por cuestiones a veces políticas y otras por necesidad, los Código Penales (Federal y estatales), para incrementar las sanciones o incorporar delitos, aumentar o disminuir los beneficios para obtener libertad caucional y los substitutivos o la condena condicional, esto último determinado por el mayor o menor número en la población existente en los Centros de Reclusión.

Incluso en los últimos años se han creado nuevas leyes, ello con el propósito de normar aspectos que, dada la dinámica de las sociedades y la creciente población, el estado se ha visto en la necesidad de regular las actividades o áreas prioritarias, tales como la ecología, el medio ambiente, las especies en extinción, etc.

Sin embargo y con gran frustración no sólo de juristas, sino de todas las personas, parecieran inmutables las demás disposiciones, entre ellas los Códigos Procesales.

Es de resaltarse que en las reformas o creación de nuevas leyes, no sólo se ignora la opinión de las personas que, no solo se ven afectadas y las cuales son mal representadas por los senadores y diputados que en vez de cumplir con sus funciones de representar a la sociedad, discuten y votan a favor o en contra según la línea partidista, sino que además, no se realizan foros previos en los que participen las personas que intervienen en su aplicación.

Por ello debe destacarse que respecto a la institución del juicio de amparo, primero se convocó para que intervinieran cualquier persona que quisiera aportar algo, segundo que se recabaron opiniones de los principales implicados, es decir, los doctrinarios, los litigantes, ministerios públicos, políticos, autoridades administrativas y legislativas y los miembros de los órganos jurisdiccionales (titulares, secretarios y actuarios), quienes en su gran mayoría pugnan por el desarrollo de una Nueva Ley de Amparo y no la inclusión de parches que sería dañino.

La mayoría de las voces que se han escuchado en contra de la creación de una nueva Ley de Amparo, se pueden resumir en 4 vertientes; la primera de políticos que la utilizan como simple bandera para darse lucimiento; la segunda de estudiantes de la licenciatura en derecho (que toman partido sin conocimiento cabal del problema), de licenciados en derecho y doctrinarios, de los cuales unos solamente por su costumbre sistemática e irresponsable de atacar al Poder Judicial de la Federación y los otros al no haber tenido contacto con la práctica del amparo; la tercera de litigantes deshonestos que pretenden subsistan las deficiencias que les permiten obtener ingresos de las personas que lamentablemente los contratan; y la última de los representantes de las funciones legislativa y ejecutiva, renuentes a que, en apariencia, la función jurisdiccional esté por encima de ellos y se pierda el equilibro de poderes, al determinarse que una legislación o parte de ella (un precepto, una fracción o un párrafo de ellos) sea declarada inconstitucional y con ello, por un lado, no obtengan los ingresos fiscales esperados, por otro, el descrédito popular al no haberlo analizado con cuidado al proponer o reformar la ley, y finalmente que se obligue al legislativo, a reestudiar la norma o reformar para derogar o suprimir esa parte, o en el menor de los casos, que aún cuando subsista sea declarada inaplicable en cualquier caso.

Es evidente que ninguna de las supuestas razones apuntadas en el párrafo anterior, son válidas y mucho menos jurídicamente aceptables, para que se considere inaceptable o no viable, la necesidad imperante de crear una nueva Ley de Amparo que se adecue a los cambios que se han generado desde su creación y sobre todo a los criterios jurisprudenciales existentes, que, de alguna manera, han permitido la vigencia de ella y su verdadera aplicación como medio de defensa del que gozan los particulares en contra de los actos autoritarios e ilegales del poder público.

Aún cuando los reformistas, señalan que el proyecto es meramente una modificación en la numeración de la actual Ley de Amparo, es pertinente destacar, que aún cuando sólo eso fuera, es precisamente consecuencia de que la actividad reformista que ha tenido, ha provocado la necesidad de corregir esos errores, a lo cual por cierto, es evidente que no se limita el proyecto, sino por el contrario, además de corregir la numeración, adecuarla a la realidad, suprimir los errores, corregir las fallas o deficiencias y entre otras cosas, dotar a los órganos jurisdiccionales de amparo de los medios adecuados necesarios para hacer cumplir las resoluciones (obviamente las que conceden el amparo) o en su caso, ante la imposibilidad material, resolver sobre un cumplimiento sustituto.

Y es una de las tantas adecuaciones que se requieren la que, en estas líneas, me permito exponer y qué, dicho sea de paso, es una de las razones por las cuales los servidores públicos que encarnan a las autoridades, se oponen al proyecto.

¿De que sirve que los órganos jurisdiccionales del amparo declaren que un acto es ilegal o inconstitucional, si no se logra que se le restituya al quejoso en el goce de la garantía violada?.

O cuando menos que esta restitución sea inmediata o razonablemente mediata.

¿Qué objeto tiene que en las cátedras, congresos, conferencias y disertaciones jurídicas se aluda a la facultad constitucional conferida a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el numeral 107 fracción XVI párrafo primero, consistente en la separación del cargo y su consignación ante el Juez de Distrito?, si para que ello ocurra, el trámite previo que debe seguirse ante el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado contemplado en el capítulo XII del Libro Primero Título Primero de la Ley vigente, no contempla los medios legales (que lamentablemente se requieren) para obligar a las autoridades renuentes a cumplirlas.

Actualmente salvo el caso en el cual, que por cierto no es el más frecuente, el órgano jurisdiccional de amparo, puede en forma personal dar cumplimiento a la sentencia de amparo, en los demás, corresponde a las autoridades que fueron señaladas como responsables, realizar los actos necesarios para acatar las resoluciones; y, lamentablemente, existen muchos casos en los que las autoridades son renuentes a cumplirlas, lo que genera un gran número de expedientes que llegan a la Suprema Corte.

El alarmante número de asuntos (inejecuciones de sentencia) que tenía nuestro máximo órgano jurisdiccional, determinó incluso la creación de la Unidad Especializada en Cumplimiento de Sentencias, es decir, se tuvo que distraer de las funciones normales a un gran número de servidores públicos profesionales y auxiliares, para que, se lograra abatir el rezago existente en este tipo de asuntos.

Los cuales, por cierto, se resolvieron no porque las autoridades le dieran cumplimiento con gusto y sin presiones, sino a consecuencia de las múltiples gestiones (llamadas telefónicas y entrevistas) que se tuvieron que hacer.

Situación que se genera al señalar la actual ley de amparo, que al no obtenerse el cumplimiento de la sentencia, se requerirá al superior de la autoridad responsable, y si no se obtiene respuesta favorable, al superior de esta, y así sucesivamente hasta llegar a requerir al Gobernador o el Presidente de la República, (coloquialmente dicho, se le acusa con su papá, después con el abuelo, el bisabuelo, etc.).

Esos requerimientos sin consecuencias claras e inmediatas, entre otras cosas, para los servidores públicos, es lo que genera el retardo en el cumplimiento de las resoluciones, aunado a que, en términos de los criterios actuales sustentados en tesis y jurisprudencias, cuando cambia alguno de los titulares requeridos, la Suprema Corte devuelve el expediente al órgano jurisdiccional del conocimiento, para qué, en un acto de esperanza, de buena fe, se le requiera ordene el cumplimiento.

Pero aún ese cambio de personas en los cargos, en algunos casos trae aparejada no sólo la frustración del quejoso en ver que se inicia nuevamente el camino tortuoso de los requerimientos, sino una evidencia en la aparente o verdadera mala fe que existe en su contra de no dar cumplimiento a la resolución favorable que obtuvo, provocando en el inconforme la incertidumbre de no verse restituido en el pleno uso y goce de la garantía violada y por ende que las cosas se restablezcan en el estado que se encontraban antes de la violación, mucho tiempo después de las veinticuatro horas que la ley señala que debe darse el cumplimiento.

Situaciones estas que generaron la preocupación de dotar a los Jueces de Distrito y Tribunales Colegiados, de los medios legales necesarios (sanciones), para velar por el cumplimiento de las sentencias que emitan en las que se concede el Amparo y Protección de la Justicia de la Unión, y de esa forma sean escasos los asuntos que tenga que conocer la Suprema Corte de Justicia de la Nación y ésta determine y aplique la imposición de las sanciones extremas.

OTRAS REFLEXIONES

En este apartado señalo algunas propuestas que, lamentablemente por falta de tiempo, no pude especificar la fundamentación y motivación de ellas, sin embargo algunas considero que se entienden por sí mismas; sin embargo espero que puedan ser tomadas en cuenta para ser discutidas, y en su caso, aprobadas y presentadas a la Comisión y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Respecto a la expedición de copias, considero que por razones de seguridad jurídica para las personas, autoridades y los propios órganos, las copias que se expidan siempre deben ser certificadas; además, por razones presupuestales, a costa del solicitante.

Por cuanto al artículo 23, considero necesario que se indique que el Licenciado en Derecho, anexe copia certificada de su cédula, con lo cual se eliminaría el libro de registro de Cédulas Profesionales, el cual en muchos casos no es fiable (o en su defecto, se debe contar con el programa informático que permita una consulta verídica y rápida).

Respecto al numeral 26 fracción IV, existen casos en los que presentan escritos de desistimiento y como ya no les interesa el asunto, ya no acuden a ratificar el escrito, en la hipótesis prevista y en caso señalado, considero conveniente que, en vez de reservarse la petición, se indique que se continuará el trámite como si no se hubiese presentado, ello tomando en consideración que a veces tales escritos son presentados por los autorizados, sin conocimiento de los quejosos, por lo que la finalidad es salvaguardar sus derechos y no dejarlo en estado de indefensión.

En relación con el precepto 34 del proyecto, es conveniente señalar, como en el caso del dispositivo 36, que será competente para conocer del juicio de amparo el Tribunal Colegiado de Apelación del mismo distrito y especialización en su caso y, si no lo hubiere, el más cercano dentro de la jurisdicción del circuito al que pertenezca.

Lo anterior es con motivo de la especialización que se a otorgado a los Tribunales Unitarios del Primer Circuito y que, pudiese seguirse generando.

En el ordinal 113 fracción III y su último párrafo, parece existir una incongruencia con el artículo 10 que permite la acreditación de la personalidad hasta antes de la audiencia constitucional; por otra parte, en algunos casos también es necesario que el promovente de la demanda señale, en caso de que tenga conocimiento, detalles necesarios que se deben tomar en cuenta para fijar la garantía en caso de ser procedente la suspensión solicitada, tal como el monto que se les demanda o al que fueron condenados, el valor del bien, por lo que se requiere una fracción que indique “Cualquier otro dato que sea necesario para el trámite del expediente principal o el incidental”.

En el numeral 114 segundo párrafo se alude al diferimiento de la audiencia constitucional, sin embargo, no se prevé dos casos que la práctica demuestra que se tiene que diferir más de una vez la audiencia; el primero en tratándose de autoridades foráneas, en múltiples casos se ignora si ya fue notificada a consecuencia de lo tardado del correo; el segundo en los asuntos agrarios, caso en los que al tratar de recabar las pruebas necesarias, se utiliza mucho tiempo en saber que autoridad tiene los documentos y mayor tiempo aún, en que las autoridades dicen que requieren para encontrarlos en sus archivos; y el tercero mientras se localiza un domicilio donde notificar al tercero interesado y en su caso se publican los edictos; razón por la cual considero que debe indicarse que se podrá diferir la audiencia cuantas veces sea necesario para obtener la certeza de las notificaciones y de tener integrado el expediente para resolverlo.

Por cuanto hace al precepto 130, debe anexarse un párrafo que diga “En caso de optar por presentar póliza de fianza, deberá ser expedida por compañía que tenga persona autorizada en la ciudad de residencia del órgano jurisdiccional del conocimiento.”.

En relación con el dispositivo 139, considero conveniente el diferimiento de la audiencia incidental, en los casos en los que una o más de las autoridades señaladas como ordenadoras sean foráneas y no hubiesen rendido el informe o no se tenga la certeza de que hubiesen sido notificadas; con ello se evitaría modificar o revocar una suspensión definitiva negada por negativa de los actos por parte de las ejecutoras.

Por cuanto se refiere al ordinal 141 que señala las pruebas que pueden ofrecerse en el incidente, tal vez sea necesario señalar también la instrumental de actuaciones, salvo que se interprete que la facultad que se le otorga al órgano jurisdiccional de solicitar los documentos, incluya la de ordenar se anexen copias certificadas del expediente principal o de otros expedientes principales o incidentales, que en ocasiones son necesarias para resolver.

En el artículo 143 considero que se debe adicionar un párrafo que señale que se impondrán sanciones y no sólo aludir a ellas en el diverso 252.

Respecto al numeral 159 deberá adicionarse un párrafo que diga “salvo que sea para el cumplimiento de sentencias o ponerlo a disposición de una autoridad de otra jurisdicción y que se hubiese terminado el procedimiento por el cual se encuentre recluido en ese lugar, o por desaparición física del establecimiento carcelario.”.

En cuanto al precepto 166, con motivo de las discusiones doctrinales respecto a que se debe entender por “procedimiento”, es conveniente señalar que: “cuando se promueva el amparo aduciendo que los actos afectan la libertad personal, deberá exigirse garantía”, de esta manera se incluye cuando el acto se atribuye al ministerio público o cualquier autoridad administrativa.

En relación con el dispositivo 184, Considero que el voto particular es de suma importancia y por ello debe indicarse que: “se insertará antes de las firmas”; con ello no habrá discusión de sí es o no parte integrante de la resolución y se evitará que al ser un documento anexo o que obre por separado, pueda confundirse o agregarse a una resolución diversa.

Respecto al ordinal 197, en tratándose de los casos en que se declare fundada la repetición del acto reclamado, es conveniente que se agregue un párrafo en el que se indique que cuando se advierta que la autoridad lo cometió por error o negligencia, (sin mala fe), en vez de inmediatamente remitir el expediente a la Suprema Corte, se permita que la autoridad (generalmente en los casos de órganos jurisdiccionales) deje insubsistente la resolución y emitan otra que se apegue a lo resuelto en la sentencia de amparo, y solo para el caso en que, por segunda ocasión repitan el acto, si se remita el expediente.

Del artículo 203, se propone q
ue, cuando sea el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado el que advierte la imposibilidad material para que se cumpla una resolución, en la que el quejoso insiste y no quiere el cumplimiento sustituto, el órgano que conoce del juicio, deberá emitir una resolución en la que señale los motivos por los cuales considere que debe remitirse a la Suprema Corte para que esta determine si debe o no tramitarse el cumplimiento sustituto, y de ser en el sentido afirmativo, devolver los autos al Juzgado o Tribunal, para que se tramite; además, si continua la renuencia del quejoso, prevenirlo para que de no allanarse, el juzgador ordenara la practica de la pericial para determinar el monto que como pago sustituto le correspondería, se dará por cumplida la sentencia al obtener el monto, el cual quedará a su disposición por el término de tres meses y de no recogerlo el importe se aplicará en el presupuesto del Poder Judicial de la Federación. Existen varios casos en los que los quejosos insisten en la restitución de los bienes inmuebles (terrenos), sin embargo es imposible que se les devuelva por existir construcciones que benefician a la sociedad.

Respecto a las multas a que se refiere al numeral 238, considero conveniente se señale que la multa que se imponga a los servidores públicos, sea tomando en cuenta su salario diario integrado (real) y no el mínimo en el Distrito Federal, porque este último realmente no les es gravoso y en algunos casos se convertirá en una multa irrisoria.

PLANTEAMIENTOS ADICIONALES
A efecto de contar con un ingreso extra al presupuesto del Poder Judicial de la Federación, que pueda ser aplicado en la adquisición de bienes muebles e inmuebles o en su caso a la reparación o restauración de los existentes, es conveniente que se indique que las garantías que se prescriban sean depositadas en un fondo del Poder Judicial de la Federación.

Tomando en consideración el escaso lugar que se tiene en los órganos jurisdiccionales y lugares exprofeso para el archivo de los expedientes, se agregue un precepto que permita la destrucción de objetos y documentos que fueron presentados por las partes, una vez que cause ejecutoria la sentencia y se tenga por cumplida, así como los casos en que se declare firme la determinación del desechamiento o por no interpuesta la demanda, previa notificación del acuerdo que ordene ponerlos a su disposición y transcurrido el término de tres días para que acudan a recogerlos.

Finalmente, se señale una consecuencia jurídica para el caso de que el quejoso no se presente (en un término de quince días por ejemplo) a recoger los edictos ordenados para notificar a los terceros, como sería el caso de sobreseer el juicio.

HUMBERTO MANUEL ROMAN FRANCO

LIC.  IVAN  RUEDA  HEDUAN.

México, D.F., a 20 de octubre de 2000.

SR. LIC. GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL,

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL,

P R E S E N T E.
Muy estimable señor Ministro:

Ha llegado a mi poder la publicación que contiene el proyecto de una nueva Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que usted hace una invitación abierta a todos los sectores interesados para expresar puntos de vista al respecto, en forma debidamente razonada.

Antes de expresar algunos comentarios y sugerencias sobre dicho proyecto, me permito felicitar a los miembros de la Comisión mixta que se constituyó para tal efecto, pues es muy meritorio el esfuerzo realizado hasta la fecha con la finalidad de revigorizar el juicio de amparo, haciéndolo más práctico, accesible, seguro, eficaz y de alcances generalizados.

COMENTARIOS DEL SUSCRITO:

NOMBRE DE LA LEY.

Por razones prácticas el ordenamiento que nos ocupa debería denominársele “Ley de Amparo”, y como acontece en otros cuerpos legales reglamentarios de la Constitución, hacer referencia en el primer artículo a que, en el caso, lo es de los artículos 103 y 107 del Código Supremo.

ARTICULO 1º.
Aparte de la sugerencia que acaba de hacerse, la cual implicaría hacer constar en un primer párrafo de este precepto que la Ley de Amparo lo es reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución, me permito sugerir que, en protección de los derechos humanos, se comprendan, además de los tratados internacionales relacionados, los que lleguen a celebrarse a futuro sobre la misma materia.

ARTICULO 2º.

Sobre este precepto me permito hacer las siguientes propuestas:

a) El Código Federal de Procedimientos Civiles debería ser aplicable, a falta de regulación expresa en la Ley de Amparo, en todo aquello que no se le oponga; esto en virtud de que declarar la aplicación supletoria del primer ordenamiento mencionado ha creado algunos problemas, como en el caso de la instancia de aclaración de sentencia que en el juicio de garantías se ha considerado improcedente por no estar regulada en la propia Ley de Amparo, por más que sí lo esté en el Código Federal de Procedimientos Civiles.

b) Si realmente se trata de revitalizar el juicio de amparo, en este mismo precepto debería quedar establecido que, cuando el mismo se intente contra actos de autoridad administrativa, la interpretación y aplicación de sus normas deberá hacerse, en caso de duda, a favor de la parte quejosa, pues su posición es endeble frente al gran aparato gubernamental.

ARTICULO 3º.
Para modernizar el procedimiento e igualar la Ley de Amparo a otras disposiciones procesales vigentes, podría preverse que las promociones se hicieran por escrito o por cualquier otro medio admitido y fehaciente, tal como el fax o el correo electrónico.

ARTICULO 11.

No existe una razón jurídica suficiente para que subsista la disposición en el sentido de que los apoderados del quejoso deben contar con facultades específicas para el desistimiento del juicio de garantías.

Este caso y otros de excepción, como el de los poderes especiales para la suscripción de títulos de crédito y el ejercicio de defensas laborales, deben desaparecer de nuestro derecho vigente pues fracturan los principios del otorgamiento de poderes generales.

ARTICULO 17.

Por razones de seguridad jurídica debería establecerse en este precepto que los plazos para efecto de la interposición de la demanda de amparo deben comenzar a correr el día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación del acto, en los términos del artículo 29 de la Ley de Amparo, pues la situación procedimental ya pasa a ser de la jurisdicción del poder judicial.

ARTICULO 18.

Han existido casos en que los tribunales del Poder Judicial de la Federación, aunque no suspendan labores en determinada fecha, funcionan en un horario irregular, lo cual debe ser conducente para considerar que, al presentarse esta situación, se trata por igual de un día inhábil.

ARTICULO 25.

También en este numeral debería quedar abierta la posibilidad de la práctica de notificaciones por cualquier medio moderno, siempre que ello se haga en forma fehaciente y previamente admitida.

ARTICULO 59.

Uno de los principios que han inspirado el proyecto de reformas a la Ley de Amparo es el de privilegiar la procedencia del juicio que la misma regula. Sin embargo, la fracción X del artículo 59 se aparta de ese lineamiento en aquellos casos en que el acto de autoridad, aparte de estar fundado en un procedimiento que se estima inconstitucional, adolece de algunos vicios de ilegalidad.

En esa hipótesis el quejoso puede impugnar primeramente los aspectos de ilegalidad y, en una segunda etapa, los de inconstitucionalidad; pero si decide impugnar antes que nada la ley o reglamento, después ya no podrá atacar las cuestiones de simple ilegalidad, lo cual es un defecto al que se da continuidad en el proyecto de reformas.

Lo más práctico y efectivo sería permitir al quejoso plantear en una sola demanda los problemas de inconstitucionalidad y también los de ilegalidad, para que, en ese orden, se resolviera el juicio de garantías.

ARTICULO 73.

Acordemente con las políticas que inspiran el proyecto, en este precepto debería agregarse un último párrafo para establecer como obligación de los juzgados y tribunales de amparo la de analizar en primer término los conceptos de violación que puedan conducir al otorgamiento, liso y llano, en cuanto al fondo de la litis, evitándose de esta manera el reenvío de los asuntos para determinados efectos formales o procesales.

Sobre este aspecto, debe mencionarse que el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación ya establece una preferencia en cuanto a la resolución de las cuestiones de fondo, que ha dado magníficos resultados.

ARTICULO 77.

Si se toma en cuenta que muchos ciudadanos y/o administrados no están en condiciones óptimas para emprender la defensa de sus derechos bajo asesoría calificada, no se advierte la razón por la cual la suplencia de la queja se limite especialmente en la materia administrativa (fracción V) cuando en otros renglones se admite con toda apertura.

TITULO PRIMERO.  CAPITULO X.

Toda vez que ningún tribunal está exento de emitir fallos oscuros, imprecisos o incompletos, debería establecerse en algún numeral del Título y Capítulo mencionados la instancia de aclaración de sentencia, en bien de una mejor impartición de justicia.

ARTICULO 110.
Lo regulado en la fracción II de este precepto en cuanto a la posibilidad de ampliación de la demanda de amparo cuando en el informe justificado aparezcan datos que no eran conocidos por el quejoso, propiamente permite a la autoridad, en forma indebida, mejorar extemporáneamente sus actos y resoluciones. Considero que ese supuesto de ampliación de demanda debería desaparecer.

ARTICULO 174.

Es extremadamente rigorista la regulación que comprende este precepto al establecer que no surte ningún efecto la presentación de una demanda de amparo ante autoridad distinta a la responsable, cuando esto sea obligatorio en términos de ley. El error más común que acontece en estos casos, el cual consiste en presentar la demanda ante el tribunal de segunda instancia, podría ser perfectamente subsanado con la simple remisión de la demanda a la autoridad o tribunal competente, lo cual denotaría mayor apertura para impartir justicia.

ARTICULO 187.

En este precepto doy por reproducidos los comentarios al artículo 73, de tal manera que dentro de la “prelación lógica” para el estudio de los conceptos de violación, se establezca como prioritario el análisis de las cuestiones de fondo que puedan dar por terminado en forma definitiva el asunto contencioso.

ARTICULO 215.

En este precepto se desatiende toda una corriente de opinión jurídica en el sentido de que la jurisprudencia que establezcan los órganos jurisdiccionales competentes en materia de amparo debe ser también obligatoria para las autoridades administrativas.

Al menos, para las autoridades administrativas que de alguna forma ejerzan funciones jurisdiccionales.

TITULO CUARTO.  CAPITULO IV.

Es muy loable que se pretenda dar efectos generalizados a la jurisprudencia que determine la inconstitucionalidad de una norma general; sin embargo, el procedimiento acogido en el proyecto que se comenta es bastante dilatado, pues implica que en estos casos se hagan primeramente los planteamientos por violación constitucional ante los juzgados de distrito competentes y después de que estos lleguen a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en segunda instancia, se establezca la jurisprudencia de reiteración y se haga la declaratoria general de inconstitucionalidad.

Siendo fácilmente detectable para la Suprema Corte de Justicia cuando despierta una marcada inconformidad la promulgación de alguna ley, reglamento o norma general, sería válido que, para los efectos de este Título y Capítulo, el máximo Tribunal, pudiera atraer al menos algunos de esos casos para su análisis y resolución, dentro de plazos breves.

No debe perderse de vista que la declaratoria general de inconstitucionalidad no puede surtir efectos retroactivos tal como está propuesto en el proyecto, lo que obliga mayormente a una definición pronta de estas situaciones en favor de quienes puedan verse afectados por una normatividad contraria al Código Supremo.

Muy atentamente,

IVAN RUEDA HEDUAN

PONENCIA:

TITULO SEGUNDO, CAPITULO I, SECCION TERCERA

SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO.

ARTICULOS NECESARIOS DE MODIFICAR

136, 139, 140, 168

Al analizar el Proyecto de una nueva Ley de Amparo Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, resulta interesante e importante conocer las innovaciones propuestas en la misma, dada su gran trascendencia jurídica, y la finalidad que se persigue dotándole al sistema jurídico mexicano de normas procesales federales que garanticen la eficacia del Juicio de Amparo de manera coherente y acorde con las necesidades de reclamo de la sociedad, dentro de un universo normativo, con un contenido que propicie, induzca y conduzca al logro de la justicia, la paz social y la seguridad jurídica de los mexicanos, conservando los principios jurídicos fundamentales que confirman las garantías otorgadas en la Constitución Federal.

Al respecto se debe significar que no basta con que se encuentren establecidos los derechos de las personas y de los ciudadanos, los que desde el siglo XIX se promulgaron y con posterioridad se reconocieron por el Estado, sino que, es necesario que a la declaración de Derechos se agregue la instrumentación o procedimiento para que en caso de violación de alguno de ellos, exista la posibilidad de reclamarla y obtener la debida reparación del agravio sufrido, lo que se consigue mediante el Juicio de Garantías, que norma la Ley de Amparo en vigor, la cual en su momento respondió a los reclamos de justicia, pero que en la actualidad resulta insuficiente para preservar esos derechos, de donde ese desprende la necesidad de innovarla, pues al igual que el ser humano evoluciona, en la misma medida debe evolucionar la norma que regula su comportamiento a efecto de no convertir a esta en obsoleta y que pierda la esencia de su creación.

Dentro del Proyecto de la Ley de Amparo, mención especial merece el comprendido en el Título Segundo, Capítulo I, subtitulado “El Amparo Indirecto” en la Sección Tercera que se regula a la Suspensión del Acto Reclamado, en donde se advierte, que se introduce la apariencia de buen derecho, a favor del gobernado, ya que evita que se consumen actos de autoridad notoriamente inconstitucionales en perjuicio de sus derechos subjetivos públicos consagrados en los artículos 14 y 16 Constitucionales, sin embargo y no obstante el avance antes señalado, es de observarse que persisten disposiciones anacrónicas que afectan gravemente al quejoso, en lo que se refiere a la obligación que tiene éste de exhibir “garantía”, para que surta efectos la suspensión provisional que se conceda en contra de actos de autoridad emanados de un procedimiento de carácter penal, como lo dispone el artículo 166 del Proyecto de Ley.

Lo anterior obedece a los siguientes razonamientos logico-jurídicos que se exponen:

a).  El Juicio de Amparo considerado como el instrumento procesal creado por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el medio para que los gobernados puedan proteger sus garantías constitucionales de las violaciones que al respecto cometan las autoridades y debe otorgar a los ciudadanos una protección fácil y accesible para sus derechos más fundamentales, independientemente del nivel cultural y académico de esos ciudadanos y de que tengan o no abundantes recursos económicos, así como del nivel de su asesoría legal, de donde se advierte que las normas que regulan el procedimiento Constitucional, deban interpretarse con un espíritu generoso que facilite el acceso del amparo al pueblo gobernado y se beneficie con sus efectos protectores a favor de sus derechos.

b). Se considera que el acceso al Juicio de Garantías y al beneficio de obtener la Suspensión Provisional del Acto Reclamado, derivado de un procedimiento penal, no puede quedar supeditado a las posibilidades económicas del individuo, las que en su caso, le permitirán o no exhibir la “garantía” que se le fija por parte del Juez de Distrito que conoce del Incidente de Suspensión, ya que ello atenta entre otros, contra el principio de equidad y justicia social aplicable a todo gobernado.

Lo antes expuesto encuentra apoyo jurídico en el hecho de que, la Suspensión Provisional y en su caso la Definitiva, concedida al Quejoso, en contra de actos de autoridad que importen peligro de ataques a su libertad personal, no causa perjuicio al interés social, ni contraviene las disposiciones de orden publico, a que se refiere la fracción II del artículo 126 del Proyecto de Ley, puesto que de ser así, resultaría improcedente dicha suspensión, al actualizarse alguna de las hipótesis que se contemplan en el artículo 127 del referido Proyecto de Ley.  En este orden de ideas, resulta indiscutible que la obligación que se impone al Quejoso de otorgar “garantía” para poder acogerse al beneficio de la medida cautelar, atenta en contra de sus derechos subjetivos públicos, en razón de que, el artículo 107 Constitucional vigente, no prevé tal imposición en actos reclamados que se derivan de un procedimiento penal, ya que no existe, por la naturaleza jurídica de éstos, tercero perjudicado a quien deba garantizársele el pago de los daños y perjuicios que se le pudieran ocasionar con motivo de la Suspensión Provisional concedida al Quejoso, para el caso de que esto no obtenga fallo protector de la Justicia Federal, ni tampoco se contempla tal circunstancia en el artículo 107 del Proyecto de Reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el segundo párrafo de la fracción X, del citado ordenamiento Constitucional propuesto, sólo contempla la figura jurídica de la fianza, para materias distintas a la penal.

La finalidad principal de suprimir la imposición de la “garantía” al quejoso par que surta efectos la Suspensión Provisional que se le conceda contra actos que importen peligro de ataque a su libertad personal derivados de un procedimiento en materia penal, seria la de permitir el acceso a los beneficios de la citada Suspensión Provisional a todos los gobernados sin distinción de su situación económica, cumpliendo con ello el objeto del Incidente de Suspensión Provisional, que prevé nuestro Juicio de Amparo.

Ya que resulta de estricta Justicia Social, omitir el carácter elitista con que se encuentra revestido el Juicio de Amparo Indirecto con Incidente de Suspensión en materia Penal, al que con este criterio, solo podrían acceder quienes cuenten con la solvencia económica que les permita exhibir la garantía que se pretende imponer, de acuerdo a lo que establece le citado artículo 166 propuesto, debiéndose tomar en cuenta además, que la mayor parte de la población mexicana, pertenece a una clase desprotegida y de escasos recursos económicos, lo que le imposibilita generalmente disponer del recurso monetario requerido par otorgar la “garantía” que se le fije, para que surta efectos la suspensión provisional concedida.

Aunado al hecho de la deficiencia de las Instituciones encargadas de la Administración y Procuraduría de Justicia, que sin dar formal cumplimiento a lo establecido por los artículos 14 y 16 Constitucionales, giran ordenes de detención fuera de procedimiento y de aprehensión dentro de éste, sin la debida motivación y fundamentación jurídica que establecen las normas constitucionales antes citadas y que se refleja en el alto numero de Juicios de Amparo Indirectos con Incidente de Suspensión promovidos en  contra de actos derivados de un procedimiento penal, en donde se reclaman ataques a al libertad personal, que al resolverse conceden al Quejoso la Protección y Amparo de la Justicia Federal de manera Lisa y Llana, al realizar una correcta aplicación de los preceptos legales que se contienen en nuestra Constitución, por parte de los Tribunales Federales, y que sin embargo, tal derecho para obtener la correcta aplicación de justicia, con la imposición de la “garantía” que se pretende, solo sería factible de obtener por el ciudadano que esté en aptitud de contar con los recursos económicos que le permitan hacer pago de la misma, lo que desde luego se contrapone con el principio de que la aplicación de Justicia es de carácter gratuito, sobre todo en tratándose de una suspensión del acto reclamado que emane de un proceso penal por un delito no grave.

Robustece lo anterior, el hecho de que la fracción XIII del artículo 59 del Proyecto de Ley, establece el sobreseimiento del Juicio de Garantías y desde luego cesan los efectos de la Suspensión Provisional o definitiva del acto reclamado, en virtud del cambio de situación jurídica del Quejoso, dentro de un procedimiento judicial de carácter penal, dado que, dentro de las medidas de aseguramiento que establece el mencionado artículo 166 del proyecto de ley, queda comprendida la que generalmente impone el Juez de Distrito, en el sentido de que el Quejoso deberá comparecer ante la autoridad que haya girado el mandamiento de detención, dentro del termino de tres días, a rendir declaración, apercibido que de no hacerlo así, dejara de surtir efectos la suspensión concedida en contra del acto reclamado, y que para que dicho Quejoso rinda declaración, esta deberá ser necesariamente dentro del termino Constitucional que empezara a correr a partir de que comparezcan ante la autoridad que lo requiere, es claro que al vencimiento de dicho termino constitucional, cambiara su situación jurídica y por consecuencia necesaria se actualizara la hipótesis de sobreseimiento que contempla la fracción XIII del artículo 59 en comento, sin embargo, en ese momento procesal, se estará cumpliendo con el objeto substancial del juicio de garantías indirecto, en el sentido de que, se dio al quejoso la oportunidad de ser examinado en preparatoria, conocer el nombre de su acusador, el motivo de la acusación, ofrecer pruebas de descargo y obtener en su caso un auto de libertad, mediante un procedimiento sumario como resulta ser el que se lleva a cabo dentro de un termino constitucional, sin tener que sufrir la perdida de su libertad personal, durante el transcurso de dicho termino constitucional, por falta de recursos económicos para otorgar la garantía fijada, lo que constituye en si la esencia del Juicio de Amparo, por lo que atendiendo los principios de equidad, justicia e igualdad en la impartición y procuración de justicia para todos los gobernados, se debe suprimir la garantía en la suspensión que se concede al quejoso contra actos derivados de un procedimiento penal.

En mérito de lo antes expuesto se formula la siguiente:

PROPUESTA:

Se propone suprimir en el artículo 166 del Proyecto de Ley, la exigencia de la “garantía”, como condición para el otorgamiento de la Suspensión Provisional solicitada contra actos derivados de un procedimiento penal que afecten la libertad personal del quejoso sin perjuicio de las medidas de aseguramiento que estime convenientes la Autoridad competente para concederla.

LIC. OCTAVIO RUIZ MARTINEZ

PRESIDENTE DE LA BARRA 

DE ABOGADOS DE XALAPA, A.C.

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

SR. PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DEJUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, MINISTRO GÉNARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL.

SR. COORDINAROR GENERAL DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO, MINISTRO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS.

P  R  E  S  E  N  T  E  S  .
De conformidad con el apartado número tres de la guía técnica para la presentación de ponencias al Congreso Nacional de Juristas a celebrarse los días 6, 7 y 8 de noviembre del año dos mil, formulo la presente ponencia en relación con el Proyecto de Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  circunscritos en el punto número 6. Cumplimiento de sentencias y sanciones.

Título: Quinto. Medidas Disciplinarias y de Apremio, Responsabilidades y Sanciones.

Capítulo: Segundo. Responsabilidades y Sanciones.

Artículos: 248, 251, 255, 257, 258, 259, 260, 264, 265, 266 y 267.

I.- Artículo 248 del proyecto.- Prevé una multa que se impondrá a quien tenga conocimiento de alguna causa de sobreseimiento y no la comunique al órgano jurisdiccional de amparo.

Se requieren dos elementos, que la parte tenga conocimiento de la causal de sobreseimiento y que no se comunique al órgano jurisdiccional de amparo la existencia de dicha causal de sobreseimiento. Cuando se reúnan ambos elementos habrá que imponer la multa. Sin embargo, cabe la posibilidad de que la parte tenga conocimiento material de la causal de sobreseimiento y desconocimiento jurídico de que lo que ella sabe la ley lo califique como una causal de sobreseimiento o que interese en el juicio, de modo que ello no impedirá que se le imponga la multa prevista en el artículo 248 del proyecto. La deficiencia del artículo que se comenta, se pone más de manifiesto tomando en cuenta que en el artículo 61 fracción IV se establece que el sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando durante el juicio se advierta o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia, y que el numeral 59 es expresamente ejemplificativo respecto a las causas de improcedencia, pues prevé que el juicio de amparo es improcedente en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de esta Ley. POR ELLO CONSIDERO QUE EN TODO CASO LA CONDUCTA A SANCIONAR DEBE CONSISTIR EN EL OCULTAR DOLOSAMENTE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO ALGUNA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO. LO QUE REQUIERE DOS ELEMENTOS, EL CONOCIMIENTO PREVIO DE LA CAUSAL Y EL DOLO DE LA PARTE QUE OCULTA INFORMACIÓN AL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE AMPARO, POR LO CUAL CONSIDERO QUE DEBE SER MODIFICADO EL TEXTO DEL REFERIDO ARTÍCULO 248 DEL PROYECTO Y ASÍ SE CONTEMPLE EL CONCEPTO DEL OCULTAMIENTO DOLOSO.

II.- Artículo 251 en relación con el 119 del proyecto.- El numeral 251 prevé la imposición de una multa y la consignación por el delito de desobediencia al servidor público que a pesar de la solicitud del órgano jurisdiccional de amparo no remite, remite incompletas o ilegibles las copias o documentos a que se contrae aquel  numeral en relación con el 119.

En ambos numerales debe precisarse, ya que no ocurre así en el proyecto, que la consignación la realizará el órgano jurisdiccional de amparo precisamente ante el ministerio público.

DE ACUERDO A LOS PRINCIPIOS ESTABLECIDOS EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, CONSIDERO QUE DEBE PRECISARSE QUE LA CONSIGNACIÓN HABRÁ DE REALIZARSE ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO, PARA QUE ÉSTE EN SU CASO REALICE ANTE EL JUEZ PENAL LA CONSIGNACIÓN RESPECTIVA.

III.- Artículo 255 del proyecto.- Textualmente dice: En el caso de los artículos 235, Fracción I, y 236, fracción I, la multa aplicable será de cincuenta a quinientos días de salario.

El artículo 235 a cuya fracción I se remite el numeral 255 que se comenta, no contiene fracciones, y prevé que las declaraciones generales de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, habrán de publicarse. Es ilógico que por el hecho de dar cumplimiento al mandato legal contenido en el precepto 235, la propia ley imponga una sanción, por lo cual considero que en el numeral 255 existe una remisión equivocada que habrá de corregirse, ya que el artículo 235 no contiene fracciones y su contenido es un mandato cuyo cumplimiento es ilógico sancionar.

El artículo 236 fracción I, a que se refiere el artículo 255, contiene una disposición general. Ambos preceptos se encuentran dentro del mismo título quinto de rubro medidas disciplinarias y de apremio, responsabilidades y sanciones, y al cual asimismo corresponde el capítulo de medidas disciplinarias y de apremio.  Conforme a una mejor técnica legislativa es preferible que en la propia fracción I del numeral 236 se indique el mínimo y máximo de la medida disciplinaria ahí establecida. Idéntico tratamiento habría de darse a la medida de apremio establecida en la fracción I del artículo 237, de la que no se indica en el proyecto a cuánto ha de ascender. Consecuentemente el contenido del numeral 255 así planteado ya no tendría razón de ser, que por ello ese contenido deberá ser eliminado.

IV.- Artículos 257 y 258 del proyecto.- En dichos numerales se prevén tipos penales.

Se puede decir que los artículos 257 y 258 del proyecto, que en la introducción al proyecto de Ley de Amparo se estimaron de extrema gravedad, están íntimamente relacionados con los numerales 204 y 205 de la vigente Ley de Amparo, y que en los preceptos citados del proyecto ya se especifica la penalidad en los propios numerales, evitando la remisión que la ley vigente realiza al Código Penal Federal. 

Es de advertir que tanto el numeral 257 del proyecto como el artículo 247, fracción V, del vigente Código Penal Federal, describen la conducta consistente en que la autoridad responsable rinda informes en los que afirmen una falsedad o negaren la verdad, empero señalan diferentes penas, existiendo una duplicidad en el tratamiento de la misma conducta que se trata de tipificar. Se tipifica como delito la misma conducta y se prevén penalidades distintas, lo cual es inaceptable. Curiosamente en el proyecto la pena es mayor, sin existir motivo alguno que justifique el incremento, ya que el Código Penal Federal señala de dos a seis años de prisión y multa de cien a trescientos días, mientras en el proyecto se pretende sancionar la misma conducta con pena de tres a siete años de prisión, de cincuenta a quinientos días multa, destitución e inhabilitación de uno a seis años, para desempeñar otro empleo, cargo o comisión pública.

No es conveniente que el proyecto de nueva ley de amparo contenga tipos penales.  Llevar o insertar el derecho penal en el proyecto de nueva ley de amparo, como ocurre cada vez con más frecuencia en las leyes especiales, significa una inadecuada política criminal, en virtud de que la experiencia nos ha podido mostrar que aquella política de crear o establecer delitos especiales en diversidad de ordenamientos especiales origina que con ello el Estado abandone los principios, las doctrinas, los valores y los sistemas propios de la ciencia del derecho penal, contenidos fundamentalmente en la primera parte de los códigos penales, en demérito de aquellos principios que regulan un Estado democrático de derecho y de las garantías y derechos constitucionales de los gobernados.

Si en la invitación a participar en la primera etapa para la elaboración del proyecto de nueva ley de amparo, se precisó que el fin era garantizar la plena vigencia de nuestra Constitución, no la modificación de la misma, esto último al menos en el sentido de no tocar o afectar los derechos del gobernado ya consagrados en nuestra máxima ley, y si en la introducción al proyecto de Ley de Amparo se expone la problemática ante la que se encontró la Comisión de Análisis, para resolver si debía limitar su actuación a la Ley de Amparo o considerar que sus tareas debían alcanzar, por el contrario, al sistema mismo de este juicio, interrogante ante la que consideró indispensable proponer modificar una serie de contenidos de la Constitución, por las características del ordenamiento constitucional, particularmente puntual en su técnica de regulación, según aparece en el texto de la introducción al proyecto.

Al plantearse la problemática que entraña el incluir tipos penales en el proyecto de Ley de Amparo, habrá de dilucidar en esta segunda etapa de la elaboración del proyecto de nueva Ley de Amparo, si se limita el proyecto a la reglamentación del juicio constitucional de amparo y al sistema que entraña dicho juicio, o se incursiona en el campo del Derecho Penal y en los ordenamientos penales a fin de tipificar una o varias conductas como delitos de manera adecuada en el cuerpo legal correspondiente.

PARA ELLO ES NECESARIO TENER EN CUENTA QUE EN LAS LEYES ESPECIALES, COMO LA LEY DE AMPARO QUE SE ESTÁ PROYECTANDO, AUN CUANDO SE ESTRUCTURE TÉCNICAMENTE UN TIPO PENAL, EXISTE LA TENDENCIA A OLVIDAR QUE PARA TIPIFICAR UNA CONDUCTA COMO DELITO, NO SOLAMENTE SE REQUIERE LA TÉCNICA DE SU ESTRUCTURACIÓN, SINO ADEMÁS QUE SE DEBEN DE TOMAR EN CUENTA LOS PRINCIPIOS QUE REGULAN UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO EN CUANTO AL ESTABLECIMIENTO DE LAS CONDUCTAS TÍPICAS PENALES, ANALIZANDO ENTRE OTROS, LOS DE LA ÚLTIMA RATIO, DE INTERVENCIÓN MÍNIMA DEL DERECHO PENAL, DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO, EL DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS, ASÍ COMO LA ORIENTACIÓN FILOSÓFICA Y POLÍTICA DE LA LEGISLACIÓN MEXICANA, LA DOGMÁTICA PENAL, LA POLÍTICA CRIMINAL, PRINCIPIOS BÁSICOS DE LA TEORÍA DEL DERECHO PENAL ESTABLECIDOS EN LA CARTA FUNDAMENTAL DE NUESTRO PAÍS, CONFORME A LOS CUALES, EN SU CASO, NECESARIAMENTE, PORQUE ESTAMOS OBLIGADOS A RESPETAR EL ESTADO DEMOCRÁTICO Y SU ORDEN JURÍDICO, HABRÁN DE INCLUIRSE EN EL CÓDIGO PENAL, Y NO EN LA LEY DE AMPARO LOS TIPOS PENALES QUE SE COMENTAN Y SU CORRESPONDIENTE PENALIDAD. ASÍ LAS COSAS NO ES APROPIADO QUE EN LA LEY DE AMPARO SE INCLUYAN TIPOS PENALES.

NO PUEDEN PASARSE POR ALTO LOS ESTUDIOS DE LOS TRATADISTAS ACERCA DE LAS PENAS Y LA FINALIDAD DE LAS MISMAS. LA FUNCIÓN QUE SE LE ATRIBUYE A LAS PENAS ES LA DE READAPTAR AL DELINCUENTE, SU RESOCIALIZACIÓN O REEDUCACIÓN. NO SE PUEDEN CERRAR LOS OJOS A LA REALIDAD, ES NECESARIO RECONOCER A TRAVÉS DE CIERTAS EVIDENCIAS QUE SE VIENEN MANIFESTANDO QUE LA READAPTACIÓN SOCIAL NO SE HA PODIDO LOGRAR CABALMENTE, SITUACIÓN QUE CADA DÍA SE HACE MÁS EVIDENTE DADAS LAS CONDICIONES EN QUE ACTUALMENTE SE ENCUENTRA EL SISTEMA PENITENCIARIO. DE AHÍ QUE EN LOS TIEMPOS ACTUALES SE PLANTEA EN NUESTRO PAÍS COMO EN OTROS TANTOS DEL MUNDO, LA CUESTIÓN DE SI LA POLÍTICA CRIMINAL DE REPRESIÓN PENAL A TRAVÉS DEL INCREMENTO DE LOS TIPOS PENALES Y DE LA DUREZA DE LAS PENAS DE PRISIÓN ES LA POLÍTICA QUE DEBE SEGUIRSE APLICANDO, O DE SI DEBEN BUSCARSE OTROS MEDIOS QUE RESULTEN MÁS FUNCIONALES Y EFICACES. 

BAJO LAS PREMISAS EXPUESTAS CONSIDERO QUE LA DEBIDA, PRUDENTE Y PONDERADA APLICACIÓN DE TIPOS PENALES Y LAS SANCIONES CORRESPONDIENTES DEBERÁN ADECUARSE, ADAPTARSE, AJUSTARSE, PRECISARSE Y EN SU CASO ESTABLECERSE EN EL CÓDIGO PENAL FEDERAL, TODO ELLO CONFORME A LOS PRINCIPIOS JURÍDICOS,  POLÍTICOS, CULTURALES Y CONSTITUCIONALES MENCIONADOS.

EL AUTOR DE ESTOS COMENTARIOS CONSIDERA QUE NO SE JUSTIFICA DESDE NINGÚN PUNTO DE VISTA AUMENTAR LA DUREZA DE LAS PENAS PUES NO CONSIDERA QUE EL ESTADO DEBA RESOLVER LAS CUESTIONES GRAVES QUE SURJAN CON MOTIVO DE LA APLICACIÓN DE LA NUEVA LEY DE AMPARO, A TRAVÉS DE LA APLICACIÓN DE PRINCIPIOS QUE SIGAN MINANDO LOS DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DEL GOBERNADO.

V.- Artículos 259, 260, 264, 265, 266 y 267 del proyecto.- En dichos numerales, por su contenido, prevén tipos penales, y para el efecto de determinar la sanción aplicable hacen remisión al Código Penal; así, los numerales 259 y 267, establecen que la sanción será en los términos que señala el Código Penal Federal para el delito de abuso de autoridad; los artículos 260, 264 segundo párrafo, 265 y 266, establecen que la sanción ha de ser en los términos que señala el Código Penal para los delitos cometidos contra la administración de justicia; y el primer párrafo del artículo 264 del proyecto, establece la consignación por el delito de abuso de autoridad conforme a las disposiciones del Código Penal Federal, siendo que en el artículo 215 del Código Penal Federal que se refiere al delito de abuso de autoridad no se precisa tal hipótesis.

Como se ha dicho, los artículos del proyecto que se comentan, contienen tipos penales, pero para el efecto de determinar la sanción aplicable remiten a los capítulos del Código Penal Federal relativos en unos casos al delito de abuso de autoridad, y en otros, al de los delitos cometidos contra la administración de justicia. Sin embargo, se advierte que los delitos a los que remiten los numerales del proyecto de Ley de Amparo, prevén dos o más hipótesis de punibilidades, lo que trae como consecuencia que no se pueda precisar exactamente la sanción que se deba imponer, ya que para determinar la pena aplicable, se tendría que recurrir a las hipótesis de mayor similitud o semejanza, lo que da lugar a una aplicación analógica de la ley penal, en contravención a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 14 constitucional, que dispone que en los juicios del orden criminal queda prohibida imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

Por ello resulta necesario eliminar del proyecto de Ley de Amparo los tipos penales, así como las remisiones inexactas que éste hace al Código Penal Federal. Corresponde al legislador, conforme a lo señalado en el punto anterior, es decir, conforme a una sana política criminal, determinar si existe la necesidad de crear tipos penales relacionados con el juicio de amparo, y de ser así, en su caso, éstos los establezca dentro del Código Penal, para lo cual deberá tener presentes los siguientes lineamientos:

AL SER EL ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO UNA CREACIÓN DEL HOMBRE Y PROVENIR SU PODER DEL PUEBLO O SOCIEDAD, QUIEN JUSTIFICA Y LEGITIMA SU EXISTENCIA O RAZÓN DE SER, SU FUNCIÓN NO PUEDE TRADUCIRSE MÁS QUE EN LA REALIZACIÓN DE FINES CONSISTENTES EN CREAR Y ASEGURAR LAS CONDICIONES DE EXISTENCIA QUE SATISFAGAN LAS NECESIDADES DEL GRUPO DE INDIVIDUOS QUE LE DIO ORIGEN Y POSIBILITAR LA VIDA ORDENADA EN COMUNIDAD, VINIENDO A SER EL DERECHO UNO DE LOS MEDIOS MÁS ADECUADOS CON QUE CUENTA EL ESTADO Y LA SOCIEDAD PARA EL LOGRO DE SUS FINES, NO PUDIENDO DISTANCIARSE DE ESA FUNCIÓN Y FINES EL DERECHO PENAL Y CUALQUIER LEY QUE PRETENDA ESTABLECER UN TIPO PENAL PARA IMPONER UNA PENA. EL DERECHO PENAL NO DEBE SER UTILIZADO DE MANERA ABUSIVA, DESPÓTICA, CORRUPTA O ARBITRARIA CON MOTIVO DE LA FORMIDABLE FUERZA, PODER, ATRIBUCIONES Y FACULTADES QUE CONCENTRA EL APARATO LLAMADO ESTADO; SINO QUE ÚNICAMENTE SE DEBE HACER USO DE ÉL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS BIENES JURÍDICOS MÁS PRECIADOS PARA LOS INDIVIDUOS, EN SU INDIVIDUALIDAD, EN LA COLECTIVIDAD, EN COMUNIDAD, EN SOCIEDAD, PARA LA PROTECCIÓN DE LOS BIENES MÁS IMPORTANTES O ESENCIALES PARA LA VIDA ORDENADA EN COMÚN, Y ADEMÁS COMO UN ÚLTIMO RECURSO, COMO LA ÚLTIMA RATIO, ES DECIR, EN UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO COMO LO ESTABLECE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SÓLO DEBE ECHARSE MANO DEL DERECHO PENAL EN ÚLTIMA INSTANCIA, CUANDO SE HAYAN AGOTADO OTROS MEDIOS MÁS EFECTIVOS, CUYAS CONSECUENCIAS SEAN QUIZÁS MENOS DRÁSTICAS, O SÓLO CUANDO ÉSTOS RESULTEN INSUFICIENTES O INEFICACES PARA LA PROTECCIÓN DE ESOS BIENES JURÍDICOS Y EXISTA LA CONVICCIÓN DE QUE AQUÉL SERÁ UN RECURSO MEJOR. EL DERECHO PENAL NO ES LA PÓCIMA MÁGICA QUE TODO LO RESUELVE.

Oaxaca de Juárez, Oax., a 19 de octubre del año 2000.

LIC. FRANCISCO SALVADOR PÉREZ

MAGISTRADO DEL PRIMER TRIBUNAL UNITARIO
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SEÑOR MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS

COORDINADOR GENERAL DE LA COMISION 

DE ANALISIS DE PROPUESTAS 

PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

PROPUESTA PRESENTADA POR LOS LICENCIADOS ALEJANDRO SANCHEZ LOPEZ, CONSTANCIO CARRASCO DAZA Y ALEJANDRO SERGIO GONZALEZ BERNABE,  JUECES SEPTIMO, OCTAVO Y NOVENO DE DISTRITO EN MATERIA DE PROCESOS PENALES FEDERALES EN EL DISTRITO FEDERAL, CON RELACION A LA FRACCION II, DEL ARTICULO 77, Y LOS ARTICULOS 3° Y 22 DEL PROYECTO DE LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Es nuestro deseo efectuar sólo dos comentarios con relación al proyecto de Ley Reglamentaria que se analiza.

I. El primero de ellos, se relaciona con el artículo 77, del Capítulo X, del Título Primero, puesto que según nuestra personal apreciación, dicho precepto debería ser modificado en los términos que a continuación se explican.

Sugiere la comisión de análisis, la conservación del principio de suplencia en la deficiencia de la queja en la materia penal, lo cual evidentemente nos parece correcto; sin embargo, disentimos con que se continúe considerando  que en la materia penal ese principio rector, sólo tenga operabilidad  en favor del reo.

El artículo 77 del proyecto de ley reglamentaria, en lo que a este trabajo interesa, establece que:

“ARTÍCULO 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

“II. En materia penal, en favor del reo;

Para explicar nuestro punto de vista, es necesario primero, desentrañar la naturaleza jurídica del principio de suplencia de la queja deficiente, y al efecto, debe recordarse que éste, constituye la antinomia del principio de estricto derecho,  consistente en que el juzgador debe reducirse a examinar la constitucionalidad del acto reclamado, a la luz de los argumentos externados en los “conceptos de violación”.

Atento a ese principio, el análisis que se realice en un amparo, no puede en ningún caso, extenderse más allá de lo específicamente señalado por las partes, convirtiéndose entonces el juicio, en un procedimiento de carácter dispositivo, como el que rige a la materia civil o mercantil, en la que sólo se afectan intereses meramente particulares.

Sin embargo, en dichos  juicios es comprensible la asunción de tal principio, puesto que en ellos, no se controvierte directamente el interés público; a menos que los órganos de gobierno que participen en el conflicto, lo hagan desprovistos de su investidura de poder, en defensa exclusiva de sus intereses particulares.

Por el contrario, el juicio constitucional tiene una tónica distinta y en todo caso debe considerarse de carácter parcialmente dispositivo, toda vez que por regla general, deberá respetarse el principio de estricto derecho y sólo en las hipótesis plasmadas en la ley, operará la suplencia de la queja en estudio.

Por otro lado, debe señalarse que la ciencia del Derecho Penal se aleja diametralmente del principio dispositivo, toda vez que el procedimiento criminal es de carácter eminentemente público, dado que el interés primordial atañe directamente a la sociedad.

Así lo demuestra, por ejemplo, la concesión que hace la Constitución General de la República en favor de la Representación Social, a quien se le otorga el monopolio exclusivo de la acción penal.

Debe quedar claro,  que el fin teleológico del proceso penal es la reivindicación en los derechos de los que sufrieron detrimento, pues si se admitiera que el único fin del procedimiento incriminatorio es la sanción, se convertiría  al Derecho, en un mero sistema cerrado de normas, carentes de significado alguno, ni propósito axiológico definido.

Retomando el juicio de garantías, debe establecerse que la aplicación irracional del principio de estricto derecho, ocasiona que el fallo judicial responda más a la pericia o impericia de las partes dentro del proceso, que a la obtención de la verdad a que debe aspirar todo juicio.

En virtud de este principio, puede suceder que, no obstante que el acto reclamado sea notoriamente inconstitucional, se sobresea el juicio o se niegue la protección de la Justicia Federal solicitada, por no haberse hecho valer el razonamiento idóneo.

A pesar de ello, la Ley de Amparo vigente, ha considerado como regla general, la aplicación del principio de estricto derecho y  sólo ha efectuado una enumeración limitativa de sus diferentes excepciones, que a continuación se mencionan:

a) En materia agraria,  de conformidad con el artículo 227 de la Ley de Amparo; 

b) En materia laboral sólo en favor del trabajador,

c) En materia penal sólo en favor del reo, incluso ante la ausencia de conceptos de violación.

d) En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia,

e) En favor de los menores e incapaces, y,

f) En todas las materias, cuando se advierta que ha habido contra el quejoso o recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. 

Debe acotarse, que la suplencia de la queja en la materia penal, tiene un alcance privilegiado, pues opera incluso en los casos, en que el impetrante de amparo, se haya abstenido de expresar  conceptos de violación alguno.

Bajo esa tesitura, la institución a que nos hemos venido refiriendo, puede presentar dos aspectos o manifestaciones, según lo establece la propia Ley de Amparo:

I. La suplencia en el error de la cita de los preceptos legales (artículo 79 de la Ley de Amparo)

II. La suplencia en la deficiencia de la queja. (Artículo 76 bis de la Ley de Amparo)

La primera de ellas, se limita exclusivamente a la corrección en la mención que haga el quejoso, de los preceptos legales o garantías constitucionales que estime violadas en su escrito de demanda de amparo.

En un sentido más amplio, la segunda manifestación, garantiza una tutela más completa, puesto que se traduce en el deber jurídico del Juez de Amparo, de subsanar toda irregularidad o deficiencia en que haya incurrido el quejoso al elaborar su escrito de demanda,  o bien, al presentar los escritos mediante los que interponga los recursos contenidos en la Ley de Amparo.

Es claro entonces, que con base en la regulación legal,  el juez que conozca del amparo debe enmendar no sólo los argumentos vertidos por el quejoso en la demanda de garantías, sino  perfeccionar en forma integral, todas y cada una de las instancias o solicitudes presentadas por el quejoso, durante la tramitación del amparo.

Para explicar mejor la esencia del principio que se ha venido estudiando, consideramos pertinente citar el criterio de jurisprudencia  número 63/98, correspondiente a la Novena Epoca, sustentado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del siete de agosto de mil novecientos noventa y ocho, con el rubro:  “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.”

En dicha jurisprudencia, se patentiza la tendencia de reducir lo más posible los requisitos formales  de una demanda de amparo,  pues bastará con que se precise la causa de pedir, sin necesidad de agotar formalismo alguno, para que el juzgador quede obligado a efectuar el análisis relativo a la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado.

Una vez explicada la naturaleza de la suplencia de la deficiencia de la queja, es menester efectuar una breve reminiscencia histórica, con relación a la figura de la suplencia de la queja deficiente en el amparo mexicano, en la que  podrá advertirse, la  evolución sufrida por ese instituto jurídico, de conformidad con la transformación del derecho patrio. Lo anterior, tomando en consideración que las normas jurídico-positivas, deben adecuarse precisamente a la fenomenología histórica y sociológica de un Estado, para no perder su vigencia y legitimidad. De lo contrario, el derecho se anquilosaría en estructuras sociales  del pasado y perdería toda aplicabilidad en el presente.

En nuestras dos primeras leyes de amparo, la de 1861 y la de 1869, para la presentación de la demanda, no existía otro requisito que detallar expresamente el hecho, así como la garantía que se consideraba violada.

No obstante, en las referidas leyes, no se establecía sanción alguna por la falta de ese requisito, y fue así como la jurisprudencia consideró que  la omisión de la expresión de la garantía violada, no constituía un impedimento insuperable para conocer del caso propuesto en la demanda.

Al respecto, el ilustre jurista Ignacio L. Vallarta planteó la interrogante siguiente: “Si el actor no prueba la violación de la garantía de que se queja, pero en autos resulta acreditada otra, ¿ El Juez, invocando todo el rigor de que la máxima o sentencia ha de ser conforme a la demanda, negará el amparo? ¿O supliendo la ignorancia, el error de la parte y favoreciendo su intención, lo puede conceder por la garantía violada, aunque de ella no se haya hablado en la demanda, aunque la parte no la haya invocado?. 

Diversas ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvieron el cuestionamiento, en el sentido  de aplicar la suplencia de la queja deficiente.

Posteriormente,  la Ley de Amparo de 1882, suprimió el requisito de invocar en la demanda, la garantía constitucional infringida y estimó suficiente que el quejoso narrara y probara los hechos constitutivos de la acción, puesto que el amparo no puede soslayar un atentado notorio a la Constitución, solamente por la inexactitud de un vano formulismo.

En contraposición, el Código Federal de Procedimientos Civiles de 1897, dio nacimiento al amparo de estricto derecho, puesto que en su artículo 780, determinó que la demanda de amparo debía explicar el acto o ley que viole la garantía y fijar el hecho completo en que radicaba la violación. De esa forma, nació la obligación para el quejoso, de señalar en su demanda el concepto de violación, además de la obligación de mencionar la ley secundaria que se suponía infringida.

Superando el anterior criterio, la Carta Fundamental de 1917, consagró a nivel constitucional la suplencia de la queja deficiente, estableciendo que la Suprema Corte de Justicia de la Nación podría aplicarla en juicios de naturaleza penal, cuando encontrara que había habido contra el quejoso alguna violación manifiesta de la ley, que lo haya dejado sin defensa, o que se le hubiera juzgado por una ley, inaplicable al caso, y que sólo por torpeza no se  haya combatido debidamente la violación. Debe notarse que originalmente, la suplencia representaba una facultad potestativa del juzgador, sin que existiera deber jurídico alguno, que lo constriñera  a efectuarla. No obstante, con el paso del tiempo, la institución fue desarrollándose hasta alcanzar el rango de obligatoriedad que ahora tiene.

Entre las reformas constitucionales relacionadas con este tópico, puede resaltarse la reforma que tanto a nivel constitucional como legal, se llevó a cabo en el año de 1951, cuando se amplió la suplencia de la queja, para aquellos casos en  que el acto reclamado se fundase en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como  en la materia penal en favor del reo, y de la parte obrera, en materia del trabajo.

Posteriormente, en el mes de noviembre de mil novecientos sesenta y dos, se llevó a cabo todo un sistema de reformas a la Constitución y a la Ley de Amparo, tendiente a la protección de los sujetos de derecho agrario, concediéndose a la suplencia un alcance inusitado, pues se introdujo en el artículo 227 de la Ley de Amparo, la posibilidad de subsanar no sólo los escritos de demanda de garantías, sino todas las exposiciones, comparecencias y alegatos que presenten las entidades o individuos titulares de tierras, aguas, pastos y montes, o bien, que detentaren derechos comunales.

En 1974, se modificaron nuevamente la Constitución y la ley, para incorporar   a los menores e incapaces, colocando en una situación de privilegio a ese sector desvalido de la sociedad.

Sin embargo, puede advertirse que a lo largo de la historia, el principio de suplencia en materia penal, siempre se ha mantenido al margen de la protección de personas distintas al reo, especificándose claramente que su ámbito protector es exclusivo de aquellos individuos que se encuentren sujetos a un procedimiento penal, con el carácter de incriminados. Esta situación ha respondido, al continuo afán del legislador de proteger a todos aquellos gobernados, que por alguna razón se veían inmiscuidos en un procedimiento, en el que esté de por medio su libertad personal. Así, la libertad, como uno de los más altos valores de la persona humana, ha sido tutelada rigurosamente; estableciéndose diversas normas constitucionales y legales tendientes a regular los derechos fundamentales de las personas sujetas a  procedimientos de carácter criminal. Por tanto, el juicio de garantías, sólo se ha ocupado de aquellas personas que tienen la calidad de reos, otorgándoles el beneficio de suplencia de la queja deficiente.

En nuestra opinión, la aplicación de la suplencia se ha realizado en forma desigual, pues con el ánimo de proteger a los reos,  se ha excluido tajantemente, a otro integrante de la relación jurídica penal, que indudablemente reviste igual o mayor importancia que el procesado. Nos referimos a la persona que resintió el resultado lesivo de la conducta típica; es decir,  la víctima o el ofendido por el delito.

Para evitar tal desigualdad, la Ley de Amparo ha ido transformándose y ha considerado que la víctima o el ofendido por el delito, pueden enderezar la demanda de amparo, únicamente contra actos que emanen directamente del incidente de reparación del daño o de reparación civil, así como cuando los actos reclamados hayan surgido del procedimiento penal y estén relacionados con el aseguramiento del objeto del delito y los bienes afectos a la reparación del daño o la responsabilidad civil; situación que nos parece correcta. 


 Ante la cruenta realidad y social y con el firme propósito de abatir el alto índice delictivo, el nueve de junio del  año dos mil, se modificó la Ley de Amparo, añadiendo al artículo 10°, una fracción III,  en la que se estableció la posibilidad de iniciar el juicio de amparo, contra el no ejercicio de la acción penal o desistimiento de la misma, por parte del Ministerio Público.

Empero, creemos que a pesar de que a las víctimas y los ofendidos por el delito,   les ha sido reconocido el derecho para acudir a la instancia constitucional, tal hecho es insuficiente para proteger ampliamente sus derechos, pues la negativa de suplencia que conserva para ellos la ley, degrada considerablemente esa protección.

Continuando con esa temática, tendiente a conceder a los sujetos pasivos del delito, una protección al menos equiparable a la concedida para los infractores, con fecha veintisiete de abril de mil novecientos noventa y ocho, el Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional presentó una iniciativa de ley para reformar el artículo 20 Constitucional.

En dicha propuesta inicial de ley, se arguyó la necesidad de dividir en dos apartados dicho precepto supremo, destinando un capítulo para la protección constitucional a los derechos de los procesados, como se había hecho durante muchísimos años y otro diverso para tutelar los derechos de los ofendidos por el crimen, situación que además de novedosa, nos  parece atinada.

En esencia, la exposición de motivos que sirvió de apoyo a la iniciativa contenía los siguientes razonamientos:

Se manifiesta la necesidad de que la justicia y la seguridad pública deben cuidar preferentemente la defensa de los derechos humanos; pues al ser éstos anteriores y superiores al Estado, dicho ente, debe reconocerlos y garantizarlos en forma plena. También se intenta vencer la añeja postura, que veía en la víctima del delito, una mera referencia para hacer justicia en nombre del Estado; olvidando por completo, la atención que deben recibir aquellos sujetos.

Dicha exposición, no olvida que los ofendidos por el delito, como cualquier persona, son titulares también de  derechos humanos, de los llamados de la segunda generación; los que deben ser brindados gratuitamente, con absoluta independencia de la aprehensión o condena del delincuente.
Así, la iniciativa en comento, buscó fundamentalmente dar al ofendido una nueva respuesta, rescatando la relación funcional que debe tener el derecho penal, no sólo con la represión al delincuente, sino imponiéndole la obligación de que responda frente a la víctima; traduciéndose lo anterior, en una novedosa relación que otorgue una protección integral a las víctimas.

Entre los argumentos vertidos en la exposición de motivos, destaca el que estima que el respeto a los derechos humanos comprende las garantías constitucionales. Consideramos correcta dicha aserción y para tal efecto podemos citar  a guisa de ejemplo, la facultad del Ministerio Público para determinar si hay o no delito en las averiguaciones. Es indudable, que durante muchos años, tal principio ha beneficiado a los procesados y condenados; sin embargo, con la adopción de la nueva corriente, también se favorece a las víctimas del delito, puesto que si bien, es una potestad del Ministerio Público, determinar  cuándo una conducta es o no delito; también es cierto que la determinación en sentido negativo, afecta sustancialmente al ofendido y por tanto, debe concedérsele a éste, la posibilidad de impugnarlo.

Por tanto, queda claro que la idea central de la iniciativa de reforma, versó en conceder a las víctimas u ofendidos por el delito, una asistencia integral, idónea para resarcirlos en su esfera de derechos.

Finalmente, con fecha veintiuno de septiembre del año dos mil, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se declararon reformadas, adicionadas y derogadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se agregó un capítulo B, en el que textualmente se dispuso:

ARTÍCULO 20. En todo proceso penal, el inculpado, la víctima o el ofendido, tendrán las siguientes garantías:

B De la víctima o el ofendido:

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal;

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que se cuente, tanto en la averiguación previa como en el proceso y a que se desahogen las diligencias correspondientes.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia deberá fundar y motivar su negativa.

III. Recibir desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia;

IV. Que se les repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público, estará obligado a la reparación del daño y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.

V. Cuando la víctima o el ofendido sean menores de edad, no estarán obligados a carearse  con el inculpado cuando se trate de violación o secuestro. En estos casos, se llevarán a cabo declaraciones  en las condiciones que establezca la ley; y,

VI. Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su seguridad y auxilio.

En el referido decreto, se fijó como vacatio legis, el término de seis meses contados a partir de la publicación. Por ende, el referido decreto entrará en vigor hasta el día  veintiuno de marzo del año dos mil uno.

La anterior reforma, evidenció así, la fuerte inclinación del Constituyente Permanente para salvaguardar y equilibrar los derechos de las personas afectadas por los delitos.

Es menester indicar, que una de las aportaciones más importantes de la reforma fue  el establecimiento del derecho de las víctimas u ofendidos para recibir asesoría jurídica dentro del procedimiento. Consideramos de suma importancia esa asesoría, pues a lo largo de los años, tal beneficio había sido privativo para los procesados. Dicha exclusión  había sido  errónea, dado que si se toma en cuenta que la finalidad del Derecho Penal es precisamente la imposición de las penas o medidas de seguridad a aquellas personas que cometan delitos, debe contemplarse que los agraviados por el ilícito, cuenten también con un apoyo capacitado brindado por el Estado, para su participación  procesal; pues de lo contrario, corren el riesgo de equivocar los medios para conseguir su objetivo final, con lo que únicamente se ocasiona una mayor impunidad y por ende, una indebida administración de justicia.

Desde nuestro particular punto de vista, consideramos deleznable la situación de desventaja en que se encontraban los ofendidos por el delito, quienes además de ser los receptores de la actividad criminal, con las  consecuencias naturales que ello implica,  debían soportar también, un tratamiento procesal inferior a los procesados, quienes a pesar de haber llevado a cabo una conducta antisocial, se veían privilegiados con prerrogativas procedimentales y sustantivas.

Por todo lo anterior, son encomiables las reformas constitucionales antes analizadas, dado que adicionaron a  los mecanismos represivos de los delincuentes antes contemplados, los procedimientos resarcitorios a la víctima en su ámbito de derechos, consistente en la devolución de los objetos materiales de que hayan sido privados, o bien, efectuando lo necesario para restituir a la víctima, ya sea en sus ámbitos psicológico, educativo, económico, social, afectivo, médico, o bien propiamente jurídico.

Ahora bien, la propuesta medular que nos  permitimos realizar, tiene como apoyo lo anteriormente manifestado y consiste fundamentalmente en extender la aplicación del principio de suplencia de la queja deficiente a las víctimas y ofendidos por el delito, puesto que si partimos de la base de que el  objetivo fundamental del juicio de amparo, es resolver si los actos de autoridad se apegan a los mandamientos de la Constitución General de la República, no es razonable que la corrección de la queja se aplique sólo en favor de alguna de las partes integrantes del proceso penal, y se excluya indiscriminadamente a otra.

Además, como ya se ha dicho, el beneficio de la suplencia ha sido concedido precisamente a sectores de la colectividad que por alguna razón se encuentran en una posición desventajosa, como lo son los menores, o los trabajadores de la relación laboral; y curiosamente, en el proceso penal se ha excluido a los agraviados por el injusto; cuestión difícil de explicar, si se toma en cuenta que son ellos, los que presumiblemente han sufrido una arbitrariedad en su contra.

En ese orden de ideas, si entendemos que la asesoría jurídica otorgada en favor de la víctima,  esta constituida por una serie de opiniones, consejos y orientaciones sobre el proceso penal, y si ese ha sido el afán del poder reformador de la Constitución; nada debe impedir que en el juicio de amparo exista en favor de los ofendidos, una tutela como la que otorga el principio de suplencia.

Es decir, el juicio de garantías como nuestro más excelso medio de control constitucional, no puede ser ajeno a la protección de los derechos humanos que asisten a los agraviados por un delito, y debe estar estructurado de manera tal, que los salvaguarde plenamente, convirtiéndose así en un sistema eficaz, imparcial y justo, pero sobre todo, acorde con el espíritu de la reforma constitucional antes citada,  pues resulta extraño que durante el proceso penal, la víctima goce de una deferencia importante, al serle proporcionado el asesoramiento jurídico necesario y por el contrario, al solicitar el amparo, su demanda será estudiada al pie de la letra, sin contar con beneficio de suplencia alguno.

La  propuesta que sometemos a su consideración, tiene como fin la modificación de la fracción II, del artículo 77, del proyecto referido, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 77. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios en los casos siguientes:

II. En materia penal; en la que en cualquier caso operará ya sea en favor del reo; o bien, en favor de la víctima u ofendido por el delito.

De admitirse la anterior sugerencia, se evitaría que cuestiones incidentales, tales como: inexactitud en los planteamientos jurídicos de los quejosos, sus representantes o sus defensores particulares, trasciendan al resultado de la sentencia de amparo, provocando un sobreseimiento prematuro o final del juicio, que impida el estudio de fondo del amparo, lo cual evidentemente demerita el proceso constitucional, que tanto orgullo ha representado para nuestro país.

Con esta propuesta, también se reducirían los requerimientos de índole técnica, que en algunas ocasiones convierten al Juicio de Amparo en un instrumento de defensa constitucional complejo y rebuscado.

Según todo lo que ha sido planteado, en un mecanismo de defensa de tal envergadura como el amparo, no debe aceptarse que el castigo o la impunidad de un delito queden a expensas de la aptitud o ineptitud, en el mejor de los casos, de los impetrantes de garantías; sino que debe ser realmente un instrumento protector de la Constitución, que supere cualquier anomalía o imperfección en su tramitación.

Creemos que la modificación sugerida, proporcionaría mayor seguridad jurídica a las diferentes partes del juicio de garantías, pues los integrantes del proceso constitucional, se encontrarían protegidos para los casos en que  por impericia o inexperiencia, no  enderezaran debidamente la acción constitucional, sin importar quien fue la parte que incurrió en deficiencias formales.

Con la propuesta antes explicada, se reconocería todavía más, la importancia de salvaguardar los derechos de los agraviados por el delito, quienes durante muchos años sólo han sido “el patito feo de la relación procesal”.

No es una justificación válida, el que la presente propuesta podría acarrear una carga de trabajo excesiva en los Juzgados de Amparo, pues dicho argumento resulta insuficiente, ante la suprema necesidad de una defensa de la constitucionalidad adecuada.

Finalmente, en búsqueda de certeza jurídica, consideramos oportuno que el proyecto sea reformado, previamente a la entrada en vigor del decreto de veintiuno de septiembre, con la finalidad de que en todo caso, las normas antes especificadas, adquieran vigencia al mismo tiempo, y por tanto, se evite que exista discordancia entre dos normas positivas, pues es insano que las normas rectoras del procedimiento concedan un privilegio especial a los ofendidos y por su parte la Ley de Amparo, niegue a los mismos,  cualquier manifestación de suplencia.

II- En lo que atañe a la segunda propuesta, es preciso indicar que por mandato constitucional, la administración de justicia, deberá ser impartida por los tribunales en forma pronta, completa, gratuita e imparcial.

Dichos principios, transportados al juicio de garantías, deben ser respetados tanto por el órgano jurisdiccional conocedor del amparo, como por las autoridades responsables, quienes deben rendir sus informes justificados, con la debida oportunidad y ajustándose a los términos legales estatuidos en la ley.

Gracias a una interpretación extensiva al artículo 31 de la Ley de Amparo vigente, todas las notificaciones que se practicaban en el juicio de garantías mediante la vía telegráfica, se realizaban gratuitamente. Sin embargo, en diciembre de  mil novecientos noventa y nueve, los Jefes de la Oficina Telegráfica en el Distrito Federal, recibieron un comunicado del Gerente General de Telecomm, Telecomunicaciones de México, mediante el que les fue informado que todos los casos de telegramas que contengan informes previos o justificados debían ser cobrados,  y que sólo se considerarán libres de pago, los casos  señalados en los artículos 23 y 31 de la Ley de Amparo, con relación al artículo 22 de la Constitución General de la República; es decir, sólo en los casos urgentes, o bien, cuando el acto reclamado constituya una de las penas prohibidas establecidas en el documento magno.

Con esa determinación, se rompió la gratuidad absoluta que por tantos años,  había sido una práctica común dentro del juicio de amparo. Evidentemente, la postura asumida por las oficinas telegráficas colapso a todas las partes integrantes del juicio constitucional; tales como las autoridades responsables y a los propios solicitantes de amparo, quienes percibieron con fundada razón, que el acceso a la justicia constitucional se dificultaría, por las circunstancias económicas y administrativas que la medida provocaría.

Se llevaron a cabo entonces, una serie de consultas con autoridades superiores de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, al percatarse del costo real que el cambio implica, toda vez que el personal de las oficinas de telégrafos, informó que el precio por palabra es de dos pesos.

Esta circunstancia, se traduce en una paradoja, pues ocasiona la obligación de los órganos del Estado de destinar el presupuesto suficiente para cumplir de manera cotidiana, con la obligación de desahogar -vía telegráfica- todo requerimiento judicial y presentar promociones en materia de amparo, dentro de los términos y plazos que fija la ley de la materia. Al respecto, es oportuno destacar que ello impactaría de manera considerable  el presupuesto anual de cada Secretaría de Estado, pues tendría que garantizarse el pago de un servicio a un organismo que, finalmente, ingresaría de nueva cuenta esas cantidades  a la Federación.

En este orden de ideas, si en la actualidad la Ley de Amparo prevé algunos casos concretos donde el servicio es gratuito, no se advierte obstáculo alguno para establecer de manera legal su gratuidad general, con la finalidad de que las autoridades señaladas como responsables, contribuyan al mandato previsto en el artículo 17 Constitucional.

Para concluir, debe decirse que la propuesta que ofrecemos consiste en modificar el segundo párrafo del artículo 3°, del proyecto en estudio, en el sentido siguiente:

ARTÍCULO 3.- ...

Las copias certificadas que se expidan a las partes para la substanciación del juicio de amparo, directo o indirecto, así como el uso del servicio de correos o telégrafos por parte de las autoridades responsables para el desahogo de requerimientos y presentación de promociones, no causarán contribución alguna”

Así como adicionar un segundo párrafo al artículo 22 del proyecto, en los siguientes términos:

ARTÍCULO 22. ...

Con la finalidad de no ocasionar dilaciones en el procedimiento, las autoridades señaladas como responsables harán uso de cualquiera de los servicios especificados en el artículo 3°, en todo momento, de manera gratuita.
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�  Suprema Corte de Justicia de la Nación. La Suprema Corte de Justicia, sus Leyes y sus Hombres. (México: Poder Judicial de la Federación; 1985), Tomo II, pp.685.


� La exposición de motivos del Código de Procedimientos Civiles Federales de 1897, expresa en lo conducente: “ Se han confundido frecuentemente los motivos de improcedencia de una demanda con los de fondo, lo que ha dado lugar a innumerables cuestiones cuya resolución legal exigía justamente el interés público.  Para evitar tal confusión, se agruparon  en el artículo 779 todos los casos de improcedencia, tarea difícil y peligrosa, pero con la cual se logró ordenar la materia y precisar esos motivos, antes sujetos  al inseguro criterio de una Jurisprudencia vacilante y contradictoria.  En los casos de improcedencia, se han incluido algunos de sobreseimiento que señalaba la ley de 1882.  La razón general es que todo lo que impide que se examine el acto reclamado, es motivo de improcedencia y la de sobreseimiento es la misma.  La diferencia entre improcedencia  y sobreseimiento estriba solamente en la época en que aparece o se conoce el motivo.  Si es antes de la demanda, produce declaración de improcedencia, si es después, produce declaración de sobreseimiento”


� PALLARES, Eduardo. Diccionario Teórico del Juicio de Amparo (México: Ed. Porrúa, 1967) pp.118-119 


� Loc. Cit.


� BURGOA ORIHUELA, Ignacio Luis. El Juicio de Amparo; 12ª ed. (México: Ed. Porrúa, 1977), p. 449.


� VALLARTA, Ignacio Luis. El Juicio de Amparo y el Writ of Habeas Corpus: ensayo critico comparativo sobre esos recursos constitucionales (México: Impr. De J.J. Terrazas, 1896), p. 356.   
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� GÓNGORA Y PIMENTEL, Genaro. Introducción al Estudio del Juicio de Amparo   (México: Ed. Porrúa, 1995), p 185.


� CASTRO, Juventino V.  Garantías y Amparo,  5ª  ed., (México: Ed. Porrúa, 1994), p 350. 


� “IMPROCEDENCIA, LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO NO IMPIDE EL ESTUDIO DE LAS CAUSAS DE.- La improcedencia es de orden público de manera que aunque el Juez de Distrito haya dado entrada a la demanda, puede posteriormente examinar si existen o no motivos de sobreseimiento.  En efecto, el artículo 145 de la Ley sólo establece el desechamiento de plano de la demanda, cuando de ella misma se desprendan de modo manifiesto e indudable, motivos de improcedencia , más no impide, admitida la demanda, la estimación posterior de causas que, ya supervenientes o anteriores a dicha admisión, determinen conforme a la ley el sobreseimiento en el juicio de garantías...” Quinta Época, Tomo LXX, página 860,. Estévez J. Guadalupe).


� Bobbio, Norberto. Diccionario de Política (México: Siglo XXI Editores, 1982).p. 1240


� Zaldivar Lelo de Larrea. Arturo F. Breves notas sobre la naturaleza de la interpretación constitucional: estudios jurídicos en homenaje a Manuel Herrera y Lasso 1890-1990 (México: Escuela Libre de Derecho, 1991) p.143.


� Cfr. Burgoa, Ignacio Luis. op. cit. Pp 453-454


� Séptima Epoca Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo: 109-114 Sexta Parte Página:  63


DERECHOS POLITICOS. SU VIOLACION NO ES IMPUGNABLE MEDIANTE EL AMPARO.  Las garantías son de carácter permanente, de ejercicio incondicional y corresponden a todos los habitantes del país, como previene el artículo 1o. de la Constitución Política, en tanto que los derechos políticos se genera de modo ocasional, con la periodicidad electoral, condicionados a los requisitos del artículo 34. El juicio de amparo protege los derechos del hombre, no de los ciudadanos, de acuerdo con los preceptos 103 y 107 constitucionales, y reiteran las condiciones especiales de los derechos políticos, el otorgamiento por el artículo 97 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de la facultad de intervenir en la violación del voto público ante la solicitud respectiva. Así como la reforma del artículo 60 constitucional publicada en el Diario Oficial del 6 de diciembre de 1977, al establecer el recurso de reclamación ante el propio Alto Tribunal contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados.


TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.


Amparo en revisión 169/77. Alfredo Corella Gil. 17 de marzo de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Federico Taboada Andraca. Amparo en revisión 226/77. Humberto Junco Voigt y coags. 17 de marzo de 1978. Unanimidad de votos. Ponente: Federico Taboada Andraca. NOTA: Se elimina la leyenda: "Sostiene la misma tesis".


� El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado por la ONU el 16 de diciembre de 1966 y puesta en vigor 10 años depués, dispone lo siguiente: “Artículo 25.- Todos  los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a).- Participar en la dirección de los asuntos públicos directamente por medio de representantes libremente elegidos.  b).- Votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores. c).- Tener acceso en condiciones generales de igualdad a las funciones públicas de su país...”.
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